
INFORME  DE  LA  COMISIÓN  DE
HACIENDA,  recaído en el  proyecto de ley,
en  primer  trámite  constitucional,  relativo  al
fortalecimiento de la regionalización del país.

BOLETÍN N° 7.963-06.
____________________________________

HONORABLE SENADO:

La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir
su informe acerca del  proyecto de ley de la referencia,  en primer trámite
constitucional, iniciado en mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de
la República, con urgencia calificada de “suma”.

A  la  sesión  en  la  Comisión  se  ocupó  de  este
asunto concurrieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores
señores Bianchi y Sabag.

Del  mismo  modo,  asistieron  las  siguientes
personas:

De  la  Subsecretaría  de  Desarrollo  Regional  y
Administrativo,  el  Subsecretario,  señor  Miguel  Flores,  y  los  asesores,
señores Osvaldo Henríquez, Álvaro Villanueva, Camilo Vial.

Del  Ministerio  Secretaría  General  de  la
Presidencia, los asesores, señorita Constanza Castillo y señor Juan Ignacio
Gómez.

Del Instituto Libertad y Desarrollo, la abogada del
Programa Legislativo, señorita María Teresa Muñoz.

De  la  Dirección  de  Presupuestos,  los  analistas,
señora Pamela Tapia y señor Diego Soto.

De la Corporación de Estudios para Latinoamérica
(CIEPLAN),  la  Secretaria  Ejecutiva  del  Programa  Legislativo,  señorita
Macarena Lobos.

De  la  Asociación  Nacional  de  Consejeros
Regionales de Chile (ANCORE): el Presidente, señor Juan Antonio Vejar, y
los Consejeros Regionales de Aysén y Santiago, señores René Hermosilla y
Manuel Hernández, respectivamente.

- - -



OBJETIVO DEL PROYECTO DE LEY

Reforzar  la  coordinación  entre  los  gobiernos
regionales y la Administración; precisar las funciones del gobierno regional,
distinguiendo las del consejo regional y las del intendente; agregar funciones
al gobierno regional atendida la nueva modalidad de elección por sufragio
universal  de  los  consejeros  regionales;  regular  el  procedimiento  de
transferencia de competencias desde los ministerios y servicios públicos a
los gobiernos regionales y establecer normas para dirimir las divergencias
que se surjan con motivo de las transferencias.

- - -

NORMAS DE QUORUM ESPECIAL

Para ser aprobados, el artículo 1° (que introduce
modificaciones  en  la  ley  orgánica  constitucional  sobre  Gobierno  y
Administración  Regional),  el  número  4)  del  artículo  2°  (que  confiere  una
nueva atribución al Consejo Regional) y el artículo 4° (que modifica la ley
orgánica constitucional de Municipalidades) del proyecto de ley, deben serlo
con quórum de ley orgánica constitucional. Las dos primeras, en virtud de lo
dispuesto  en los  artículos  113,  114 y  115,  y  la  tercera,  con arreglo  a  lo
prescrito en el artículo 118, todos de la Constitución Política de la República,
en relación con lo establecido en el artículo 66, inciso segundo, de la misma
Carta Fundamental.

- - -

Cabe hacer  presente que el  proyecto  de ley en
estudio  fue  despachado en primer  informe por  la  Comisión  de  Gobierno,
Descentralización y Regionalización y, posteriormente, aprobado en general
por la Sala del Senado en sesión de 29 de octubre de 2013.

En la misma oportunidad, se fijó como plazo para
la presentación de indicaciones hasta el día 25 de noviembre del corriente.

Al  vencimiento  de  dicho  término  no  se  formuló
indicación alguna a la iniciativa, la que, dando curso a su tramitación, fue
remitida a la Comisión de Hacienda para que se pronunciara respecto de
aquellos asuntos que, en virtud de lo dispuesto en los artículos 17 y 27 de la
ley  orgánica  constitucional  del  Congreso  Nacional  y  del  reglamento  del
Senado, respectivamente, son de su competencia.
 

- - -

Para los efectos del artículo 124 del Reglamento
del  Senado,  se  deja  constancia  que  la  Comisión  de  Hacienda  realizó
enmiendas respecto de las siguientes disposiciones del texto aprobado en
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general por el Senado: números 2), 8), 9), 15), 22), 25), 36), 37), 39), 40),
41), 43) y 44) del artículo 1°; artículos 3°, 4°, 5° y 7°; y artículos tercero y
quinto transitorios. 

 Todas  estas  enmiendas  fueron  acordadas  en
virtud de lo  dispuesto en el  artículo  121,  inciso final,  del  Reglamento del
Senado.

Del  mismo  modo,  se  realizó  otra  serie  de
adecuaciones  formales,  de  cuyo  detalle  se  da  cuenta  en  el  capítulo  de
modificaciones  del  presente  informe,  que  fueron  acordadas  por  la
unanimidad  de  los  integrantes  de  la  Comisión,  Honorables  Senadores
señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.

- - -

Debe consignarse, por otra parte, que la Comisión
tuvo  en  consideración  que  el  artículo  6°,  letra  d),  de  la  ley  N°  19.175,
orgánica  constitucional  sobre  Gobierno  y  Administración  Regional,  que  el
artículo  1°  del  proyecto  de  ley  en  estudio  modifica,  consagra  entre  los
requisitos  para  ser  designado  intendente  o  gobernador  el  de  no  hallarse
declarado en quiebra calificada como culpable o fraudulenta por sentencia
ejecutoriada.  Tal  nomenclatura,  sin  embargo,  no  se  ajusta  a  la  nueva
institucionalidad  que  para  los  procedimientos  concursales  contempla  el
proyecto de ley que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de
reorganización y liquidación de empresas y personas, y perfecciona el rol de
la Superintendencia del ramo (boletín N° 8.324-03),  que recientemente ha
sido despachado, en todos sus trámites, por el Congreso Nacional.

De acuerdo con lo expuesto, en consecuencia, el
expresado requisito debe ser ajustado para poder seguir produciendo sus
efectos en el futuro.

No constituyendo, empero, el contenido de la letra
d) del artículo 6°, conforme a su mandato legal y reglamentario, un asunto de
competencia de la  Comisión de Hacienda,  ésta no se pronunció sobre la
misma.

Lo  anterior,  sin  perjuicio  de  dejar  expresa
constancia que, en las subsiguientes etapas de la tramitación del proyecto de
ley, debe efectuarse la pertinente enmienda.

- - -

Previo  a  la  discusión  de  los  asuntos  de
competencia de la Comisión, el  Subsecretario de Desarrollo Regional y
Administrativo, señor Miguel Flores, expresó que el proyecto de ley, que
en lo sustancial modifica la  Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y
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Administración Regional, viene a regular una serie de aspectos que, tras la
aprobación de la reforma constitucional que en octubre de 2009 estableció la
elección  directa  de  los  Consejeros  Regionales  (Cores),  habían  quedado
pendientes.

 Desarrolló, al efecto, la siguiente presentación:

Contexto Constitucional
Reforma Constitucional Octubre 2009

- Elección de Consejeros Regionales por sufragio
universal y en votación directa.

- Intendente deja de ser Presidente del Consejo.

- Convenios de programación exigibles. Incorpora
municipalidades.

-  Perfecciona  normas  constitucionales  sobre
transferencia de competencias (temporalidad y heterogeneidad).

-  Participación  de  Senadores  y  Diputados  en
Consejo Regional.

Lo que no modificó la  reforma constitucional
de 2009

- Estado unitario.

-  Intendente  coordina,  supervigila  y  fiscaliza
servicios públicos que operan en la región.

-  Carácter  dual  del  Gobierno  Regional:
conformado por Intendente y Consejo.

-  Consejo  Regional  es  órgano  normativo,
resolutivo y fiscalizador.

-  Intendente  es  órgano  ejecutivo  del  Gobierno
Regional.

Nuevas  Funciones  y  Atribuciones.  Gobiernos
Regionales

Competencias Estratégicas

-  Diseñar,  elaborar,  aprobar  e  implementar
políticas,  planes  y  programas  de  desarrollo  de  la  región,  así  como  su
proyecto de presupuesto. 
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Esta  competencia  estaba  radicada  en  Ministerio
de Desarrollo Social.

-  Efectuar  los  estudios,  análisis  y  proposiciones
referidas al desarrollo regional.

Esta  competencia  estaba  radicada  en  Ministerio
de Desarrollo Social.

Aumentan  las  atribuciones  del  Gobierno
Regional

Ejercerá las demás  atribuciones necesarias para
el ejercicio de las funciones que la ley le encomiende. 

Ampliación considerable de las atribuciones de los
Gobiernos Regionales.

Podrán hacer todo lo necesario para poder ejercer
las funciones de que disponen.

Las  Municipalidades  no  disponen  de  una
atribución tan amplia.

Procedimiento  de  Transferencia  de
Competencias

- La Transferencia de Competencias es la vía que
ha  definido  la  Constitución  para  avanzar  en  la  descentralización
administrativa,  cada  transferencia  implica  cambios  en  la  institucionalidad
pública en su conjunto, es por ello que se propone un  sistema tutelado y
gradual.

-  CPR  Art.  114  “La  ley  orgánica  constitucional
respectiva  determinará  la  forma  y  el  modo  en  que  el  Presidente  de  la
República  podrá  transferir  a uno o más gobiernos regionales,  en carácter
temporal o definitivo, una o más competencias de los ministerios y servicios
públicos  creados  para  el  cumplimiento  de  la  función  administrativa,  en
materias de ordenamiento territorial, fomento de las actividades productivas y
desarrollo social y cultural.”.

Ámbitos para transferir competencias

-  Iniciativa  del  Consejo:  resolverá  solicitarle  al
ejecutivo regional, por 2/3 de sus miembros en ejercicio, la  realización de
estudios  tendientes  a  analizar  futuras  peticiones  de  transferencia  de
funciones y atribuciones.

-  La  respuesta a  la  solicitud  de  transferencia
deberá emitirse por el nivel central dentro de un plazo de 180 días.
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-  Presidente  de  la  República  resolverá  siempre
previo informe de Ministerios del Interior y Seguridad Pública y de Hacienda.

¿Cómo se transferirán competencias?

Modalidad 1: Convenio + Decreto Supremo

Esta modalidad de transferencia de competencias
será utilizada cuando un Intendente solicite al nivel central, previa aprobación
del  Consejo,  un  conjunto  de  funciones  y/o  atribuciones  que  dada  su
naturaleza para su ejercicio futuro no requiera recursos adicionales, es decir,
facultades preferentemente de decisión. Después de la decisión presidencial
se suscribirá un convenio entre los niveles central y regional.

-  Ejemplo:  El  Gobierno  Regional  decide  qué
caminos rurales mantener y reparar.

Modalidad 2: Convenio + Ley de Presupuestos

El  Gobierno  Regional  podrá  solicitar  la
administración  y  ejecución  de  programas  nacionales  de  claro  impacto
regional, previo acuerdo con el Ministerio y servicio público respectivo.

- Esta transferencia se hará efectiva, a través de la
incorporación de los recursos tanto para su ejecución y agenciamiento en la
Ley de Presupuestos. 

- La naturaleza de este tipo de competencias es
esencialmente transitorias.

-  Ejemplo:  El  gobierno  regional  asigna  recursos
financieros para la reparación y mantención de caminos rurales.

Modalidad  N°  3:  Vía  Ley  (Servicios  Públicos
Regionales)

Esta modalidad de transferencia se deberá utilizar
cuando un gobierno regional  solicite un conjunto de competencias, y que
para su ejercicio eficiente en el nivel regional sea necesaria la creación de un
servicio público regional de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 30 de la Ley
Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración
del Estado.

-  Ejemplo:  Se  crea  por  ley el  Servicio  Público
Regional de Vialidad Rural de la Región de Los Lagos.

Ventajas del nuevo mecanismo

- Se  facilita la implementación  al poder realizarse
mediante un Decreto Supremo o dentro de la Ley de Presupuestos.
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-  Podrán  crearse  servicios  públicos  regionales:
Hoy existen sólo el Parque Metropolitano de  Santiago o los 15 SERVIU’s.

-  La  revocación de  competencias  deberá  ser
fundada.

- Si un Gobierno Regional asume diversas nuevas
competencias, podrá solicitar la creación de hasta 3 nuevas divisiones dentro
de su estructura.

-  No se requerirá  esperar que los 15 Gobiernos
Regionales  estén  en  condiciones  de  asumir  las  nuevas  tareas:  podrán
transferirse a uno o más Gobiernos Regionales. Esto, reconociendo que la
realidad de las regiones es distinta a lo largo del país.

Nuevas competencias Consejos Regionales

- Requerir del ejecutivo regional  información para
desempeñar tareas fiscalizadoras, debiendo el intendente responder dentro
de 20 días. 

-  Disponer,  por  la  mayoría  de  sus miembros en
ejercicio,  la  contratación  de  una  auditoría  externa  que  evalúe  ejecución
presupuestaria o estado de situación financiera del gobierno regional. 

- Solicitar al intendente, previo acuerdo de 2/3 de
sus miembros en ejercicio, que represente a los jefes superiores o directivos
de los órganos de la Administración del Estado o empresas del Estado, su
disconformidad  cuando  la  región  ha  sido  afectada  y  perjudicada
negativamente por acciones u omisiones de aquéllos.

- Citar, previo acuerdo adoptado por la mayoría de
sus  miembros  en  ejercicio,  a  autoridades  regionales  o  provinciales  para
informar acerca del accionar de sus respectivas instituciones, debiendo éstas
comparecer obligatoriamente.

- Recomendar al Intendente la implementación de
acciones de interés regional.

- Aprobar, modificar o sustituir:

 La  delimitación  de  territorios  objeto  de
planificación regional,

 El plan regional de desarrollo turístico, 

 La  declaración  de  territorios  como  zonas
rezagadas en materia social y el plan de desarrollo respectivo.

 Aprobar  Plan  Regional  de  Ordenamiento
Territorial (PROT).
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-  En  materia  presupuestaria,  el  proyecto  de  ley
dispone que el Consejo: 

 Resolverá la distribución del FNDR, sobre la
base  de  la  proposición  del  intendente  y  conforme  a  ítemes  o  marcos
presupuestarios. Se fortalece así la perspectiva regional de la inversión.

 Cada ítem o marco presupuestario deberá
contar con la  glosa respectiva,  la que también deberá ser aprobada por el
Consejo.

 Cada glosa explicará el uso de los recursos
y  sus  condiciones.  Así,  se  asimila  la  relación  del  Intendente/Consejo
Regional a la existente entre Presidente de la República/Congreso Nacional. 

 La  inversión  de  dichos  recursos  deberá
ajustarse a los criterios de priorización que, para tal efecto, se incorporarán
en el presupuesto regional siguiendo el mismo procedimiento de aprobación
de éste. 

Presidencia  del  Consejo  Regional,  Relación
Intendente/Consejo Regional

Contexto Constitucional Vigente

- CPR Art. 113  “El consejo regional, por mayoría
absoluta de sus integrantes en ejercicio,  elegirá un presidente de entre sus
miembros. El presidente del consejo durará cuatro años en su cargo y cesará
en él en caso de incurrir en alguna de las causales señaladas en el inciso
tercero,  por  remoción  acordada  por  los  dos  tercios  de  los  consejeros
regionales en ejercicio o por renuncia aprobada por la mayoría de éstos. 

La  ley  orgánica  constitucional  determinará  las
funciones y atribuciones del presidente del consejo regional.”.

- En síntesis:

 No es posible elegir por votación popular al
Presidente del CORE sin modificar previamente la Constitución.

 La  Constitución  no  le  confiere
expresamente competencias ejecutivas. 

 La Constitución  no le reconoce derecho a
subrogancias,  participar  en  ciertas  determinaciones  o  integrar  ciertos
órganos, como sí lo hace con el Presidente del Senado o de la Cámara de
Diputados.

Presidencia del Consejo Regional

-  Le  corresponderá  a  un  consejero  regional,
elegido por mayoría absoluta. 
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- Permanecerá en el cargo 4 años.

- Se incorpora la figura de la moción de remoción,
que deberá ser aprobada por 2/3 de los consejeros en ejercicio. 

-  Facultades:  disponer  citación  a  sesiones,
abrirlas, suspenderlas y levantarlas, dirigir los debates, ejercer el derecho de
voto dirimente en los casos en se produzca un empate en el resultado de las
votaciones, y actuar en representación del consejo, en los actos de protocolo
que  correspondan.  Similares  a  las  que  ley  Nº  18.918  y  Reglamentos  de
ambas ramas del Congreso le confieren a sus Presidentes. 

- Deberá disponer de gastos de representación y
de los recursos necesarios. 

-  Se  incorpora  en  proceso  de  evaluación  y
discusión presupuestaria con el nivel central.

- Debe rendir cuenta anual de su gestión ante el
Consejo.

-  Las  comunicaciones  del  Consejo  o  de  un
Consejero  deberán  ser  remitidas  al  Ejecutivo  Regional  a  través  del
Presidente.

- Incorpora al presidente del consejo dentro de las
autoridades  regionales  que  ya  disponen  de  fuero (intendentes  y
gobernadores) en materias penales. 

-  Presidente del  CORE, además  de suscribir  las
actas de las sesiones, las comunicaciones oficiales que se dirijan a nombre
del Consejo y los otros documentos que requieran su firma;  oficializará la
comunicación acerca de la adopción de acuerdos del Consejo sobre diversos
instrumentos, así como sus respectivas modificaciones: 

 Estrategia de Desarrollo Regional; 
 Plan  Regional  de  Ordenamiento  Territorial

(PROT); 
 Plan Regulador Comunal; 
 Plan Regulador Intercomunal; 
 Convenios de Programación; 
 Convenios Territoriales; 
 Plan de Desarrollo Turístico; 
 Reglamentos Regionales, y 
 Anteproyecto Regional de Inversiones (ARI).

Relación del Intendente con el Consejo

- Asistirá a sesiones de Consejo cuando lo estime
pertinente.

-  Puede  tomar  parte  en  sus  debates con
preferencia para hacer uso de la palabra, pero sin derecho a voto. 

9



- Durante la votación podrá, sin embargo, rectificar
los conceptos emitidos por cualquier consejero al fundamentar su voto. 

- La  tabla de sesiones la determina el Presidente
del Consejo; sin embargo, el ejecutivo regional dispondrá de un mecanismo
de urgencias  para  que  materias  de su  interés  sean  añadidas  en aquella
obligatoriamente.  Con todo,  el  Consejo,  por  los  2/3  de  sus  miembros  en
ejercicio,  podrá  desechar  la  petición  de  urgencia,  no  incorporándose  la
materia en la tabla de la sesión siguiente.

Obligatoriedad  convenios  de  programación  y
exigibilidad convenios mandato

Obligatoriedad convenios de programación

- Situación actual:  hoy se suscriben entre uno o
más ministerios y uno o más gobiernos regionales. 

- Problemas:

Existen  dudas  acerca  de  si  municipalidades
pueden  suscribir  estos  convenios.  Algunos  ministerios  los  suscriben  y
después no cumplen sus obligaciones.

- Propuesta proyecto de ley:

Precisa expresamente que podrán incorporarse a
los convenios de programación de inversión pública, como sujetos activos,
las municipalidades. 

Incorpora  normas  destinadas  a  materializar  la
obligatoriedad de estos convenios.

Si  el  convenio  es  plurianual,  cada  una  de  las
partes deberá contemplar en sus respectivos proyectos de presupuestos la
estimación de los recursos correspondientes al año pertinente

No será exigible para un ministerio el cumplimiento
de  un  convenio  de  programación  plurianual  en  caso  que  el  Congreso
Nacional reduzca el gasto de inversión correspondiente en el proyecto de
Ley de Presupuestos.

Regulación de convenios mandato

- Gobiernos Regionales hoy pueden suscribir con
ministerios y servicios convenios mandato: encomiendan a otro órgano de la
administración  la  realización  de  acciones  como  unidad  técnica  ejecutora,
asumiendo  el  GORE  el  rol  de  supervisor  del  respectivo  estudio,
procedimiento de licitación, proyecto, construcción o conservación. 

-  Proyecto  incorpora  expresamente  dichas
convenciones  al  texto  de  la  ley  Nº  19.175.  Dispone  su  cumplimiento
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obligatorio para las partes, obligando a Seremías a velar de forma especial
por  el  cumplimiento  de  estos  convenios  mandato,  en  lo  relativo  a  sus
respectivos ministerios o servicios relacionados.

- Obliga al Intendente a comunicar al Consejo y al
ministro o director de Servicio situaciones de morosidad que se generen por
incumplimiento de convenios mandato. 

-  Se  faculta  al  CORE  a  informar  a  la  CGR  el
incumplimiento.

Entre  otras  materias,  finalizó  el  señor
Subsecretario  de  Desarrollo  Regional  y  Administrativo,  contempla
también el proyecto de ley las siguientes: 

-  Sistema  de  Alta  Dirección  Pública  para  la
provisión de los cargos de Jefe de División.

-  Consagración  de  la  figura  del  Administrador
Regional como colaborador del Intendente.

- Disposiciones sobre probidad y transparencia. 

A continuación, se da cuenta del debate que tuvo
lugar en el seno de la Comisión.

En relación con el artículo 114 de la Constitución
Política  de  la  República,  el  Honorable  Senador  señor  Zaldívar  hizo
referencia al proyecto de reforma constitucional que busca reemplazarlo por
otro  que  instituya  al  Senado  como  órgano  competente  para  dirimir  las
divergencias que surjan entre el Presidente de la República y un Consejo
Regional, a raíz de la transferencia de funciones públicas (boletín N° 9.108-
06,  originado  en  moción  parlamentaria  actualmente  en  primer  trámite
constitucional). 

A su juicio, reflexionó, se requiere de algún tipo de
mecanismo que inhiba que la decisión final de realizar una transferencia de
competencias  quede  al  solo  arbitrio  del  Presidente  de  la  República.
Pareciera,  indicó,  que la  actual  redacción del  citado artículo  es suficiente
para que sea la ley orgánica la que así lo establezca.

Consultó  la  opinión  del  Ejecutivo  sobre  el
particular.

El  señor Subsecretario de Desarrollo Regional
y Administrativo coincidió con que debe ser una ley orgánica constitucional
la que debe abordar asuntos como las materias que pueden ser objeto de
transferencias de competencias. Así, de hecho, se recoge en el proyecto de
ley que la Comisión está conociendo.

Otra cosa, empero, es de qué manera se pretenda
dar solución a las controversias que respecto de estas transferencias puedan
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surgir  entre  el  Gobierno  Central  y  el  Gobierno  Regional  (Gore).  En  tal
sentido, sostuvo que es difícil pensar en situaciones de desavenencias entre
ambas institucionalidades, toda vez que la manera en que se debe construir
un  convenio  de  transferencia  de  competencias  exige  un largo trabajo  de
negociación  y  coordinación  entre  ellas.  De  esa  forma,  ejemplificó,  si  el
Ministro  de  Obras  Públicas  logra  un  acuerdo  con  un  Gore,  lo  lógico  y
razonable sería que al requerir la firma del Presidente de la República no sea
desechado, pues se supone que en todas las etapas previas de negociación
ya han sido chequeados cada uno de los puntos que lo conforman. 

Si,  con  todo,  se  verificasen  igualmente
controversias,  la  propuesta  de  que  sea  el  Senado  el  órgano  llamado  a
zanjarlas resulta, en su parecer, discutible. Más adecuado, en cambio, sería
que  se  exigiera  del  Primer  Mandatario  una  explicación  fundada  de  su
negativa a un determinado convenio. 

Por lo demás, culminó, debiera tenerse en cuenta
que  al  radicar  esa  potestad  en  el  Senado  se  le  estaría  dotando  de  una
facultad que no está recogida hoy en la Carta Fundamental,  lo que haría
preciso analizar, previamente, la procedencia de una reforma constitucional
que la establezca.

El Honorable Senador señor Novoa hizo ver, en
primer lugar,  que luego de que la  Sala del  Senado aprobara el  presente
proyecto de ley en general, no se presentaron indicaciones en el plazo que al
efecto se abrió, lo que podría llevar a concluir que un reparo como el que se
ha reseñado al artículo 114 de la Constitución, en realidad no es tal. 

En segundo término, estuvo conteste en que los
términos  en  que  dicho  artículo  está  redactado  autoriza  a  que  las
competencias  que  se  transfieran,  así  como su forma y  modo,  deban  ser
determinadas en la ley orgánica constitucional. Distinto es el caso de que en
este último cuerpo legal pueda fijarse la solución para eventuales conflictos
de competencia que puedan suscitarse entre el Presidente de la República y
un  Gore.  Un  mecanismo  de  esta  naturaleza,  advirtió,  sí  requeriría  una
consagración constitucional previa.

Como fuere, añadió, en tanto la organización que
Chile se ha dado siga siendo la de un Estado unitario, no resulta plausible
hablar de conflictos entre poderes con ocasión de estas transferencias de
competencias.  Si  éstas  tienen  su  origen  en  convenios,  a  mayor
abundamiento,  es  porque  se  ha  producido  un  acuerdo  entre  las  partes;
luego, si este acuerdo no se produce, no es razonable que el Gore aparezca
por  sobre  el  Presidente  de  la  República  para  exigirle  que  haga  una
transferencia. Del mismo modo, si el Gore no quiere que se le transfiera una
competencia,  tampoco  puede  el  Primer  Mandatario  hacerlo,  porque,  de
nuevo, no se ha verificado el concurso de voluntades.

En  consonancia  con  lo  expuesto,  culminó,  la
discusión sobre el proyecto de reforma constitucional a que se ha aludido,
debe seguir un carril distinto al del proyecto de ley que la Comisión en esta
oportunidad está conociendo. 
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El Honorable Senador señor Lagos señaló que,
de acuerdo con lo que se ha venido señalando, el  escenario de eventual
controversia no es el de una disímil interpretación de un asunto que requiera
la intervención de un dirimente, como podría ser el Senado. Es, tan solo, el
de dos voluntades que tienen la facultad de alcanzar o no un acuerdo. En la
negativa, entonces, no habría nada que resolver.

 
El  Honorable  Senador  señor  Zaldívar previno

sobre el riesgo de que se prosiga en la tramitación del presente proyecto de
ley,  cuyo  contenido  puede  ser  contradictorio  con  el  de  una  reforma
constitucional que podría ser aprobada en un sentido inverso.

Del mismo modo, insistió en que con la regulación
que  el  proyecto  de  ley  propone,  lo  cierto  es  que  en  la  práctica  las
transferencias  de  competencias  van  a  depender  fundamentalmente  de  la
voluntad del  Ejecutivo,  cuya decisión, por más fundada que sea,  no será
reclamable.

Por otro lado, llamó la atención sobre que si bien
en ocasiones el manejo que los Cores hacen de los recursos no es del todo
eficiente, el hecho de radicar amplias potestades en el Intendente Regional,
representante  del  Poder  Ejecutivo  en las  regiones,  es  percibido  en estas
últimas como una manifestación más del  centralismo con que se adoptan
muchas decisiones a lo largo del país. 

El  señor Subsecretario de Desarrollo Regional
y Administrativo observó que, a su juicio, se ha sobrevalorado la posibilidad
de existencia de controversias a raíz de las transferencias de competencias,
en circunstancias que, como expresaran los Honorables Senadores señores
Lagos y Novoa, en realidad no debieran verificarse conflictos.

Hizo hincapié, asimismo, en que el objeto principal
del  proyecto de ley en estudio son las transferencias de competencias al
nivel  regional.  De  lo  que  se  trata,  graficó,  es  de  si  en  la  Región  de
Magallanes el Gore puede tener o no la atribución de mantener los caminos
rurales,  es  decir,  de  asuntos  en  los  que  no  debiera  haber  grandes
cuestionamientos de carácter institucional o ético.

Resaltó, por otra parte, que la aprobación de este
proyecto de ley no es incompatible con la reforma planteada al artículo 114
de  la  Constitución,  pues  lo  que  esta  última  pretende  es  agregar  un
mecanismo particular de resolución de controversias que hoy no existe -el
pronunciamiento del Senado-. Este nuevo mecanismo se sumaría a lo que el
proyecto de ley contempla, a saber, el deber del Presidente de expresar vía
decreto fundado su negativa a un convenio. 

El  Honorable Senador señor Novoa  indicó que,
al tenor del articulado de la iniciativa en estudio, son tres las modalidades
para  la  transferencia  de  competencias  a  los  Gores:  convenio  y  decreto
supremo  que  no  precisa  de  recursos  adicionales,  convenio  que  requiere
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financiamiento en la ley de presupuestos y convenio que exige ley para la
creación de un servicio público regional. 

En  la  segunda  modalidad,  profundizó,  podría
darse  que  el  Congreso  Nacional,  ejerciendo  sus  atribuciones,  decida  no
otorgar financiamiento para un específico convenio. En tal caso, preguntó,
¿se pretende acaso que el Gore recurra ante el Senado para que le dé la
razón  y  deje  sin  efecto  lo  resuelto  cuando  se  despachó  la  ley  de
presupuestos?  Dicho de otro modo, ¿se quiere establecer una facultad para
que el Senado prime por sobre el  Presidente de la República y el  propio
Congreso Nacional? Formuló, en razón de lo expuesto, un llamado a analizar
cuidadosamente una enmienda constitucional como la que se ha planteado. 

En relación con la primera de las modalidades de
transferencias  de  competencias,  el  señor  Subsecretario  de  Desarrollo
Regional  y  Administrativo  acotó  que  es  de  naturaleza  solamente
normativa, pues se financia con cargo a los presupuestos de los Gores que,
normalmente,  cuentan  con  fondos  disponibles  por  la  subejecución
presupuestaria.

El  Honorable  Senador  señor  Zaldívar  señaló
que dicha subejecución se explica, al menos en parte, en lo dificultoso que
resulta para los Gores comenzar con la ejecución e inversión cada año. El
problema estriba en que los presupuestos aprobados en los Gores vuelven a
continuación  a  la  Dirección  de  Presupuestos  para  ser  visados,  lo  que
ralentiza el proceso y redunda en que los recursos se encuentren disponibles
más tarde de lo deseado. Ante esta realidad, sostuvo que lo más razonable
sería la creación de cargos de Directores Regionales de Presupuestos que,
en relación de dependencia con el Director Nacional, visaran los proyectos
locales con mayor agilidad.  

El  Honorable Senador señor Escalona  puso de
manifiesto que en el inicio de un proceso de convenio de transferencia de
competencias,  en  las  distintas  materias  sobre  las  que  pueda  versar,
corresponde a la Dirección de Presupuestos formalizar la pertinente provisión
de recursos, y sólo posteriormente tiene lugar la resolución del Gore. Siendo
esto  así,  el  tercer  trámite  en  que  el  convenio  acordado  regresa  a  dicha
Dirección  para  que sea visado,  parece del  todo innecesario,  porque sólo
retrasa la ejecución.
  

El  señor Subsecretario de Desarrollo Regional
y Administrativo coincidió con lo expresado por el Honorable Senador señor
Escalona, añadiendo que lo que debiera existir es un estricto control ex post,
ya  sea  de  la  Subsecretaría  de  Desarrollo  Regional  y  Administrativo
(SUBDERE), del Ministerio de Hacienda o de la Contraloría General de la
República (CGR). 

El  Honorable Senador señor Escalona  observó
que,  además,  se  suman los  innumerables  casos en  los  que  el  Gobierno
Central  ejecuta  proyectos  en  regiones  que,  por  ser  decididos  sin  haber
sopesado convenientemente en cuenta la realidad local, no tienen, a la larga,
el impacto deseado. 
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De acuerdo con lo expresado, concluyó, debiera
explorarse la posibilidad de dejar sin efecto ese último trámite de visación por
parte de la Dirección de Presupuestos.

El Honorable Senador señor Lagos hizo ver que,
como fuere, de acuerdo con lo que acontece en algunas regiones del país
ese último trámite en que la Dirección de Presupuestos efectúa una visación
final, cumple a veces la función de inhibir la formulación de proyectos con
ideas descabelladas. Esto, desde luego, en un contexto en el que los Cores
se pronuncian por cada proyecto de manera aislada, y no conforme a un
marco  presupuestario  que  otorgue  una  visión  integral  de  la  realidad
financiera.

El Honorable Senador señor Zaldívar insistió en
que, justamente para hacerse cargo de situaciones como la descrita por el
Honorable  Senador  señor  Lagos,  contar  con  Directores  Regionales  de
Presupuestos sería de gran ayuda.
  
 El  señor Subsecretario de Desarrollo Regional
y Administrativo  señaló que sin perjuicio del análisis caso a caso de los
proyectos de inversión que se presenten en consonancia con las respectivas
glosas presupuestarias, pareciera ser que dicho trámite postrero en realidad
no se requiere. Esto, en la medida que el control ex post sea suficientemente
exigente.

El  Honorable  Senador  señor  Escalona  dio  a
conocer, por otra parte, su preocupación acerca de que las regiones del país
queden bicéfalas, por la existencia del Intendente Regional, de un lado, y del
Presidente del Gobierno Regional, del otro. De ahí que parezca prudente que
el  mandato  de  este  último,  al  menos  en  una  etapa  inicial,  tuviera  una
duración inferior  que permita  apreciar  su  funcionamiento,  en el  entendido
además que la tendencia es que, en el futuro, el mismo Intendente pueda ser
elegido mediante votación popular. 

El riesgo que se correría, puntualizó, sería el que,
desde un punto de vista político y en la práctica, el Intendente pudiera quedar
supeditado al Presidente del Gore.

El Honorable Senador señor Zaldívar expresó, a
su  turno,  sus  dudas  respecto  de  que  la  asistencia  del  Intendente  a  las
sesiones del Consejo Regional sea voluntaria.  Más lógico sería que fuera
obligatoria.  

El  señor Subsecretario de Desarrollo Regional
y  Administrativo hizo  presente  que  incluso  en  la  actualidad,  siendo  el
Intendente el Presidente del Consejo, varios de ellos no asisten a algunas
sesiones o  en ocasiones sólo  lo  hacen por  un momento.  Esto  encuentra
explicación, muchas veces, en el hecho de que los asuntos que se discuten
son de carácter técnico y exigen, más bien, la presencia de los respectivos
Jefes de División.
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Resaltó,  asimismo,  que  con  las  modificaciones
que el proyecto de ley está introduciendo el peso de la actividad del Consejo
Regional recaerá fundamentalmente en su Presidente, quien, por ejemplo,
tendrá las atribuciones para determinar la tabla de las sesiones. 

El Honorable Senador señor Escalona se refirió
al alcance de la obligatoriedad de los convenios. Se establece en el proyecto
que, si son plurianuales, las partes deberán contemplar la estimación de los
recursos pertinentes, y que no serán exigibles si el Congreso no los aprueba
en la ley de presupuestos. Más apropiado sería, a su juicio, que las partes
debieran sujetarse al  marco presupuestario entregado por la política fiscal
que  cada  Gobierno,  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  la  ley  N°  20.128,  está
obligado a declarar al inicio de su mandato.

El  señor Subsecretario de Desarrollo Regional
y Administrativo explicó que luego de la  suscripción de un convenio de
transferencia  de  competencias,  la  Dirección  de  Presupuestos  emite  un
certificado  de disponibilidad presupuestaria.  Posteriormente  el  Ministro  de
Hacienda firma un decreto que contiene los recursos que, más tarde, deben
ser  aprobados  para  el  primer  año  en  la  ley  de  presupuestos  del  sector
público. De ese modo se resguarda la sujeción al marco presupuestario.

El  Honorable  Senador  señor  Escalona apuntó
que muchas veces las estimaciones presupuestarias son tan abultadas, que
no  pasan  el  cedazo  de  la  ley  de  presupuestos,  lo  que  lleva  a  que  los
convenios se transformen en letra muerta.

El Honorable Senador señor Zaldívar acotó que
si se está hablando de convenios plurianuales, lo más lógico sería que las
certificaciones de disponibilidad presupuestaria también lo fueran.

El  Honorable  Senador  señor  Novoa  manifestó
que  no  se  debe  perder  de  vista  que  es  un  Ministerio  el  que,  en
representación del Ejecutivo, concurre a la celebración de un convenio. Por
consiguiente, tanto la política fiscal como la regla de balance estructural que
el mismo Gobierno ha establecido, ya han sido consideradas al llevar a cabo
las conversaciones previas al acuerdo.

Debe tenerse en cuenta, además, que si se busca
asegurar la disponibilidad de los recursos plurianuales, en rigor se les puede
estar dando el carácter de gastos permanentes aprobados por ley. 

 Cabe preguntarse, culminó, cuál es la capacidad
con que cuentan los Gores para comprometer recursos con motivo de los
convenios y para ejercer control sobre los mismos.  

El  Honorable Senador  señor Zaldívar  puso en
conocimiento  de  la  Comisión  la  inquietud  de  los  representantes  de  los
consejeros  regionales  respecto  de  los  montos  de  sus  remuneraciones.
Consultó a los representantes del Ejecutivo si se ha pensado en innovar en
la materia.
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El  señor Subsecretario de Desarrollo Regional
y Administrativo indicó que el Ejecutivo no tiene considerado modificar el
régimen actual de remuneraciones. Hizo ver, del mismo modo, su extrañeza
por la inquietud a que se ha hecho referencia, por cuanto durante los dos
años y medio de tramitación del proyecto de ley, nada se ha dicho sobre el
particular. 

En la siguiente sesión celebrada por la Comisión,
se  escuchó  la  presentación  de  los  representantes  de  la  Asociación
Nacional de Consejeros Regionales (ANCORE), cuyo  Presidente, señor
Juan  Antonio  Vejar dio  a  conocer  la  permanente  disposición  de  su
organización para instar al perfeccionamiento de la institucionalidad de los
gobiernos regionales, teniendo siempre como norte el fortalecimiento de la
descentralización del país.

En ese espíritu, sostuvo, se hace necesario hacer
presentes ciertos aspectos de la iniciativa propuesta por  el  Ejecutivo que
deben ser  revisados.  Uno de ellos,  y  el  más atingente  a  los  asuntos  de
competencia de la Comisión de Hacienda, es el que dice relación con  los
marcos presupuestarios. Estimó necesario,  al  efecto,  citar  textualmente la
nueva letra e) que el proyecto de ley busca introducir en el artículo 24 de la
ley  N°  19.175,  relativo  a  la  atribuciones  del  Intendente:  “e)  Proponer  al
consejo  regional  la  distribución  de  los  recursos  del  Fondo  Nacional  de
Desarrollo  Regional  que  correspondan  a  la  región,  conforme  a  ítemes  o
marcos presupuestarios, así como las inversiones sectoriales de asignación
regional,  y  de  los  recursos  propios  que  el  gobierno  regional  obtenga  en
aplicación de lo dispuesto por el artículo 19 N° 20 de la Constitución Política
de la República. Esta propuesta del intendente al consejo regional deberá
basarse en variables e indicadores objetivos de distribución intrarregional.
Cada ítem o marco presupuestario deberá contar con la respectiva glosa.”.

Tal redacción, afirmó, constituye un retroceso para
la descentralización. La letra e) vigente del artículo 24, argumentó, da cuenta
de  un  deseable  equilibrio  en  las  facultades  decisorias  sobre  inversión
pública, toda vez que cabe al Intendente proponer los proyectos que cuentan
con recomendación técnica del Sistema Nacional de Inversiones, para que
sea el Core quien decida su aprobación, sustitución o rechazo. Si aprueba,
corresponde al Intendente disponer su cumplimiento a través del pertinente
servicio administrativo,  y al  Core fiscalizar que ese cumplimiento se haga
efectivo. 

El  diseño  actual,  añadió,  implica  adoptar
decisiones  en  base  a  proyectos  definidos,  por  montos  específicos  y  con
destinatarios definidos. Con arreglo a la innovación que el proyecto de ley
propugna,  en  cambio,  todo  el  sistema  deberá  sujetarse  a  un  marco
presupuestario  propuesto  por  el  Intendente  sobre  el  cual  los  consejeros
regionales se deberán pronunciar, pero sin conocer cuáles son los proyectos
específicos que con esos recursos se van a ejecutar. De esta forma, hizo
hincapié,  se  cae  en  el  contrasentido  de  que  los  representantes  de  las
regiones, los consejeros, que desde el más reciente proceso eleccionario a
nivel nacional son elegidos directamente por la ciudadanía, tendrán ahora
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menos facultades que cuando eran  elegidos indirectamente.  La  asimetría
entre  el  Intendente  y  los  consejeros  regionales,  subrayó,  se  hace  muy
evidente.

Si, con todo, se impusiera igualmente la visión de
sujetar la inversión de los recursos a los referidos marcos presupuestarios, la
propuesta de ANCORE sería que se agregara una preceptiva del siguiente
tenor:

“Los  órganos  y  servicios  de  la  administración
pública  nacional  y  desconcentrados  de nivel  nacional  deberán solicitar  al
gobierno regional respectivo la aprobación de los marcos presupuestarios de
inversión que consideren en sus planes, programas y proyectos que vayan a
ejecutar  en  la  región.  Los  municipios  deberán  enviar  a  los  gobiernos
regionales para su conocimiento sus planes de desarrollo, sus políticas de
prestaciones  de  servicios,  sus  políticas  y  proyectos  de  inversión,  su
presupuesto y los de sus servicios traspasados.”.

Tal redacción, explicó, sería compatible con lo que
a su turno dispone el artículo 5° de la ley de presupuestos, a saber: “Los
órganos y servicios públicos deberán informar mensualmente al  Gobierno
Regional correspondiente, los estudios básicos, proyectos y programas de
inversión que realizarán en la región y que hayan identificado conforme a lo
dispuesto  en  el  artículo  19  bis  del  decreto  ley  N°  1.263,  de  1975.  Tal
información comprenderá el  nombre del  estudio,  proyecto o programa, su
monto  y  demás  características,  y  se  remitirá  dentro  de  los  quince  días
siguientes  al  término  del  mes  de  total  tramitación  de  los  respectivos
decretos.”.

Hizo  referencia,  seguidamente,  a  que  durante
años se han presentado dos grandes alternativas respecto de cómo proceder
para que el proceso de descentralización política, administrativa y fiscal se
haga realidad. Por la vía, por una parte, de que las funciones y atribuciones
del  Intendente  en  cuanto  jefe  máximo  de  la  administración  regional,  se
trasladen y queden radicadas en el  Consejo Regional.  Para que esto sea
posible, la propuesta de ANCORE es que Presidente del Consejo Regional,
ahora elegido por sus pares, asuma la función ejecutiva de la administración
regional.

La otra opción, en tanto, ha sido la de propender a
un  sistema  similar  al  que  funciona  en  el  gobierno  central,  donde  es  el
Congreso Nacional el que determina el marco presupuestario al Ejecutivo. Si
se  desea  trasladar  este  esquema  a  las  regiones,  hizo  ver,  lo  que
indiscutiblemente se requiere es que el Intendente sea elegido por sufragio
universal,  porque  la  administración  regional  debe  estar  legitimada  por  la
ciudadanía regional.

Las inquietudes manifestadas, culminó, se suman
a varias otras que oportunamente han sido puestas en conocimiento de los
representantes de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo.
No todas ellas, se lamentó, fueron acogidas.
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El  Honorable  Senador  señor  Kuschel  señaló
que de acuerdo con lo expuesto por los representantes de ANCORE, en la
actualidad los proyectos de inversión son propuestos desde el nivel central,
con  su  respectivo  detalle  y  financiamiento,  para  que  los  consejeros
regionales  decidan.  Con  la  proposición  del  Ejecutivo,  en  cambio,  sería
solamente el marco presupuestario general el que vendría determinado, para
que sean los consejeros los que determinen qué proyectos se llevan a cabo
dentro de esos márgenes.

En  su  entender,  razonó,  pareciera  que  es  este
último esquema el que más posibilidades de acción y decisión entrega a los
consejeros regionales y el que, en definitiva, más efectivamente contribuye a
la descentralización, porque no los sujeta a priori al detalle de los proyectos
que se haya fijado desde el nivel central. 

El  Presidente  de  ANCORE,  señor  Véjar,
manifestó que el objetivo de su organización es que se mantenga el modelo
actual, que permite a los consejeros materializar el conocimiento que tienen
de la realidad regional. Con lo que el proyecto de ley plantea, por el contrario,
lo que ocurrirá es que se limitará a aquellos a simplemente pronunciarse
sobre marcos presupuestarios.

Agregó  que  el  riesgo,  precisamente,  estriba  en
que se observa que el Intendente tiene la iniciativa exclusiva en materia de
inversión  recursos  públicos,  lo  que  claramente  conduce  a  neutralizar  la
opinión del Core. 

A  continuación,  la  Secretaria  Ejecutiva  del
Programa Legislativo de la Corporación de Estudios para Latinoamérica
(CIEPLAN),  señorita  Macarena  Lobos,  asesora  de  los  Senadores  de
oposición que integran la Comisión, dio a conocer sus observaciones en
relación  con  las  atribuciones  del  Consejo  Regional  en  materia  de
presupuestos de inversión. No existe completa certeza, advirtió, acerca del
rol que a las distintas autoridades corresponderá desempeñar al respecto, en
atención al contenido de las siguientes disposiciones, que pasó a reseñar:

- La letra c) del  artículo 16 vigente de la ley N°
19.175, faculta al Gore para decidir la destinación a proyectos específicos de
los recursos de los programas de inversión sectorial de asignación regional,
que contemple anualmente la ley de presupuestos. 

- El número 10) del artículo 1° del proyecto de ley
agrega, en el artículo 22 de la precitada ley, un inciso segundo que prescribe
que  salvo  disposición  en  contrario,  cuando  la  ley  requiera  la  opinión  o
acuerdo del Gore, el Intendente deberá someterlo a acuerdo previo del Core.

-  El  número  12)  del  mismo  artículo  1°  de  la
iniciativa en estudio reemplaza la letra e) del artículo 24, que contiene las
atribuciones del Intendente en cuanto órgano ejecutivo del Gore, por otra que
lo faculta para proponer al Core la distribución de los recursos del FNDR que
correspondan a la región, conforme a ítemes o marcos presupuestarios, y de
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las inversiones sectoriales de asignación regional y de los recursos propios
que obtenga por concepto de tributos de clara identificación regional. Dicha
propuesta deberá basarse en variables e indicadores objetivos.

- El número 41) del artículo 1°, en fin, contempla
en el artículo 78 que corresponderá al Intendente resolver la inversión de los
recursos que se asignen a la región, la que deberá ajustarse a los criterios de
priorización que se incorporarán en el presupuesto regional.

Por una parte, expuso, se dice que los proyectos
de inversión deben ser decididos, uno a uno, por el Intendente en acuerdo
con el Core; por otra, que en realidad el Intendente presentará una propuesta
al Core ya no para resolver proyecto a proyecto, sino conforme a marcos
presupuestarios;  y  por  último,  que  será  solamente  el  Intendente  quien
resolverá la inversión de los recursos que se asignen a la región.

Como  se  ve,  concluyó,  no  existe  un  criterio
inequívoco sobre la manera en que se determinarán las inversiones.

El  señor Subsecretario de Desarrollo Regional
y  Administrativo  aclaró  que  el  criterio  rector  del  proyecto  de  ley  es  el
siguiente: los consejeros regionales dejan de aprobar los proyectos uno a
uno, para sujetarse a partir de ahora a presupuestos propuestos por el Gore
conforme a ítemes, marcos y glosas presupuestarias.  

Si  para  dar  cumplimiento  a  este  objetivo  es
necesario  realizar  algunas  enmiendas  al  contenido  de  la  iniciativa  legal,
indicó, el Ejecutivo se encuentra llano a proceder en consecuencia.

El  Honorable  Senador  señor  Escalona  señaló
que  la  nueva  estructura  propuesta  por  el  Ejecutivo  para  resolver  las
inversiones regionales es muy trascendente. Sabido es, sostuvo, que se han
dado algunos casos en los que la aprobación uno a uno de los proyectos
para determinar cuáles serán los que se desarrollarán,  ha sido fuente de
corrupción.  Fundamentalmente  en  aquellas  regiones  del  país  donde  la
inversión  pública  es  significativa,  profundizó,  sería  extraño  que  un
empresario denunciara esas malas prácticas, por que hacerlo le significaría
quedar, en los hechos, excluido de futuras licitaciones.   

Con  todo,  añadió,  para  que  el  criterio  que  el
Ejecutivo está proponiendo pueda ser del todo efectivo, se requiere que la
elección popular de los Intendentes llegue a ser una realidad. Sólo así podrá
hacerse  frente  a  la  crítica  de  que  por  ser  hoy  por  hoy  dicha  autoridad
designada por el Presidente de la República, sus decisiones no son más que
una prolongación de la voluntad del Gobierno Central.  

El  Honorable Senador señor Kuschel manifestó
que  en  la  Región  de  los  Lagos  ordinariamente  se  escuchan  quejas  de
algunas de las provincias porque la inversión se concentra en las otras o en
específicas comunas, cuestión que es posibilitada por la decisión proyecto a
proyecto de los Cores. De ahí que sea valorable, celebró, la propuesta del
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proyecto de ley en estudio para que sean indicadores y parámetros objetivos
los que contribuyan a determinar las inversiones regionales.

El  Honorable  Senador  señor  Bianchi  coincidió
con la importancia de que los Cores no deban pronunciarse sobre cada uno
de los proyectos que se presenten,  sino de acuerdo a un marco general
establecido.  Apuntó,  asimismo,  otros  aspectos  que  a  su  juicio  debieran
perfeccionarse en la  iniciativa  en estudio,  a  saber:  reducir  el  plazo de la
presidencia del Gore; que el quórum para acceder a dicho cargo sea superior
al que se propone, de manera que los consejeros propendan al consenso; y
que ese Presidente tenga la posibilidad de concurrir  junto al  Intendente a
defender  su  presupuesto  en la  discusión  de  la  ley  de  presupuestos,  con
opinión vinculante. 

Observó, por otra parte, que es probable que ante
la opinión pública se quiera hacer ver que el proyecto de ley está restando
atribuciones  de  los  consejeros  regionales.  Eso,  resaltó,  no  es  así.
Simplemente se está ajustando su rol a lo que, haciendo un símil, realiza el
Congreso Nacional cuando se somete a marcos de presupuestos.

El  Honorable  Senador  señor  Sabag  puso  de
manifiesto  que  la  próxima asunción  de  los  consejeros  regionales  en  sus
cargos, el 11 de marzo del año venidero, exige que el proyecto de ley sea
despachado a la brevedad posible.

En cuanto al mérito del mismo, estuvo de acuerdo
con las diversas intervenciones que han advertido sobre los riesgos de la
votación proyecto a proyecto de las iniciativas de inversión regional. Muchas
veces,  agregó,  tal  modalidad  constituye  un  incentivo  para  que  opere  un
cuoteo en su aprobación.  

El  señor Subsecretario de Desarrollo Regional
y Administrativo hizo hincapié en que si bien se está modificando la forma
en que se deben aprobar los recursos para la inversión regional, en caso
alguno se están entregando facultades sin contrapeso al Intendente para el
cumplimiento de ese fin.

La  discusión  presupuestaria  de  las  regiones,  se
explayó, está conformada por dos etapas. 

La  primera  es  la  del  Anteproyecto  Regional  de
Inversión (ARI), donde participan el Intendente y, de manera muy activa, los
consejeros  regionales.  Es  esta  justamente  la  instancia,  que  va  a  seguir
existiendo, donde estos últimos pueden hacer valer sus prioridades. 

La  segunda  etapa,  en  tanto,  es  objeto  de  una
innovación en esta oportunidad, pues se está proponiendo en el proyecto de
ley  que  el  Presidente  del  Core  acompañe  al  Intendente  a  defender  el
presupuesto  en  el  Ministerio  de  Hacienda  en  las  reuniones  previas  a  la
presentación del proyecto de ley de presupuestos del sector público. Pero las
posibilidades de incidencia, hizo ver, no se agotan ahí, pues posteriormente,
una vez aprobado este último, cuando el Intendente da cuenta del marco,
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ítems y glosas presupuestarias al  interior del Gore, tiene lugar una última
oportunidad de negociación.

El  Honorable  Senador  señor  Zaldívar expresó
que existe consenso respecto de que el actual sistema de decisión de las
inversiones  regionales  es  ineficiente,  porque  posibilita  la  defensa  de
intereses individuales o la concentración de aquellas en ciertos lugares en
desmedro de otros, y abre espacios indeseados para la corrupción. Por eso
es  que  el  que  se  viene  proponiendo  en  el  proyecto  de  ley  es  un  mejor
sistema, que se ve, empero, cuestionado por el hecho de que los Intendentes
no son elegidos por la ciudadanía, sino designados por el Presidente de la
República.  

Reiteró, por otro lado, que no debe perderse de
vista el antes referido proyecto de reforma constitucional que reemplaza el
artículo  114  de  la  Carta  Fundamental,  que  si  bien  debe  tramitarse  por
separado,  se  encuentra  vinculado a  la  iniciativa  que en esta  oportunidad
discute la Comisión de Hacienda. 

El Honorable Senador señor Lagos indicó que la
exposición de los cambios que se están introduciendo debe ser clara, pues
una visión parcial podría reparar solamente en que la definición que en la
actualidad hacen los consejeros regionales de cada proyecto, pasará ahora a
manos del Intendente regional.   

El  Honorable  Senador  señor  Bianchi  expresó
que quedarse solamente con que los consejeros ya no definirán por cada
proyecto de inversión, significaría obviar una serie de otras facultades que el
proyecto  de  ley  les  está  otorgando.  La  más  relevante,  la  celebración  de
convenios  de  transferencia  de  competencias,  asociadas  desde  luego  a
recursos. 

El  Honorable  Senador  señor  Lagos  manifestó
que  la  importancia  de  la  transferencia  de  competencias  se  puede  ver
relativizada si, finalmente, es una sola, y además nombrada por el Gobierno
Central, la autoridad que resuelve sobre los proyectos.

El  señor Subsecretario de Desarrollo Regional
y  Administrativo  insistió  en  que  es  en  la  definición  del  Anteproyecto
Regional de Inversión, que se compone de múltiples discusiones, donde los
consejeros regionales seguirán teniendo la posibilidad de hacer escuchar sus
planteamientos sobre las inversiones que se deban privilegiar. 

El Honorable Senador señor Sabag enfatizó que
el sistema que se está estableciendo es similar al que está obligado a seguir
el  Congreso Nacional,  que conoce y aprueba los marcos presupuestarios
que luego se aplicarán en vivienda, agricultura, obras públicas, etc. 

Tal es, ahondó, la sana manera en que deben ser
manejados  los  presupuestos  fiscales,  pues  así  se  evita,  por  un  lado,  un
paralelismo entre las decisiones que adopte el Gobierno Central y el Gore, y,
por otro, que se desarrollen una multiplicidad de inversiones pequeñas que
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impidan la ejecución de obras relevantes que cumplan el objetivo de servir al
desarrollo de la respectiva región.

- - -

DISCUSIÓN PARTICULAR

De conformidad con su competencia, la Comisión
de  Hacienda  se  pronunció  acerca  de  las  siguientes  disposiciones  del
proyecto de ley aprobado en general por la Sala del Senado: del artículo 1°:
el número 2), las letras a) y b) del número 4), las letras a) y e) del número 5),
el número 6), la letra e) del número 7), las letras a) y f) del número 8), el
número 9), las letras c) y d) del número 12), las letras b) y f) del número 19),
la letra b) del artículo 36 bis del número 20), el número 22), el número 25), el
número 26), el número 29), el número 32), el número 36), el artículo 68 ter
del  número 37), la letra b) del  número 38),  el  número 39),  la letra a) del
número 40), el número 41), las letras a) y c) del número 43), y el número 44);
el  artículo 3°;  el  artículo 4°;  el  artículo 5°;  y el  artículo 7°;  y los artículos
segundo, tercero, cuarto y quinto transitorios.   

Artículo 1°

Este artículo introduce, a través de 45 numerales,
una serie  de  modificaciones a  la  Ley N°  19.175,  Orgánica  Constitucional
sobre Gobierno y Administración Regional, cuyo texto refundido, coordinado,
sistematizado y actualizado fue fijado por el Decreto con Fuerza de Ley N° 1-
19.175, de 2005, del Ministerio del Interior:

Número 2)

Reemplaza el inciso segundo del artículo 13, por
el siguiente:

“Los  gobiernos  regionales  gozarán  de
personalidad jurídica de derecho público, tendrán patrimonio propio y podrán
desarrollar,  directamente  o  con  la  colaboración  de  otros  órganos  de  la
administración del Estado, las competencias, funciones y atribuciones que
esta ley les confiere. Dispondrán de autonomía para la administración de sus
finanzas, en concordancia con lo dispuesto en el decreto ley N° 1.263, de
1975,  orgánico  de Administración Financiera  del  Estado.  Cualquier  nueva
función o atribución que se le asigne o transfiera a los gobiernos regionales
deberá identificar la fuente de financiamiento respectivo.”.

El  asesor  de  la  Subsecretaría  de  Desarrollo
Regional y Administrativo, señor Álvaro Villanueva, propuso precisar esta
redacción, de manera que quede claro que la autonomía de los Gores se va
a regir por lo dispuesto en el decreto ley N° 1.263, de 1975, orgánico de
Administración Financiera del Estado. 
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El  inciso  propuesto  fue  aprobado,  con  las
enmiendas  de  redacción  de  que  se  da  cuenta  en  el  capítulo  de
modificaciones  del  presente  informe,  por  la  unanimidad  de  los
miembros  de  la  Comisión,  Honorables  Senadores  señores  Escalona,
Kuschel,  Lagos,  Novoa  y  Zaldívar.  Así  se  acordó  en  virtud  de  lo
dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado.

Número 4)

Modifica, a través de 5 literales, el artículo 16, que
establece las funciones generales del Gobierno Regional. Las letras a) y b)
son de competencia de la Comisión de Hacienda. 

Letra a)

Reemplaza la letra a) por la siguiente:

“a)  Diseñar,  elaborar,  aprobar  e  implementar  las
políticas,  planes  y  programas  de  desarrollo  de  la  región,  así  como  su
proyecto de presupuesto,  los que deberá ajustar a la política nacional  de
desarrollo y al presupuesto de la Nación;”.

Letra b)

Intercala las siguientes letras b), c), d) y e) nuevas,
pasando  las  actuales  letras  b)  y  siguientes,  a  ser  letras  f)  y  siguientes,
respectivamente:

“b) Efectuar los estudios, análisis y proposiciones
relativos al desarrollo regional;

c) Orientar el desarrollo territorial de la región en
coordinación con los servicios públicos;

d) Elaborar y aprobar su proyecto de presupuesto,
el que deberá ajustarse al presupuesto de la Nación;

e) Administrar fondos y programas de aplicación
regional;”.

El  señor Subsecretario de Desarrollo Regional
y Administrativo  expresó que todas estas facultades corresponden, en la
actualidad, al Ministerio de Desarrollo Social. Ahora serán del Gore.

Las  letras  a)  y  b)  del  número  4)  fueron
aprobadas  por  la  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la
Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel y Zaldívar.

En relación con la letra c) del artículo 16 de la ley
N° 19.175 (que en virtud de la precedente aprobación pasa a ser letra g), y
que contiene la facultad de decidir la destinación a proyectos específicos de
los recursos de programas de inversión sectorial de asignación regional), el
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señor  Subsecretario de Desarrollo  Regional  y  Administrativo expresó
que las dudas que pueda haber sobre su alcance, debieran quedar resueltas
al momento de la explicación del número 41) del artículo 1° del proyecto de
ley. Dicho número, como se detalla más adelante en el  presente informe,
reemplaza el artículo 78 de la antes citada ley.

Número 5)

Modifica, a través de 6 literales, el artículo 17, que
contempla las funciones del Gobierno Regional en materia de ordenamiento
territorial. Las letras a) y e) son de competencia de la Comisión.

Letra a)

Incorpora la siguiente letra a), nueva, pasando las
actuales letras a) y siguientes, a ser letras b) y siguientes, respectivamente:

“a)  Elaborar  y  aprobar,  en  concordancia  con  la
estrategia regional de desarrollo y previa consulta a las municipalidades de la
región,  el  plan  regional  de ordenamiento territorial,  instrumento orientador
que  deberá  consignar  las  características,  potencialidades,  vocaciones  y
recomendaciones para la planificación y las decisiones que impacten en los
territorios  urbanos  y  rurales,  borde  costero  y  sistema  de  cuencas
hidrográficas. Mediante decreto supremo, expedido a través del Ministerio del
Interior y Seguridad Pública y suscrito por los Ministros de Defensa Nacional,
Obras  Públicas,  Agricultura  y  Vivienda  y  Urbanismo,  se  regulará  lo
concerniente a los procedimientos para la elaboración y contenidos mínimos
que deberá contemplar el plan;”.

Letra e)

Agrega la siguiente letra h), nueva:

“h) Financiar estudios y proponer las condiciones
de localización para la disposición de los distintos tipos de residuos y los
sistemas  de  tratamientos  más  adecuados  para  cada  uno  de  ellos,  en
coordinación  con  las  Secretarías  Regionales  Ministeriales  de  Vivienda  y
Urbanismo y Medio Ambiente respectivas y las municipalidades de la región,
de conformidad a las normas que rigen la materia; e”.

En relación con la letra a), el señor Subsecretario
de Desarrollo Regional y Administrativo señaló que si bien el plan regional
de  ordenamiento  territorial está  regulado  en  la  ley  de  medioambiente,  la
forma en que se tramita su aprobación no ha sido recogida, hasta ahora, en
un cuerpo legal.

En lo que importa a la letra e), en tanto, indicó que
siendo el de los residuos sólidos un asunto de competencia municipal, se
pretende conferir mayores atribuciones a los Gores para que puedan influir
en su localización.
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El Honorable Senador señor Kuschel opinó que
entre  las  Secretarías  Regionales  Ministeriales  con  las  que  el  Gore  debe
coordinarse en materia de residuos, conforme al contenido de la letra e),
debiera  considerarse  también  a  la  de  Agricultura.  Muchas  veces,
fundamentó, son temáticas agrícolas las que requieren ser abordadas. 

El  Honorable  Senador  señor  Zaldívar  hizo
presente  que  entre  los  planteamientos  formulados  por  ANCORE,  se
encuentra uno para incluir en el artículo 17 un nuevo literal que autorice al
Gore a construir, reponer, conservar y administrar en las áreas urbanas las
obras  de  pavimentación  de  aceras  y  calzadas,  con  cargo  a  los  fondos
asignados  por  la  ley  de  presupuestos.  Para  ello,  y  para  contar  con  el
respaldo técnico necesario, debiera el  Gore poder celebrar convenios con
municipalidades y otros organismos del Estado.

No parece necesario, sostuvo, que una atribución
de  este  tipo  se  encuentre  en  manos  del  Gore,  pues  no  es  su  rol  la
construcción de áreas urbanas.  Sin perjuicio  de ello,  invitó  al  Ejecutivo a
analizar las diversas sugerencias realizadas por  la  citada asociación para
hacer propias aquellas que sean conducentes a los objetivos del proyecto de
ley.

El señor Subsecretario de Desarrollo Regional
y  Administrativo  afirmó  que  el  Ejecutivo  ha  sostenido  diversas
conversaciones con ANCORE, y de hecho se han incorporado al proyecto
varias de las observaciones planteadas por esa organización.

Como fuere, precisó, buena parte del contenido de
la nueva letra a que ha hecho referencia el Honorable Senador Zaldívar, ya
se  encuentra  recogido  en  la  letra  j)  del  artículo  16  de  la  ley  N°  19.175
vigente, que justamente la letra f) del número 5) del artículo 1° del proyecto
de ley traslada al artículo 17.

Acerca  de  la  inquietud  exteriorizada  por  el
Honorable  Senador  señor  Kuschel,  expuso  que  la  incorporación  de  las
Secretarías  Regionales  Ministeriales  de  Vivienda  y  Urbanismo  y  de
Medioambiente  se  basa  en  una  necesidad  de  coordinación.  Otras
secretarías,  como  la  de  Agricultura,  participan  de  manera  activa  en  el
momento en que los proyectos tratan de obtener la recomendación ambiental
favorable.
 

Puestas  en  votación  las  letras  a)  y  e)  del
número  5),  fueron  aprobadas  por  la  unanimidad  de  los  miembros
presentes  de  la  Comisión,  Honorables  Senadores  señores  Escalona,
Kuschel y Zaldívar.

Número 6)

Sustituye el artículo 18 por el siguiente:
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“Artículo  18.-  En  materia  de  fomento  de  las
actividades productivas, corresponderá al gobierno regional:

a) Formular políticas regionales de fomento de las
actividades  productivas,  en  particular  el  apoyo  al  emprendimiento,  a  la
innovación,  a  la  capacitación,  al  desarrollo  de  la  ciencia  y  tecnología
aplicada,  al  mejoramiento  de la  gestión  y  a  la  competitividad de la  base
productiva regional, adecuándolas a las políticas nacionales existentes en la
materia;

b)  Integrar  y  aplicar  en  su  gestión  las  políticas
nacionales considerando las prioridades estratégicas regionales;

c)  Establecer  las  prioridades  estratégicas
regionales  en  materia  de  fomento  de  las  actividades  productivas  y  de
mejoramiento  de  la  innovación  para  la  competitividad,  generando  las
condiciones institucionales favorables al desarrollo empresarial, a la inversión
productiva  y  a  la  capacidad  emprendedora,  velando  por  un  desarrollo
sustentable y concertando acciones con el sector privado en las áreas que
corresponda;

d) Fomentar el  turismo en los niveles regional  y
provincial, con arreglo a las políticas nacionales

e)  Promover  y  diseñar,  en  coordinación  con  las
autoridades nacionales y comunales competentes, programas, proyectos y
acciones en materia de fomento de las actividades productivas establecidas
como prioridades regionales, como asimismo financiarlos;

f)  Promover  la  implementación  de  oficinas
comunales  de  fomento  productivo  e  innovación  para  la  competitividad,
coordinando su acción a nivel regional, y

g)  Promover  la  investigación  científica  y
tecnológica, y fomentar el desarrollo de la educación superior y técnica en la
región, en concordancia con la política regional de fomento de las actividades
productivas.”.

Puesto en votación el artículo 18 del número
6), fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la
Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel y Zaldívar.

Número 7)

Modifica, a través de 5 literales, el artículo 19, que
contiene las  atribuciones del  Gobierno Regional  en  materia  de  desarrollo
social y cultural. Sólo la letra e) es de competencia de la Comisión.

Letra e)

Agrega, a continuación de la letra f), las siguientes
letras g), h) e i), nuevas:
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“g) Financiar y difundir actividades y programas de
carácter cultural. En el ejercicio de esta función le corresponderá promover el
fortalecimiento de la identidad regional;

h) Proponer, en coordinación con las autoridades
competentes, programas y proyectos que fomenten la práctica del deporte,
así como su financiamiento, y 

i)  Mantener  información  actualizada  sobre  la
situación  socio  económica  regional,  identificando  las  áreas y  sectores  de
extrema pobreza y proponiendo programas destinados a superarla.”.

Puesta en votación la  letra e)  del  número 7),
fue  aprobada  por  la  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la
Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel y Zaldívar.

Con  todo,  la  Comisión  estuvo  conteste  en
realizar una adecuación meramente formal en la letra h) de esta letra e),
de la que se da cuenta en el capítulo de modificaciones. 

Número 8)

Introduce, a través de 6 literales, modificaciones al
artículo 20, que contempla las atribuciones del Gobierno Regional para el
cumplimiento de sus funciones. Las letras a) y f) son de competencia de la
Comisión.

Letra a)

Intercala,  en  el  literal  c),  a  continuación  de  la
palabra  “ministerios”,  y  precedidas  de  una  coma  (,)  la  expresión  “las
municipalidades u otros gobiernos regionales”. 

Dicha letra c), cabe consignar, autoriza a convenir
programas anuales o plurianuales de inversiones.

Letra f)

Agrega las siguientes letras j) y k), nuevas: 

“j) Diseñar,  elaborar,  aprobar  e  implementar
políticas, planes, programas dentro de su territorio, y 

k) Ejercer  las demás atribuciones necesarias
para el ejercicio de las funciones que la ley le encomiende”.

La letra a) del número 8) fue aprobada por la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores señores Escalona, Kuschel y Zaldívar.
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En relación con la letra f), en tanto, la Comisión
tuvo presente que la ley N° 20.537 ya había introducido una serie de
enmiendas  en  el  artículo  20  de  la  ley  N°  19.175,  entre  ellas,  la
incorporación de una letra j), nueva.

En virtud de esta prevención,  la letra f)  debe
ser aprobada con una enmienda en el sentido de que agrega las letras
k) y l) nuevas, y no j) y k), al señalado artículo 20.

En  consecuencia,  la  misma  unanimidad
anteriormente señalada dio su aprobación a letra f) del número 8), pero
con una enmienda acordada en virtud de lo dispuesto en el artículo 121,
inciso final, del Reglamento del Senado.

Número 9)

Introduce,  a  continuación  del  artículo  21,  el
siguiente Párrafo 2º nuevo:

“Párrafo 2°
De la Transferencia de Competencias

Artículo  21  Bis.-  El  Presidente  de  la  República,
previo  informe  de  los  Ministerios  del  Interior  y  Seguridad  Pública  y  de
Hacienda, podrá transferir  a uno o más gobiernos regionales, en carácter
temporal o definitivo, una o más competencias de los Ministerios y de los
servicios  públicos  a  que  se  refiere  el  artículo  28  de  la  Ley  Nº  18.575,
Orgánica  Constitucional  de  Bases  Generales  de  la  Administración  del
Estado; en materias de ordenamiento territorial, fomento de las actividades
productivas y desarrollo social y cultural.

Para  solicitar  la  transferencia  de  funciones  al
gobierno regional según el procedimiento del artículo 21 Quáter, el consejo
regional siempre resolverá sobre la base de la propuesta del intendente.

Sin  perjuicio  de  lo  señalado  en  el  inciso
precedente, el  consejo, por los dos tercios de sus miembros en ejercicio,
podrá  solicitar  al  ejecutivo  del  gobierno  regional  que  realice  estudios
referidos a funciones y atribuciones que podrán ser solicitadas por éste. El
intendente  deberá  remitir  al  consejo  dichos  estudios  una  vez  que  estos
hayan sido recepcionados y aprobados. 

En  caso  que  una  solicitud  de  transferencia  de
competencias sea rechazada, el Presidente de la República deberá dar una
respuesta a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, dentro del
plazo de ciento ochenta días contado desde que aquélla haya sido recibida.

Artículo 21 Ter.- Serán ámbitos de competencias
en  materias  de  ordenamiento  territorial,  fomento  de  las  actividades
productivas, desarrollo social y cultural del gobierno regional, para efectos de
lo dispuesto en el artículo anterior, las siguientes:
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a) Ordenamiento territorial, planificación urbana y
asentamientos humanos;

b)  Medioambiente;
c)  Obras  de  infraestructura  y  equipamiento

regional;
d) Transporte;
e) Desarrollo rural y de localidades aisladas;
f) Fomento de las actividades productivas;
g) Turismo;
h) Programas sociales y culturales;
i) Educación y salud;
j) Deporte; 
k) Ciencia y tecnología, y
l) Conservación del patrimonio.

Artículo  21  Quáter.-  La  transferencia  de
competencias se realizará, en el marco de los ámbitos descritos en el artículo
precedente, según el siguiente procedimiento:

a)  El  gobierno regional  con su  patrimonio  podrá
desarrollar, total o parcialmente, las competencias indicadas en el artículo 21
ter, previo convenio con el ministerio y servicio público que ejerce la función
administrativa, el cual será aprobado por decreto supremo.

b)  La  transferencia  de  competencias  podrá
implementarse también mediante programas. Para ello el gobierno regional
podrá administrar y ejecutar programas nacionales de claro impacto regional,
previo acuerdo con el ministerio y servicio público respectivo, el cual deberá
ser  aprobado  por  decreto  supremo.  Los  recursos  de  ejecución  y
agenciamiento  deberán  contemplarse  anualmente  en  la  partida
correspondiente a dicho ministerio o servicio en la ley de presupuestos.

c)  La  transferencia  de  competencias  podrá
implementarse,  asimismo,  mediante  la  creación  de  servicios  públicos
regionales,  según  lo  dispuesto  en  el  artículo  30  de  la  Ley  Nº  18.575,
Orgánica  Constitucional  de  Bases  Generales  de  la  Administración  del
Estado.

d) Para efectos de lo dispuesto en los literales a) y
b) precedentes, un decreto supremo podrá aprobar la transferencia de una o
más competencias. Los convenios que tengan por objeto la ejecución de las
competencias transferidas serán aprobados por decreto expedido “por orden
del  Presidente  de  la  República”,  o  por  resolución  del  jefe  de  servicio
correspondiente, según corresponda.

e)  La  transferencia  de  competencias  podrá  ser
revocada fundadamente. Para dichos efectos, el decreto supremo señalado
en los literales a) y b) precedentes,  o la  ley contemplada en el  literal  c),
según  corresponda;  deberán  identificar  la  forma  en  que  se  producirá  la
revocación anticipada de la transferencia de competencias, en los casos en
que  ésta  se  haya  dispuesto  temporalmente,  o  la  simple  revocación,  en
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aquellos  en  que  la  función  o  atribución  se  haya  transferido  en  forma
definitiva, así como lo referido al personal y bienes involucrados.

El acto que disponga la revocación competencial
será siempre fundado, pudiendo considerarse al efecto, entre otros motivos,
la  deficiente  prestación  de  servicios  a  la  comunidad,  ineficiencias  e
ineficacias en la asignación y utilización de recursos públicos y la duplicación
o  interferencia  de  funciones  y  atribuciones  con  otros  órganos  de  la
Administración del Estado.

f) Un gobierno regional podrá solicitar la creación
de  hasta  tres  nuevas  divisiones,  para  el  ejercicio  eficiente  de  las
competencias  transferidas  en  las  letras  a)  y  b)  y  la  coordinación  de  los
servicios creados en el literal c), todos del presente artículo.

Artículo 21 Quinquies.- Verificado lo dispuesto en
el inciso final del artículo 21 bis, el gobierno regional, dentro de los treinta
días  siguientes  de  ser  notificado,  podrá  solicitar  al  Presidente  de  la
República,  a  través  del  Ministerio  del  Interior  y  Seguridad  Pública,  la
reconsideración total o parcial de dicho rechazo.

Dicho  proceso  se  someterá  a  las  siguientes
disposiciones:

 a)  Mediante  decreto  supremo,  dictado  por  el
Ministerio  del  Interior  y  Seguridad Pública bajo  la  fórmula “Por  orden del
Presidente de la República” dentro de los treinta días siguientes a la fecha de
recepción  de  la  reconsideración,  se  dispondrá  la  conformación  de  una
comisión  integrada  por  un  representante  del  Ministerio  del  Interior  y
Seguridad  Pública,  un  representante  del  Ministerio  de  Hacienda,  un
representante del  ministerio  y  del  director  de servicio,  en su  caso,  cuyas
competencias hayan sido solicitadas; el presidente del consejo regional y el
intendente de la respectiva región.

Podrán  integrar,  además,  esta  comisión
funcionarios  de  órganos  de  la  administración  del  Estado  y  expertos  en
materias relacionadas con las competencias solicitadas.

b)  La  Subsecretaria  de  Desarrollo  Regional  y
Administrativo actuará como secretaría ejecutiva, emitiendo los informes que
le sean requeridos.

 
c)  La  comisión  dispondrá  de  noventa  días,

contados desde la notificación al  Gobierno Regional  del  decreto supremo
indicado en el  literal  a),  para evacuar un informe. Éste podrá proponer el
rechazo  de  la  solicitud  o  una  adecuación  de  la  solicitud  original  de
transferencia presentada conforme a lo estatuido en el artículo 21 bis.

 
d)  El  Presidente  de  la  República  resolverá,

siguiendo el mismo procedimiento dispuesto en el artículo anterior, tomando
en consideración el informe dispuesto en el literal precedente. La solicitud de
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transferencia  de  competencias  que  sea  nuevamente  rechazada  en  esta
instancia no podrá ser solicitada durante el mismo periodo presidencial.”.

En relación con el  artículo 21 bis,  el  Honorable
Senador  señor  Escalona  propuso  eliminar,  en  el  inciso  segundo,  la
expresión "siempre”, pues importaría que el Core deba aprobar en todo caso
lo que el Intendente le proponga.

El señor Subsecretario de Desarrollo Regional
y Administrativo indicó que el alcance de la palabra en cuestión es que el
Core deberá invariablemente pronunciarse sobre la propuesta del Intendente,
pero desde luego podrá hacerlo a favor o en contra.

El  Honorable  Senador  señor  Zaldívar  sostuvo
que si el Core debe siempre resolver en base a la propuesta del Intendente,
lo cierto es que estará primando el centralismo por sobre la descentralización
en  la  transferencia  de  competencias.  Se  declaró  en  desacuerdo  con  el
criterio imperante en este inciso segundo.

El  Honorable  Senador  señor  Kuschel,  a  su
turno, reparó en que el plazo de 180 días que se otorga al Presidente de la
República para fundamentar su rechazo a una solicitud de transferencia de
competencias, en el inciso final del mismo artículo 21 bis, parece excesivo.
Normalmente, razonó, tales solicitudes se producen cuando se han suscitado
problemas de gestión en los Gore, por lo que esperar tanto tiempo por una
respuesta puede resultar contraproducente.

El señor Subsecretario de Desarrollo Regional
y Administrativo  recordó que en el inicio del proceso de transferencia de
competencias, se llevan a cabo análisis, estudios y conversaciones previas
entre el Gore (Intendente y Core, subrayó), y el ministerio respectivo. De ahí
que el  hecho de que la propuesta sea iniciativa exclusiva del  Intendente,
simplemente viene a reforzar el rol ejecutivo que a éste cabe desempeñar.

 
Respecto  del  término  de  180  días,  en  tanto,

declaró que es el que ha parecido más razonable al Ejecutivo, habida cuenta
que la respuesta del Presidente de la República, que dependerá de la mayor
o menor complejidad del  asunto de que se trate,  incluye informes de los
ministerios de Hacienda e Interior y Seguridad Pública. Lo anterior, por cierto,
no obsta a que el plazo pueda ser revisado si así se estima.

El  Honorable Senador señor Escalona  expresó
que, de acuerdo con la explicación entregada por el  señor Subsecretario,
debiera entonces agregarse que la decisión del Core sobre la solicitud de
transferencia  de  competencias  será  sobre  la  base  de  la  propuesta
“presentada”  por  el  Intendente,  de  manera  que  quede  claro  que  habrá
espacio para deliberar y opinar.

Ante  una  inquietud  expresada  por  el  Honorable
Senador señor Zaldívar, el señor Subsecretario de Desarrollo Regional y
Administrativo explicó que la varias veces referida reforma constitucional al
artículo 114 de la Carta Fundamental pretende, en lo sustancial, establecer
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un  mecanismo  de  solución  de  la  controversia  que  pueda  existir  entre  el
Gobierno  Central  y  el  Gore  con  motivo  de  una  transferencia  de
competencias. No habría, en consecuencia, conflicto con la atribución que el
artículo 21 bis entrega al Intendente.

El  Honorable  Senador  señor Zaldívar  hizo ver
que siendo efectivo que el  aspecto central  es el  identificado por el  señor
Subsecretario, los autores de la moción de reforma constitucional persiguen
ir  incluso más allá,  regulando variados aspectos  de las transferencias  de
competencias. 

En relación con el artículo 21 bis, la Comisión
acordó realizar una serie de enmiendas, de las que se da cuenta en el
capítulo pertinente del presente informe. Así lo resolvió, en virtud de lo
dispuesto en el artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado, por
la  unanimidad  de  sus  miembros  presentes,  Honorables  Senadores
señores Escalona, Kuschel y Zaldívar. 

El artículo 21 ter, en tanto, fue aprobado por la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos y Zaldívar. Respecto de
él, la Comisión estuvo conteste en realizar una adecuación meramente
formal, de la que también se da cuenta en el capítulo de modificaciones.

Respecto  del  artículo  21  quáter,  el  señor
Subsecretario  de  Desarrollo  Regional  y  Administrativo  indicó  que
contiene  el  mecanismo con  arreglo  al  cual  se  realiza  la  transferencia  de
competencias,  que  contempla  la  posibilidad  de  revocación.  La  letra  f),
destacó,  establece  una  prerrogativa  inédita  para  el  caso  que  para  una
competencia  relevante  que  se  transfiera,  no  exista  en  la  estructura
burocrática del Gore la división apropiada.

El  Honorable  Senador  señor  Zaldívar  previno
que la facultad de revocación, prevista en la letra e) del artículo 21 quáter,
parece  ser  muy  amplia,  pues  sólo  se  exige  que  sea  fundada,  en
circunstancias  que  el  hecho  que  el  Gobierno  Central  retire  al  Gore  una
competencia que ya está ejerciendo, constituye una circunstancia grave.

 
Tal facultad, ahondó, es sin duda necesaria. Sin

embargo, puesta así de laxa en manos de un Gobierno que por ejemplo no
crea  en  la  descentralización  o  sea  de  un  signo  político  distinto  al  del
Intendente, cuando estos pasen a ser elegidos, el riesgo que se corre no es
menor.

El Honorable Senador señor Escalona coincidió
con que, debidamente normado, debe estar consagrada la existencia de un
mecanismo excepcional de revocación. Si un convenio opera sobre materias
de relevancia pública, graficó, y se replican en Chile experiencias como las
recientemente  acaecidas  en  países  vecinos  con  levantamientos  en  las
provincias, recurrir a ella sería lógico.
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En el mismo sentido de la prevención hecha por el
Honorable  Senador  señor  Zaldívar,  el  Honorable  Senador  señor  Lagos
consultó quién determina si el fundamento es bueno o no. 

El  señor Subsecretario de Desarrollo Regional
y Administrativo recordó que debe tenerse presente que la transferencia de
competencias puede tener carácter temporal o definitivo. En el primer caso,
el  decreto  pertinente  deberá  establecer  cómo  se  le  pondrá  fin.  En  el
segundo, una de las salvaguardias que existe es que el decreto supremo que
transfiere  la  competencia  debe  indicar,  además,  cómo  se  produce  la
revocación.

Observó, del mismo modo, que el párrafo segundo
de la letra e) da cuenta de un catálogo de causales graves que justifican que
la  revocación  opere,  a  saber:  deficiente  prestación  de  servicios  a  la
comunidad,  ineficiencias  e  ineficacias  en  la  asignación  y  utilización  de
recursos  públicos  y  duplicación  o  interferencia  de  funciones  con  otros
órganos de la Administración del Estado.

Puesto en votación el artículo 21 quáter,  con
excepción de las letras e) y f), fue aprobado por la unanimidad de los
miembros presentes de la  Comisión,  Honorables  Senadores  señores
Escalona, Lagos y Zaldívar.

Con todo, la Comisión acordó la realización de
adecuaciones meramente formales en el referido artículo (exceptuadas
las  letras  e)  y  f)),  de  las  que  se  da  cuenta  en  el  capítulo  de
modificaciones de este informe.

Respecto  del  artículo  21  quinquies,  en  tanto, el
Honorable Senador señor Escalona reparó en que si se ha establecido un
acabado procedimiento  para el  caso de rechazo de una transferencia  de
competencias, con mayor razón debe hacerse para el evento de revocación,
pues  esta  última,  subrayó,  es  una  circunsrancia  de  mayor  gravedad  que
aquélla.

Posteriormente,  el  asesor  de  la  Subsecretaría
de Desarrollo  Regional  y Administrativo,  señor Álvaro Villanueva,  dio
cuenta del acuerdo logrado entre el  Ejecutivo y los representantes de los
señores  senadores  de  oposición,  para  que  en  lo  que  concierne  a  las
transferencias de competencias previstas en las letras b) y c) del artículo 21
quáter  (programas  cuyos  recursos  deben  contemplarse  en  la  ley  de
presupuestos  y  servicios  públicos  creados  por  ley),  deban  ser  también
revocadas por ley, conservándose los motivos que se pueden invocar con
ese fin.

Para tal efecto, expuso, se propone simplificar el
contenido de la letra e), que pasaría a ser inciso segundo del artículo. Del
mismo modo, se propone que el contenido de la letra f) pase a ser inciso
tercero del mismo artículo 21 quáter.
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En consecuencia, las letras e) y f) del artículo
21 quáter fueron aprobadas, con modificaciones acordadas en virtud de
lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado,
por  la  unanimidad  de  los  miembros  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores señores Escalona, Kuchel, Novoa, Lagos y Zaldívar.

 El  artículo  21  quinquies,  finalmente,  fue
aprobado con enmiendas también acordadas en virtud de lo dispuesto
en  el  artículo  121,  inciso  final,  del  Reglamento  del  Senado,  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores señores Escalona, Lagos y Zaldívar.

Número 12)

Modifica, a través de 7 literales, el artículo 24, que
establece las obligaciones del Intendente en su calidad de órgano ejecutivo
del Gobierno Regional. Las letras c) y d) son de competencia de la Comisión
de Hacienda:

Letra c)

Reemplaza la letra d) por la siguiente:

“d)  Someter  al  consejo  regional  el  proyecto  de
presupuesto  de  la  respectiva  región  considerando,  para  tal  efecto,  los
recursos asignados a ésta por la Ley de Presupuestos de la Nación, sus
recursos propios y los que provengan de los convenios de programación a
que se refiere el artículo 81. El proyecto de presupuesto deberá ajustarse a
las orientaciones y límites que establezca la política nacional de desarrollo y
demás normas legales sobre administración financiera del Estado”.

Letra d)

Reemplaza la letra e) por la siguiente: 

“e) Proponer al consejo regional la distribución de
los recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional que correspondan a
la  región,  conforme a ítemes o marcos presupuestarios,  así  como de las
inversiones sectoriales de asignación regional, y de los recursos propios que
el gobierno regional obtenga en aplicación de lo dispuesto por el artículo 19,
N°  20°,  de  la  Constitución  Política  de  la  República.  Esta  propuesta  del
intendente al  consejo regional  deberá  basarse en variables e  indicadores
objetivos de distribución intrarregional.  Cada ítem o marco presupuestario
deberá contar con la respectiva glosa.”.

En atención a lo resuelto respecto del artículo
78 contenido en el número 41) del artículo 1° aprobado en general por el
Senado, del que se da cuenta más adelante en el presente informe, las
letras c) y d) del número 12) fueron aprobadas por la unanimidad de los
miembros  de  la  Comisión,  Honorables  Senadores  señores  Escalona,
Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar. 
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Asimismo, la Comisión acordó la realización de
adecuaciones meramente formales en las letras c) y d) del número 12,
de  las  que  se  da  cuenta  en  el  capítulo  de  modificaciones  de  este
informe.

- - -

Cabe  consignar  que,  enseguida,  la  Comisión
acordó realizar una enmienda en el número 15) del artículo 1° del proyecto
de ley, que modifica el artículo 27 de la ley N° 19.175. Lo hizo en virtud de lo
dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, por la
unanimidad  de  sus  miembros,  Honorables  Senadores  señores  Escalona,
Kuchel, Novoa, Lagos y Zaldívar.

El  motivo  y  alcance  de  esta  modificación  se
desarrollan con ocasión de la discusión del artículo 5° del proyecto de ley, de
la que se da cuenta más adelante en el presente informe. 

- - -

Número 19)

Modifica, a través de 7 literales, el artículo 36, que
contempla las obligaciones del consejo regional. Las letras b) y f)  son de
competencia de la Comisión de Hacienda.

Letra b)

Intercala, en el literal e), a continuación de la coma
(,)  que sigue a  la  palabra intendente,  la  expresión “conforme a ítemes o
marcos presupuestarios,” seguida de una coma (,).

Dicha letra e), cabe señalar, contiene el deber de
resolver  la  distribución  de los  recursos del  Fondo Nacional  de  Desarrollo
Regional (FNDR), de los recursos de los programas de inversión sectorial y
de los recursos propios que el gobierno regional obtenga.

Letra f)
Introduce las siguientes letras m), n), ñ), o), p), q)

y r), nuevas:

“m) Aprobar, modificar o sustituir la delimitación de
territorios objeto de planificación regional;

n) Aprobar, modificar o sustituir el plan regional de
desarrollo turístico;

ñ) Aprobar, modificar o sustituir la declaración de
territorios como zonas rezagadas en materia social y el plan de desarrollo
respectivo;
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o) Aprobar el anteproyecto regional de inversiones
a que se refiere el artículo 71; 

p) Conocer el programa público de inversiones en
la región según lo dispuesto en el inciso final del artículo 73;

q)  Aprobar  las  transferencias  de  competencias
conforme a lo dispuesto en el Párrafo 2º del Capítulo II, y

r)  Informar  a  la  Contraloría  General  de  la
República el incumplimiento de los convenios mandato a que se refiere el
inciso segundo del artículo 81 ter.”.

En atención a lo resuelto respecto del artículo
78 contenido en el número 41) del artículo 1° aprobado en general por el
Senado, del que se da cuenta más adelante en el presente informe, la
letra b) del número 19) fue aprobada por la unanimidad de los miembros
de  la  Comisión,  Honorables  Senadores  señores  Escalona,  Kuschel,
Lagos, Novoa y Zaldívar. 

La  letra  f),  en  tanto,  fue  aprobada  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores señores Escalona, Lagos y Zaldívar. 

Número 20)

Incorpora un artículo 36 bis, nuevo, cuya letra b),
de competencia de la Comisión de Hacienda, faculta al consejo regional para
disponer, por la mayoría de sus miembros en ejercicio, la contratación de una
auditoría  externa  que  evalúe  la  ejecución  presupuestaria  y  el  estado  de
situación financiera del gobierno regional. Esta facultad sólo podrá ejercerse
una vez al año. 

La letra b) del artículo 36 bis del número 20)
fue  aprobada  por  la  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la
Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Lagos y Zaldívar. 

Número 22)

Sustituye el artículo 39 por el siguiente:

“Artículo  39.-  Los  consejeros  regionales  tendrán
derecho a una dieta mensual de diez unidades tributarias mensuales, la que
se  percibirá  por  la  asistencia  a  la  totalidad  de  las  sesiones  del  consejo
celebradas en el mes respectivo, disminuyéndose proporcionalmente según
el  número de inasistencias  del  consejero.  Para  los  efectos  anteriores,  se
considerarán tanto las sesiones ordinarias como las extraordinarias.
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El  consejo  acordará  el  número  de  sesiones
ordinarias a realizar en el mes, debiendo efectuarse a lo menos dos.

 
Asimismo, cada consejero regional tendrá derecho

a percibir una dieta de dos unidades tributarias mensuales, con un máximo
de  seis  en  el  mes,  por  la  asistencia  a  cada  sesión  de  comisión  de  las
referidas en el artículo 37.

 
Sin  perjuicio  de  lo  señalado,  cada  consejero

tendrá derecho anualmente a una dieta adicional, a pagarse en el mes de
enero, correspondiente a cinco unidades tributarias mensuales, siempre que
durante el año calendario anterior el consejero haya asistido formalmente, a
lo menos, al  setenta y cinco por ciento de las sesiones celebradas por el
consejo en dicho período.

 
Para efectos de la percepción de la dieta y de la

asignación  adicional  establecidas  en  los  incisos  precedentes,  no  serán
consideradas  como  tales  las  inasistencias  que  obedecieren  a  razones
médicas  o  de  salud,  que  hayan  sido  debidamente  acreditadas  mediante
certificado  expedido  por  médico  habilitado  para  ejercer  la  profesión,
presentado ante el consejo a través del secretario ejecutivo. Igualmente, para
los efectos señalados, y previo acuerdo del consejo, se podrá eximir a un
consejero de la asistencia a sesión en razón del fallecimiento de un hijo, del
cónyuge o de uno de sus padres, siempre que el deceso hubiese tenido lugar
dentro de los siete días corridos anteriores a la sesión respectiva.

 
Asimismo, no se considerarán las inasistencias de

consejeros  motivadas  en  el  cumplimiento  de  cometidos  expresamente
autorizados por el propio consejo.

 
Tendrán también derecho a pasajes y reembolso

de  gastos  por  concepto  de  alimentación  y  alojamiento  para  asistir  a  las
sesiones  del  consejo  y  de  las  comisiones,  cuando  ello  les  signifique
trasladarse fuera de su lugar de residencia habitual. El reembolso de gastos
no podrá superar, en ningún caso, el valor del viático que le corresponda al
intendente en las mismas condiciones.

Cuando un consejero regional se encuentre en el
desempeño de cometidos en representación del  gobierno regional,  tendrá
derecho a percibir fondos con el objeto de cubrir sus gastos de alimentación
y  de  alojamiento.  Tales  fondos  no  estarán  sujetos  a  rendición  y  serán
equivalentes al monto del viático que corresponda al intendente respectivo
por iguales conceptos.

Con todo, los cometidos al extranjero que acuerde
el consejo regional durante el año, no podrán significar una disposición de
recursos que supere el 30% del total contemplado en el presupuesto para el
pago  de  viáticos  a  los  consejeros  regionales.  Lo  anterior,  deberá  ser
certificado previamente por la jefatura a cargo de la administración y finanzas
del  gobierno  regional  y,  en  todo  caso,  el  cometido  será  dispuesto
formalmente por el intendente regional respectivo.
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Los  consejeros  regionales  podrán  afiliarse  al
Sistema de Pensiones, de Vejez, de Invalidez y de Sobrevivencia de acuerdo
a lo establecido en el Decreto Ley Nº 3.500, por el solo hecho de asumir tales
funciones. Para estos efectos, los consejeros se asimilarán al régimen de los
trabajadores por cuenta ajena. Las obligaciones que para estos efectos se
imponen  a  los  empleadores,  se  radicarán  en  los  respectivos  gobiernos
regionales. Las cotizaciones previsionales se calcularán sobre la base de las
asignaciones mensuales que a los consejeros corresponda percibir en virtud
de los incisos primero y tercero del presente artículo.

 
Los  consejeros  regionales,  por  la  actividad  que

realicen  en  tal  condición,  quedarán  sujetos  al  seguro  contra  riesgo  de
accidentes del trabajo y enfermedades profesionales establecido en la Ley Nº
16.744, gozando de los beneficios que correspondan a la naturaleza de su
cargo. El costo de este beneficio será de cargo del gobierno regional.”.

Respecto de la dieta de los consejeros regionales,
el Honorable  Senador  señor  Zaldívar  apuntó  que  en  la  actualidad  se
encuentra en tramitación, en el Senado, el proyecto de ley que perfecciona el
rol  fiscalizador  del  concejo,  fortalece  la  transparencia  y  probidad  en  las
municipalidades, crea cargos y modifica normas sobre personal y finanzas
municipales (boletín N° 8.210-06). De acuerdo con su contenido, la dieta de
los concejales municipales no va a distar  mucho de la de los consejeros
regionales.

El  señor Subsecretario de Desarrollo Regional
y  Administrativo precisó  que  de  modificarse  la  dieta  de  los  concejales,
ascendería  a,  aproximadamente,  $640.000;  la  de  los  consejeros,  por  su
parte, permanecería en alrededor de $670.000.

El  Honorable Senador señor Zaldívar  manifestó
que  no  se  puede  obviar  el  hecho  que  los  consejeros  regionales,  ahora
elegidos mediante votación directa, tendrán voz respecto de presupuestos de
una magnitud  importante.  Lo  lógico,  en  consecuencia,  sería  que tuvieran
acceso a una remuneración superior a la que perciben, entre otras razones,
para que sirva de desincentivo a caer en prácticas inconvenientes.

En relación con el inciso quinto del artículo 39, por
otra parte, el Honorable Senador señor Escalona propuso eliminar la frase
final que alude a que el deceso de un hijo, cónyuge o padre de un consejero
debió haberse verificado, para efectos de percepción de la dieta, dentro de
los  siete  días  corridos  anteriores  a  la  sesión  respectiva.  Consagrar  una
prevención de ese tipo en la ley, señaló, puede ser inapropiado, primero por
lo complejo de que una circunstancia ingrata como esa pueda ser objeto de
aprovechamiento; y segundo, porque implica ignorar que en ciertas culturas,
como la mapuche, los ritos fúnebres se extienden por varios días.

Del  mismo  modo,  llamó  la  atención  sobre  la
necesidad  de  una  adecuada  regulación  acerca  del  derecho  a  pasajes  y
reembolso de gastos, establecidos en el inciso séptimo. Se han conocido,
afirmó, casos de abusos que exigen la adopción de convenientes medidas. 
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El  señor Subsecretario de Desarrollo Regional
y Administrativo hizo presente que el  contenido del  presente artículo se
inserta  dentro  del  denominado  Estatuto  del  Consejero  Regional,  cuyas
disposiciones fueron propuestas por  la  misma ANCORE y  posteriormente
acogidas por  el  Ejecutivo.  A mayor abundamiento,  la frase de que se ha
hecho cuestión está copiada del texto de la ley orgánica constitucional de
municipalidades. 

En  lo  que  concierne  a  gastos  por  pasajes  y
reembolsos por alimentación y alojamiento, por otro lado, expuso que lo que
existe en la actualidad es un sistema de rendición que se ha visto en parte
viciado por la práctica de la recolección de boletas para aumentar gastos. En
el proyecto de ley, resaltó, se innova, pues se transita al sistema de viáticos
que se aplica a los funcionarios públicos, que opera sobre la base de montos
fijos que no se pueden exceder.

Puesto en votación el artículo 39 del número
22), fue aprobado con enmiendas, de las que se da cuenta en el capítulo
de  modificaciones  del  presente  informe,  acordadas  en  virtud  de  lo
dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado.
Así lo aprobó la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión,
Honorables Senadores señores Escalona, Lagos, Novoa y Zaldívar.

Número 25)

En el  artículo  43  (que establece que el  consejo
regional dispondrá de una secretaría para funciones de asesoría), reemplaza
el inciso segundo por el siguiente:

“El consejo dispondrá de un secretario ejecutivo, el
que se desempeñará como su ministro de fe.”.

Lo  que  la  Comisión  resolvió  respecto  de  este
numeral,  guarda relación con lo aprobado con motivo de la discusión del
artículo 3° del proyecto de ley, de la que se da cuenta más adelante en el
presente informe.

Dicho artículo 3° regula la forma en que debe ser
nombrado el cargo de secretario ejecutivo que, precisamente, el artículo 43
de la ley N° 19.175 establece. Su contenido general, si bien con enmiendas,
debe entonces ser trasladado al número 25) del artículo 1°.

El  asesor  de  la  Subsecretaría  de  Desarrollo
Regional  y  Administrativo,  señor  Villanueva,  indicó  que  en  la  nueva
redacción  del  citado  artículo  43  debe  precisarse  que  la  selectividad  del
secretario ejecutivo es a través de un procedimiento concursable similar al
que se utiliza para cargos del Sistema de Alta Dirección Pública (SADP). No
llevará  aparejado,  por  tanto,  asignación  de  Alta  Dirección  Pública  ni
indemnización en caso de ser cesado.
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De igual  modo,  agregó,  debe  precisarse  que  el
financiamiento de este concurso será del cargo del respectivo Gore.

La  Secretaria  Ejecutiva  del  Programa
Legislativo de CIEPLAN, señorita Macarena Lobos acotó que el objetivo
primordial de las precisiones reseñadas por el representante del Ejecutivo,
que  han  sido  acordadas  con  la  oposición,  es  que  no  se  entienda,
equivocadamente,  que  el  cargo  de  secretario  ejecutivo  forma  parte  del
SADP. Sólo se trata de establecer un sistema análogo de selección, como
por lo demás ya se ha hecho en otras leyes.

El  Honorable  Senador  señor  Novoa  manifestó
que, de acuerdo con lo expuesto, el secretario ejecutivo será un funcionario
público, regido por Estatuto Administrativo y no por Código del Trabajo, que
tendrá asignado un grado en la planta de los servicios administrativos de los
Gores.  
  

En consecuencia, el número 25) fue aprobado,
con  la  nueva  redacción  de  la  que  da  cuenta  en  el  capítulo  de
modificaciones  del  presente  informe,  por  la  unanimidad  de  los
miembros  de  la  Comisión,  Honorables  Senadores  señores  Escalona,
Kuschel,  Lagos, Novoa y Zaldívar.  Así lo acordaron, con arreglo a lo
dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado.

Consecuencialmente,  como  también  se
expresará en su oportunidad, el artículo 3° del proyecto de ley se dio
por eliminado.

Número 26)

Agrega el siguiente nuevo artículo 43 bis:
 
“Artículo  43  Bis.-  Cada  gobierno  regional,  en

concordancia con la disponibilidad financiera, deberá dotar al consejo de los
medios físicos de apoyo suficientes para desarrollar debida y oportunamente
las funciones y atribuciones que esta ley le confiere, atendido el número de
consejeros existente en la región.

 
Para ello, durante la sesión de instalación a que se

refiere el artículo 30 bis, el intendente someterá a la aprobación del consejo
los medios a usar durante el período respectivo.”.

El Honorable Senador señor Zaldívar se mostró
partidario de que sea el Presidente del Gore, y no el Intendente, quien haga
la propuesta sobre los medios a utilizar. De hecho, graficó, ya se ha señalado
con anterioridad que el Intendente puede incluso no asistir a las sesiones del
Core, a lo que se suma el riesgo de que decida unilateralmente proponer
medios precarios para el cumplimiento de las funciones.

El  Honorable  Senador  señor  Escalona  añadió
que el encuadre presupuestario que el inciso primero consagra cuando habla
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de la concordancia con la disponibilidad financiera, posibilita lo expresado
por el Honorable Senador señor Zaldívar.

El  señor Subsecretario de Desarrollo Regional
y Administrativo subrayó que se trata de una atribución que supone gasto
fiscal,  de modo que debe ser el  órgano ejecutivo,  el  Intendente,  quien lo
plantee.

Agregó que es  una nueva obligación  inexistente
hasta hora, por lo que sin duda constituye un avance que, por lo demás,
inhibe la posibilidad de que los recursos auto asignados por parte del Core
sean exagerados.  

Puesto  en  votación  el  artículo  43  bis  del
número  26),  fue  aprobado  por  tres  votos  a  favor  y  una  abstención.
Votaron a favor los Honorables Senadores señores Escalona, Lagos y
Novoa, y se abstuvo el Honorable Senador señor Zaldívar.

Número 29)

Este numeral deroga el Párrafo 4º del Capítulo III
del Título Segundo (relativo al Consejo Económico y Social Provincial), y los
artículos 48 a 60 que lo integran.

Fue  aprobado  por  la  unanimidad  de  los
miembros presentes de la  Comisión,  Honorables  Senadores  señores
Escalona, Lagos, Novoa y Zaldívar.

Número 32)

Agrega,  en  el  artículo  63),  el  siguiente  inciso
segundo nuevo:

“Para  la  aplicación  de  recursos  destinados  a
ordenamiento territorial, fomento de las actividades productivas y desarrollo
social y cultural, en conformidad a los ámbitos descritos en los artículos 17,
18 y 19;  los ministerios y  servicios públicos tendrán en consideración las
proposiciones  que  formulen  al  efecto  los  gobiernos  regionales,  pudiendo
comprender  éstas  criterios  de  elegibilidad,  localización  u  otros.  Estas
proposiciones deberán ser remitidas por los gobiernos regionales, a través
de las secretarías regionales ministeriales, a más tardar el 31 de diciembre
de cada año.”.

Fue  aprobado  por  la  unanimidad  de  los
miembros presentes de la  Comisión,  Honorables  Senadores  señores
Escalona, Lagos, Novoa y Zaldívar.

Con  todo,  la  Comisión  acordó  realizar  una
adecuación meramente formal, de la que se da cuenta en el capítulo de
modificaciones de este informe.
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Número 36)

Sustituye el artículo 68 por el siguiente:

“Artículo 68.- El Intendente, para el cumplimiento
de las funciones que la presente ley le asigna como ejecutivo del gobierno
regional, contará con la siguiente estructura organizacional:

a)  Una  División  de  Planificación  y  Desarrollo
Regional,  encargada de elaborar y proponer estrategias, políticas,  planes,
programas y proyectos para el  desarrollo  armónico del  territorio,  sobre la
base  de  procesos  técnicos  y  participativos,  conforme  a  las  prioridades
definidas  por  el  gobierno  regional.  Asimismo,  le  corresponderá  apoyar  al
intendente  en  la  evaluación  del  cumplimiento  de  las  políticas,  planes,
programas,  proyectos  y  presupuestos  de  carácter  regional,  y  prestar
asistencia  técnica  a  las  municipalidades  y  demás  organismos  de  la
administración, que lo requieran;

b)  Una  División  de  Presupuesto  e  Inversión
Regional, encargada de elaborar el proyecto de presupuesto de inversiones
del gobierno regional, así como de ejecutar y controlar dicho presupuesto de
inversiones y los programas que administre el gobierno regional, asesorando
al intendente en la determinación de los proyectos de inversión a desarrollar
o  financiar  según  los  lineamientos  y  prioridades  de  los  instrumentos  de
planificación regional, y 

c)  Una  División  de  Administración  y  Finanzas,
encargada  de  la  gestión  administrativa  interna  y  de  la  provisión  de  los
servicios generales del gobierno regional.”.

El Honorable Senador señor Escalona cuestionó
el  empleo del  vocablo “armónico” en la primera oración de la letra a) del
artículo 68, por parecer innecesario.  En el desarrollo territorial,  señaló, no
siempre  existe  armonía,  pues  suelen  convivir  realidades  territoriales
absolutamente distintas.

El  señor Subsecretario de Desarrollo Regional
y Administrativo explicó que la voz “armónico” sólo persigue ser indicativa
de que el Gore debe procurar el desarrollo de todo su territorio de manera
equilibrada, sin privilegiar exclusivamente los centros urbanos en desmedro
de las zonas más aisladas. Por lo demás, hizo ver, la misma Constitución
Política  de  la  República,  en  su  artículo  115,  la  recoge  como una de los
caracteres que debe cumplir el desarrollo territorial.

En relación con este artículo 68, debe consignarse
que la Comisión acordó incorporar, si bien con enmiendas, el contenido del
artículo 4° del proyecto de ley.

Dicho artículo 4°, de cuya discusión se da cuenta
más adelante  en el  presente  informe,  regula  la  forma en que  deben  ser
nombrados los jefes de división de los servicios administrativos regionales,
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estructura  organizacional  que  precisamente  el  artículo  68  se  encarga  de
desarrollar. 

El señor Villanueva explicó que el fundamento de
este acuerdo de la Comisión es que en un mismo artículo deben quedar
consignadas las divisiones y el estatuto de los jefes de las mismas. Éstos,
entonces, serán seleccionados con arreglo a un sistema solamente análogo
al de Alta Dirección Pública.

La señorita Lobos resaltó que en relación con el
contenido original  del artículo 4° del  proyecto de ley, la redacción que se
agrega al artículo 68 del número 36) del artículo 1° se encarga de aclarar que
el  cargo  de  jefe  de  división  constituirá,  para  todos  los  efectos  legales,
segundo nivel jerárquico.

En consecuencia, el número 36) fue aprobado,
con modificaciones acordadas en virtud de lo dispuesto en el artículo
121, inciso final, del Reglamento del Senado, por la unanimidad de los
miembros  de  la  Comisión,  Honorables  Senadores  señores  Escalona,
Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar. 

Consecuencialmente, como se expresará en su
oportunidad, el artículo 4° del proyecto de ley se dio por eliminado.

Número 37)

Agrega, continuación del artículo 68, un artículo 68
bis nuevo, el epígrafe que indica y los artículos 68 ter y 68 quáter, también
nuevos. De ellos, sólo el artículo 68 ter es de competencia de la Comisión de
Hacienda.

“Artículo 68 Ter.- El gobierno regional contará con
un administrador  regional,  el  que será colaborador  directo  del  intendente,
correspondiéndole  la  gestión  administrativa  del  gobierno  regional  y  la
coordinación del accionar de los jefes de cada una de las divisiones a que se
refieren tanto el artículo 68 como la letra e) del artículo 21 ter. 

Asimismo,  el  administrador  regional  ejercerá  las
facultades que el intendente le delegue, siendo aplicable para estos efectos
lo dispuesto en el artículo 41 de la Ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de
Bases  Generales  de  la  Administración  del  Estado,  siempre  que  estén
vinculadas con la naturaleza de su cargo. Con todo, no podrá delegarse la
facultad  de nombrar  y  remover  a  los  funcionarios  de su  dependencia,  el
deber de velar por la observancia del  principio de probidad administrativa
dentro del gobierno regional ni la atribución de aplicar medidas disciplinarias
al personal de su dependencia.

El cargo de administrador no constituirá un nivel
jerárquico  dentro  de  la  planta  del  personal  del  servicio  administrativo  del
gobierno regional.”.
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Previo  a  la  discusión  de  este  último  artículo,  el
Honorable Senador señor Zaldívar quiso dar a conocer su parecer sobre el
artículo 68 bis, que autoriza al Intendente para delegar los jefes de división
determinadas funciones, con excepción de las que allí se indican. Se mostró,
en particular, en desacuerdo con que el administrador regional pueda actuar
como delegado del Intendente en las sesiones del Core. Tal práctica, estimó,
puede redundar en un debilitamiento de la relevancia de dicho cuerpo.

El  señor Subsecretario de Desarrollo Regional
y  Administrativo  reiteró  que  en  la  práctica  es  bastante  usual  que  el
Intendente  asista  a  la  constitución  de  las  sesiones  del  Core,  para  luego
retirarse y dejar en su representación a un jefe de división.

En la nueva estructura que a partir del proyecto de
ley se propone, además, el peso del Intendente dentro del Core disminuye,
toda vez que no contará con derecho a voto, por ejemplo.

El  Honorable Senador señor Escalona observó
que, entonces, debiera expresarse que dicha representación opere en caso
de ausencia del Intendente, pues indudablemente existen casos en los que
su no asistencia esté plenamente justificada, por ejemplo si ha sido citado
por el Presidente de la República o por el Ministro del Interior y Seguridad
Pública por cometido funcionario.

El Honorable Senador señor Novoa recordó que
el Intendente no tiene obligación de concurrir a las sesiones del Core. Si se
quisiera innovar sobre la materia, no es el artículo 68 bis el lugar apropiado.

Previno,  del  mismo  modo,  que  la  figura  del
cometido funcionario no aplica si el Intendente se encuentra dentro de su
región  en  otras  tareas  distintas  a  la  de  asistir  al  Core,  por  ejemplo
inaugurando obras de inversión.

 

En  relación  con  el  artículo  68  ter,  en  tanto,  el
Honorable  Senador  señor  Lagos  hizo  ver  que  si  se  analiza  que  los
consejeros  deberán  pronunciarse  sobre  la  propuesta  de  distribución  de
recursos formulada por el Intendente con base en marcos presupuestarios,
para que este último decida sobre la inversión en proyectos específicos y,
además,  teniendo la  facultad de hacerse representar  en  las sesiones del
Core,  pareciera que se  trata de un vínculo más bien  lejano y  difuso.  De
mínima  exigencia,  sostuvo,  sería  que  el  Intendente  tuviera  obligación  de
asistir a las sesiones del Core.

El  Honorable Senador señor Escalona  observó
que, al tenor del inciso tercero, la figura del administrador regional no queda
bien perfilada,  pues no constituirá  nivel  jerárquico dentro de la planta del
personal del servicio administrativo del Gore y no será nombrado con arreglo
al  procedimiento  del  SADP.  No  obstante  todo  ello,  podrá  igualmente
representar al Intendente en el Core.
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El  Honorable Senador señor Novoa  consultó si
podría asimilarse la figura del administrador regional con la del administrador
municipal. Este último, indicó, ejerce efectivamente la administración y está
dotado de reales atribuciones para llevarla a cabo. 

En  lo  concerniente  a  que  no  constituirá  nivel
jerárquico, apuntó que podría precisarse que lo sea sólo “para los efectos de
esta ley”, si es que así pretende que opere.

El  Honorable Senador señor Zaldívar manifestó
su impresión de que, en los términos planteados, el administrador regional
será  quien,  en  realidad,  desempeñará,  sin  ostentar  el  cargo  y  con  las
excepciones que se establecen, las tareas que corresponden al Intendente.
Podrá incluso, graficó, hacer la formulación presupuestaria, en la medida que
le sea delegada la facultad. La amplitud de la delegación es tal, subrayó, que
pareciera  que  va  a  exceder  en  su  quehacer  a  los  administradores
municipales. 

Su  nombramiento,  yendo  más  lejos,  podría
inclusive  suponer  una  contradicción  a  la  voluntad  del  Presidente  de  la
República, si el Intendente nombra un administrador que no se sujeta al perfil
que tuvo en vista el Primer Mandatario al designar a aquél.    

La  Secretaria  Ejecutiva  del  Programa
Legislativo de CIEPLAN, señorita Macarena Lobos,  puso de manifiesto
que el artículo 68 quáter (también propuesto en el número 37) del artículo 1°
del  proyecto  de  ley),  prescribe  que  el  administrador  regional  será  de
exclusiva confianza del  Intendente. Si  esto es así,  la referencia a que no
constituirá nivel jerárquico carece de sentido. Si de plano se expresa que
será de exclusiva confianza, explicó, entonces ya no se le está adscribiendo
al SADP, pues si bien los funcionarios nombrados conforme a este último
sistema lo son, es con arreglo al mecanismo especial de selección previsto
en la ley N° 19.882. 

En  cuanto  a  la  delegación  de  facultades  al
administrador regional, por su parte, acotó que la amplitud con que han sido
concebidas en el proyecto de ley podría hacer aconsejable establecer alguna
limitación, por ejemplo, en materia de inversiones regionales. 

El  Honorable  Senador  señor  Zaldívar  juzgó
razonable que el administrador regional esté habilitado para llevar a cabo la
gestión administrativa del Gore, esto es, velar por el correcto funcionamiento
de sus servicios. Otra cosa muy distinta, advirtió, es que se le pueda delegar
un rango de facultades tal que lo transforme, en los hechos, en el Intendente.

El  señor Subsecretario de Desarrollo Regional
y Administrativo precisó, en primer lugar, que el inciso final del artículo 68
ter tiene por objeto distinguir la situación del administrador regional de la de
los jefes de división.

Puntualizó, asimismo, que efectivamente se trata
de una figura que ha sido tomada de la experiencia de los administradores
municipales,  si  bien  el  papel  de  estos  últimos  se  ve  en  varios  aspectos
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restringidos por la existencia de los directores de áreas, cuyas funciones se
encuentran  fijadas  por  ley.  Estas  restricciones,  en  cambio,  se  verán
disminuidas para el administrador regional, quien deberá convivir solamente
con tres jefes de división. 

Hizo  hincapié  en  que,  tal  cual  reza  el  inciso
primero del artículo 68 ter, lo distintivo del rol del administrador regional es
ser  colaborador  directo  del  Intendente,  enfocado,  resaltó,  en  la
administración del Gore. Esto pues, en la práctica, lo que ocurre es que el
Intendente se concentra esencialmente en labores de orden público.

Destacó,  además,  que  al  proponer  el
establecimiento de esta figura se ha tenido en cuenta también la experiencia
de los Intendentes a lo largo de los años y de los diferentes Gobiernos que el
país  ha  tenido.  Allí  la  presencia  de  administradores  regionales  ha  sido
mayoritaria,  siendo  identificados  como  el  funcionario  de  confianza  de  la
máxima autoridad regional y como el encargado de coordinar las labores de
las divisiones del Gore y con el Core.  

Finalmente,  indicó  que  si  no  se  ha  previsto  la
aplicación del SADP para su nombramiento, es porque se ha querido que
sea de exclusiva confianza del Intendente.

El Honorable Senador señor Lagos hizo ver que
el hecho que sea de exclusiva confianza no inhibe la posibilidad de recurrir al
SADP,  que entrega un procedimiento  cuyo mérito  estriba,  justamente,  en
proveer un mejor mecanismo de selección.

El  Honorable  Senador  señor  Novoa  estimó
conveniente para el Gore que exista un administrador regional, toda vez que
el Intendente cumple una función política que, al menos en varios casos, es
bastante  absorbente.  Qué  tan  amplias  deben  ser  las  facultades  que  le
puedan ser delegadas, sí es un asunto que puede ser revisado.

Del  mismo modo,  consignó  que si  se  considera
que los Intendentes, a veces incluso dentro de un mismo Gobierno y por
distintas  razones,  cambian con cierta  frecuencia,  es razonable analizar  la
conveniencia  de  que  los  administradores  regionales  sean  nombrados
mediante SADP. Si a diferencia de lo que ocurra con los Intendentes, los
administradores se mantuvieran por mayor tiempo en sus cargos, podrían
contribuir a contar con una administración regional más estable.    

El  Honorable Senador  señor Escalona  advirtió
sobre  el  riesgo  de  que,  con  esta  nueva  regulación,  se  esté  en  realidad
desmedrando la posición del Intendente. Si el administrador regional llega a
gozar  de  un  cúmulo  de  facultades,  como sería  ahora  posible,  la  imagen
política que se proyectaría es que es él quien manda y que el Intendente es
más bien una figura decorativa.

Con  posterioridad  al  debate  precedentemente
reseñado,  el  asesor  del  Subdirección  de  Desarrollo  Regional  y
Administrativo,  señor  Villanueva,  dio  a  conocer  que  fruto  de  las
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conversaciones sostenidas con los asesores de los señores senadores de
oposición, se ha acordado la supresión de los incisos segundo y tercero del
artículo 68 ter aprobado en general por el Senado. Ante los cuestionamientos
realizados al hecho de que el intendente pudiera delegar tantas facultades en
el administrador regional, sostuvo, se ha preferido solamente expresar que
se  trata  de  un  cargo  de  exclusiva  confianza  del  intendente,  y  que  no
constituye nivel jerárquico. De esta forma, el contenido del artículo 68 quáter
se incorpora como inciso segundo del artículo 68 ter.

Puesto  en  votación  el  artículo  68  ter  del
número 37), fue aprobado con diversas modificaciones, de las que se
da cuenta en el capítulo pertinente del presente informe. Así lo acordó,
en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento
del Senado, la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables
Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar. 

Con la misma votación se dio por eliminado el
artículo 68 quáter y se realizaron, consecuencialmente, enmiendas en el
encabezado del número 37).

Número 38)

Introduce  dos  modificaciones  al  artículo  69,  que
detalla la composición del patrimonio del gobierno regional. La letra b) es de
competencia de la Comisión.

Letra b)

Introduce  una  nueva  letra  i),  pasando  la  actual
letra i) a ser nuevo literal j): 

“i Los ingresos provenientes de patentes mineras,
patentes  acuícolas  y  de  casinos  en  la  proporción  que  la  ley  respectiva
establezca, y”.

El  señor Subsecretario de Desarrollo Regional
y Administrativo  afirmó que el presente literal constituye una adecuación,
ya recogida en las leyes especiales pertinentes,  que incorpora dentro del
patrimonio del Gore los ingresos provenientes de las patentes a que hace
mención. 

La letra b) del número 38) fue aprobada por la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores señores Escalona, Lagos y Novoa. 

Con todo, la Comisión acordó la realización de
una adecuación meramente formal, de la que se da cuenta en el capítulo
de modificaciones del presente informe.

Número 39)
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Modifica  el  artículo  71,  relativo  al  anteproyecto
regional de inversiones, de la siguiente forma:

La  letra  a)  intercala  en  el  inciso  primero,  a
continuación  de  la  palabra  “regional”  la  primera  vez  que  aparece,  la
expresión “, los planes de desarrollo comunales vigentes”, precedida de una
coma (,).

La letra b) agrega, también en el inciso primero, a
continuación del punto aparte que sigue a la palabra “correspondiente”, la
siguiente  oración:  “Asimismo,  durante  el  mes  de  mayo  de  cada  año,  los
gobiernos regionales remitirán a las municipalidades de la región respectiva
una propuesta inicial de anteproyecto regional de inversiones, con el fin que
éstas puedan, dentro de los quince días posteriores a su recepción, formular
observaciones.”

La letra c),  en fin,  intercala en el  inciso tercero,
entre la coma (,) que sigue a la palabra “señalado”, y la expresión “éste”, la
oración “y previa aprobación por parte del consejo según lo dispuesto en la
letra o) del artículo 36),”.

El  número  39)  fue  aprobado,  con  enmiendas
formales acordadas en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso
final, del Reglamento del Senado, por la unanimidad de los miembros
presentes  de  la  Comisión,  Honorables  Senadores  señores  Escalona,
Lagos y Novoa. 

Número 40)

Modifica, mediante cuatro literales, el artículo 73,
que  establece  los  programas  que  deberá  contener  el  presupuesto  del
gobierno  regional.  La  letra  a)  es  de  competencia  de  la  Comisión  de
Hacienda:

Letra a)

Agrega en la letra b) del inciso primero, relativa a
un programa de inversión regional y que autoriza a los Gores a constituir un
Fondo  de  Inversión  Metropolitana,  a  continuación  de  “Metropolitana”  y
precedida  de  una  coma  (,),  la  siguiente  oración:  “,  el  cual  podrá  incluir
recursos provenientes de las distintas fuentes consideradas en el presente
literal”.

El  Honorable Senador  señor Escalona  precisó
que si bien en la actualidad existe sólo un área Metropolitana en el país –la
de la Región Metropolitana-, en el futuro los Gore podrán crear otras. Por
ejemplo, en el Gran Concepción o en el eje Coquimbo-La Serena.

La letra a) del número 40) fue aprobada, con
enmiendas formales acordadas en virtud de lo dispuesto en el artículo
121, inciso final, del Reglamento del Senado, por la unanimidad de los
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miembros presentes de la  Comisión,  Honorables  Senadores  señores
Escalona, Lagos y Novoa. 

Número 41)

Reemplaza el artículo 78 por el siguiente: 

“Artículo 78.- Corresponderá al intendente resolver
la inversión de los recursos que se asignen a la región, según lo dispuesto en
los artículos 76 y 77 de esta Ley, de acuerdo al presupuesto aprobado por el
consejo regional.

La inversión de dichos recursos deberá ajustarse a
los  criterios  de  priorización  que,  para  tal  efecto,  se  incorporarán  en  el
presupuesto regional  siguiendo el  mismo procedimiento de aprobación de
éste.

El  intendente  someterá  a  la  aprobación  del
consejo regional la propuesta de presupuesto regional el primer día hábil de
diciembre del año anterior a aquél en que deba regir.

Un reglamento dictado por el Ministerio del Interior
y  Seguridad  Pública,  suscrito  además  por  el  Ministro  de  Hacienda,
establecerá los procedimientos y requerimientos de información necesarios
para el cumplimiento de lo dispuesto en este artículo y su congruencia con
las normas presupuestarias nacionales.”.

El Honorable Senador señor Lagos preguntó si,
en virtud del contenido del inciso segundo del artículo 78, debe entenderse
que el Intendente debe volver al Core para poder determinar la inversión de
los  recursos,  cuestión  que,  de  acuerdo  con  el  inciso  primero,  es  de  su
competencia.

El  señor Subsecretario de Desarrollo Regional
y Administrativo explicó que lo que el inciso segundo hace es una remisión
a la etapa de aprobación del presupuesto regional, en la que ya han sido
establecidos  determinados  criterios  de  priorización.  A  éstos  deberá,
entonces,  sujetarse  el  Intendente  al  resolver  sobre  la  inversión  de  los
recursos.

En  una  siguiente  sesión  celebrada  por  la
Comisión,  dio  a  conocer  que  conversaciones  sostenidas  entre
representantes del Ejecutivo y de los señores senadores de oposición, han
permitido dar con una redacción para este artículo 78 que permite resolver
las dudas que respecto de la inversión de los recursos regionales se han
planteado.

Al  efecto,  el  asesor  de  la  Subsecretaría  de
Desarrollo Regional y Administrativo, señor Osvaldo Henríquez, expuso
que  se  está  en  presencia  de  los  programas  de  inversión  sectorial  de
asignación regional (ISAR), que, como su nombre lo dice, corresponden a
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presupuestos  sectoriales  aprobados  por  el  Gore  que  nunca  salen  del
presupuesto del respectivo sector. 

En  este  caso,  la  atribución  del  Intendente  para
resolver  la  inversión  de  los  recursos  es  en  función  de  los  marcos
presupuestarios aprobados por el Core, lo que remite en forma inmediata al
artículo 36, letra e), de la ley N° 19.175, que establece la facultad de dicho
consejo para resolver la distribución de los recursos del FNDR, de los ISAR y
de  los  obtenidos  por  aplicación  del  artículo  19  N°  20  de  la  Constitución
Política, justamente conforme a ítemes o marcos presupuestarios.

De  este  modo,  prosiguió,  queda  claro  que  la
atribución del Intendente para asignar recursos deberá ejercerse con arreglo
a lo aprobado por el Core, y que dentro del proceso de la inversión pública
regional, se encargó de enfatizar, no existe otra inversión que el Intendente
pueda asignar con libre disposición.

La  Secretaria  Ejecutiva  del  Programa
Legislativo de CIEPLAN, señorita Macarena Lobos, añadió que la duda
había surgido, también, en relación a lo dispuesto en el artículo 16), letra c),
de la ya citada ley, que faculta al Gore para decidir la destinación a proyectos
específicos de los recursos de los ISAR que contemple anualmente la ley de
presupuestos. 

El  Honorable  Senador  señor  Novoa  expresó
que, de acuerdo con lo explicado, debe entenderse que la atribución que el
artículo 78 entrega al Intendente para resolver la inversión de los recursos,
se refiere a los que hayan sido determinados previamente por el Core de
acuerdo con el aludido artículo 36, letra e).

La  señorita  Lobos  agregó  que  es  esa
precisamente  la  razón  por  la  que  la  referencia  que  el  nuevo  artículo  78
aprobado en general por la Sala del Senado realiza a los artículos 76 y 77,
debe ser sustituida por otra al artículo 36, letra e). Esta última disposición,
subrayó, es más extensa que aquellas dos, pues abarca todas las formas de
financiamiento posibles que pueden alimentar el presupuesto. 

El  Honorable  Senador  señor  Novoa  consignó
que con la nueva remisión que se propone, la referencia a los ISAR queda
bastante  amplia.  Por  consiguiente,  si  en  el  futuro  la  forma  en  que  esos
programas son determinados fuera objeto de modificaciones, cabría incluso
la  posibilidad  de  que  el  Intendente  pudiera  disponer  enteramente  de  su
asignación.

El  señor  Henríquez  explicó  que,  en  rigor,  el
procedimiento de los ISAR considera que el respectivo sector entregue al
Core una cartera con un marco presupuestario definido, para que éste preste
su aprobación. Ese marco, recalcó, no lo determina el Core, sino el sector.
Así, cualquier decisión que con posterioridad adopte el Intendente debe en
todo caso ceñirse a ese marco previamente fijado.
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Si eventualmente más adelante se modificara este
procedimiento, tendría que ser en el sentido que fuera el Core, y ya no el
pertinente sector, el que definiera los marcos presupuestarios.

Puesto en votación el artículo 78) del número
41), fue aprobado con las modificaciones que se indicarán en el capítulo
de  modificaciones  de  este  informe.  Así  lo  acordó,  en  virtud  de  lo
dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, la
unanimidad de los miembros de la  Comisión,  Honorables Senadores
señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar. 

Número 43)

Introduce,  mediante  3  literales  enmiendas  en  el
artículo 81, relativo a los convenios de programación. Las letras a) y c) son
de competencia de la Comisión:

Letra a)

Reemplaza, en el inciso primero, el guarismo “104”
por “115” (es decir, adecua la referencia que debe hacerse al artículo 115 de
la Carta Fundamental), y la frase “uno o más gobiernos regionales y uno o
más ministerios” por la expresión “gobiernos regionales, entre éstos y uno o
más ministerios, o entre gobiernos regionales y municipalidades”.

Letra c)

Intercala  el  siguiente  inciso  tercero,  nuevo,
pasando el actual inciso tercero a ser nuevo inciso cuarto: 

“El  cumplimiento  de  los  convenios  de
programación  será  íntegramente  obligatorio  para  todas  las  partes
celebrantes. En caso de tener carácter plurianual, cada una de ellas deberá
contemplar en la formulación de sus respectivos presupuestos la estimación
de  todos  los  recursos  correspondientes  al  año  pertinente  según  las
obligaciones adquiridas al momento de la suscripción.”.

La letra a) fue aprobada por la unanimidad de
los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores
Escalona, Lagos y Novoa. 

En relación con la letra c), la Secretaria Ejecutiva
del Programa Legislativo de CIEPLAN, señorita Macarena Lobos , advirtió
sobre la complejidad de que, por la vía del carácter plurianual del convenio,
se estaría transformando en gasto permanente para efectos presupuestarios,
pues  se  estará  estableciendo  la  obligación  de  incluirlo  en  la  ley  de
presupuestos  del  sector  público.  De acuerdo con la  redacción  propuesta,
ahondó,  el  Congreso  no  podría  limitar  un  gasto  comprometido  en  un
convenio plurianual.
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El  Honorable Senador señor Novoa añadió que
parece  un  tanto  excesivo  que  hasta  los  convenios  puedan  determinar  la
formulación de la ley de presupuestos. Sin duda deben ser considerados,
pero es cuestionable que deban ser perentorios. 

La  señorita Lobos  planteó que respecto de los
convenios  de  programación  debiese,  entonces,  contemplarse  una
salvaguardia similar a la que para los convenios mandato considera el inciso
segundo  del  artículo  81  ter,  que  el  número  44)  del  artículo  1°,  del  que
seguidamente se da cuenta, propone agregar en la ley N° 19.175. Allí  se
especifica  que  el  nivel  de  cumplimiento  exigible  de  los  convenios  estará
supeditado  al  monto  de  los  recursos  que  anualmente  consulte  la  ley  de
presupuestos.
 

En la siguiente seión celebrada por la Comisión, el
asesor  de  la  Subsecretaría  de  Desarrollo  Regional  y  Administrativo,
señor Álvaro Villanueva, expuso que tras conversaciones sostenidas con
los representantes de los señores senadores de oposición, se ha convenido
en supeditar el nivel de cumplimiento exigible a los montos previstos en la ley
de presupuestos del sector público. Se replica, de este modo, respecto de los
convenios de programación lo que el proyecto de ley ya había considerado
para los convenios mandato.

Puesta en votación la letra c) del número 43),
fue aprobada con las modificaciones que se indicarán en el capítulo
pertinente. Así lo acordó, en virtud de lo dispuesto en el artículo 121,
inciso final, del Reglamento del Senado, la unanimidad de los miembros
de  la  Comisión,  Honorables  Senadores  señores  Escalona,  Kuschel,
Lagos, Novoa y Zaldívar. 

Con igual unanimidad, y con asilo en la misma
disposición  reglamentaria,  la  Comisión  acordó  agregar  una  letra  d),
nueva al número 43), que perfecciona la redacción de la oración final
del inciso tercero, que pasa a ser cuarto, del artículo 81 de la ley N°
19.175.

 
Número 44)

Incorpora,  a  continuación  del  artículo  81,  los
siguientes artículos 81 bis y 81 ter, nuevos:

“Artículo 81 bis.- Los gobiernos regionales podrán
suscribir  convenios  de  programación  territorial,  con  una  o  más
municipalidades o uno o más servicios públicos creados para el cumplimiento
de la función administrativa, de carácter plurianual; destinados a formalizar
los  acuerdos  para  la  ejecución  de  proyectos  de  impacto  comunal  o
intercomunal en los plazos y con los aportes financieros de las partes que en
cada caso se acuerden. Estos convenios deberán ser sancionados mediante
resolución del gobierno regional respectivo.
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Artículo 81 ter.- Los gobiernos regionales podrán,
en conformidad a lo dispuesto en el  artículo 16 de la Ley Nº 18.091, que
Establece  Normas  Complementarias  de  Incidencia  Presupuestaria  y  de
Administración  Financiera;  suscribir  convenios  mandato  con  ministerios  y
servicios públicos y otros órganos de la administración del Estado, así como
también con asociaciones de municipalidades.

 
Dichos  convenios  serán  obligatorios  para  las

partes contratantes. En caso de tener carácter plurianual, aquellas deberán
contemplar en la formulación de sus respectivos presupuestos la estimación
de los recursos correspondientes al año pertinente según las obligaciones
adquiridas  al  momento  de  la  suscripción  del  convenio.  El  nivel  de
cumplimiento  exigible,  respecto  de  cualquiera  de  las  partes,  estará
supeditado al monto de recursos que anualmente la Ley de Presupuestos del
Sector Público consulte para el respectivo ítem de gasto.

 
Con  todo,  gobiernos  regionales,  ministerios,

servicios públicos y asociaciones de municipalidades deberán dar prioridad,
dentro de su cartera de proyectos, a la ejecución de iniciativas suscritas en
virtud de lo dispuesto en el presente artículo, en consideración a la fecha de
suscripción de los actos respectivos.”.

El artículo 81 bis fue aprobado con enmiendas
aprobadas en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del
Reglamento del Senado. Así lo acordó la unanimidad de los miembros
presentes  de  la  Comisión,  Honorables  Senadores  señores  Escalona,
Lagos y Novoa. 

En relación con el  artículo  81 ter,  el  Honorable
Senador señor Escalona  reparó en que el inciso segundo ordena que las
partes  contratantes  “deberán  contemplar”  en  la  formulación  de  los
presupuestos  la  estimación  de  los  recursos  correspondientes  al  año
pertinente. En consonancia con lo que se discutió al analizar el número 43)
precedente  del  artículo  1°,  sostuvo,  lo  apropiado  sería  consagrar  que  la
estimación de esos recursos se tendrá en consideración o se hará presente
al momento de la formulación, y no que se establezca que imperativamente
los recursos deberán ser contemplados. 

Subsanar esta discordancia, añadió, es necesario
para resguardar el rol que al Congreso Nacional cabe en la aprobación anual
del presupuesto de la Nación. Del mismo modo, supone asegurar un debido
recaudo para que en Chile no acontezca algo similar a lo que ha ocurrido en
otros países, donde los compromisos de gastos asumidos por las regiones o
provincias presionan de manera tal al presupuesto nacional, que ponen en
riesgo las bases mismas de la responsabilidad y el equilibrio fiscal.  

   El  señor  Subsecretario  de  Desarrollo
Regional y Administrativo discrepó de la aprensión manifestada, fundado
en que el deber que se establece en el inciso segundo es para las partes que
suscriben los convenios (Gores con ministerios,  servicios públicos y otros
órganos de la administración del Estado), y no está referido al proyecto de
ley de presupuestos que conoce el Congreso.
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Agregó  que  el  éxito  de  los  convenios  mandato,
que dicho sea de paso se regulan por vez primera en la ley, pasa porque
sean obligatorios. Esta cualidad, empero, se pierde si con posterioridad a su
aprobación son dejados sin efecto por una autoridad en el nivel central.

El  Honorable  Senador  señor  Novoa  estimó
razonable que si las partes suscriben un convenio mandato, se encuentren
obligadas  a  contemplar  los  gastos  previstos  en  la  formulación  de  sus
respectivos presupuestos. Otra cosa es que deba existir una salvaguardia,
que en el  caso del inciso segundo del artículo 81 ter se encuentra en su
oración  final,  que  sujete  el  nivel  de  cumplimiento  exigible  al  monto  de
recursos que anualmente la ley de presupuestos consulte para el respectivo
ítem. Al efecto, sugirió sustituir el vocablo “consulte” por “haya aprobado”. De
este  modo  es  posible  cautelar,  al  mismo  tiempo,  las  obligaciones  y
atribuciones  de  los  suscriptores  de  los  convenios,  por  una  parte,  y  del
Congreso Nacional, por otra.

El  señor Subsecretario de Desarrollo Regional
y Administrativo  explicó que el  objetivo de la  normativa en cuestión es,
precisamente, el que precedentemente se ha señalado: los convenios, sean
de programación o mandato, son obligatorios para el Gore, los municipios y
los ministerios, con una sola excepción: que la ley de presupuestos aprobada
por el Congreso no considere esos recursos. 

El  Honorable  Senador  señor Lagos  acotó que
otra salvaguardia es la que contiene el inciso tercero del artículo 81 ter, que
establece el deber de dar prioridad a determinadas iniciativas, es decir, de
reasignar recursos.  

El  señor Subsecretario de Desarrollo Regional
y  Administrativo añadió  que  el  inciso  tercero  servirá,  además,  para  los
casos  en  que  los  convenios  de  programación  van  quedando  pospuestos
entre las inversiones propias de los ministerios

La  Comisión  estuvo  de  acuerdo  en  aprobar  el
artículo 81 ter con la enmienda sugerida por el  Honorable Senador señor
Novoa, y en realizar otras enmiendas formales.

En  consecuencia,  el  artículo  81  ter  fue
aprobado, con modificaciones acordadas en virtud de lo dispuesto en el
artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, por la unanimidad
de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables  Senadores
señores Escalona, Lagos y Novoa. 

 Asimismo, la Comisión acordó introducir una
adecuación meramente formal en el encabezado del número 44), de la
que se da cuenta en el capítulo de modificaciones del presente informe.

Artículo 3°

Es del siguiente tenor literal:
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“Artículo  3º.-  El  secretario  ejecutivo  a  que  hace
referencia el artículo 43 de la Ley Nº 19.175, será seleccionado mediante
concurso público.

Será nombrado por el intendente, con acuerdo del
consejo regional, entre cualquiera de quienes integren la nómina propuesta
por el Sistema de Alta Dirección Pública mediante un procedimiento análogo
al establecido para el nombramiento de Altos Directivos Públicos de segundo
nivel jerárquico, siendo aplicables al efecto, y en lo que correspondiere, las
disposiciones del Párrafo 3º del Título VI de la Ley Nº 19.882. El consejo
regional  deberá  definir  el  perfil  profesional,  el  que  deberá  considerar  las
competencias y aptitudes que deberán cumplir los candidatos y los desafíos
del cargo.

La  administración  de  este  proceso  le
corresponderá  al  Consejo  de  Alta  Dirección  Pública.  Con  todo,  el
financiamiento del mismo será de cargo del gobierno regional respectivo.

 
El Consejo de Alta Dirección Pública conformará la

nómina de  candidatos  aptos  para  desempeñar  la  función  señalada  en el
inciso  primero  del  presente  artículo,  en  base  a  la  cual  el  intendente
respectivo  deberá  realizar  el  nombramiento  con  acuerdo  del  consejo
regional.

En  cada  una  de  las  plantas  de  los  servicios
administrativos de los gobiernos regionales, el cargo de secretario ejecutivo
tendrá  asignado  un  grado  equivalente  al  de  los  jefes  de  división  de
aquéllos.”.

Ante  una  consulta  de  Honorable  Senador  señor
Escalona,  el  señor  Subsecretario  de  Desarrollo  Regional  y
Administrativo explicó que, jurídicamente, debe hablarse de nombramiento
del  secretario ejecutivo, cargo completamente distinto al  del  administrador
regional.

La  Secretaria  Ejecutiva  del  Programa
Legislativo  de CIEPLAN,  señorita  Macarena  Lobos,  hizo  ver  que  si  el
secretario  ejecutivo  se  rige  por  las  normas  del  SADP,  será  de  exclusiva
confianza de la autoridad que lo nombra, es decir, el Intendente.
 

Reparó, asimismo, en que la redacción propuesta
no aclara si  el  SADP regirá sólo para efectos del nombramiento o, por el
contrario, será enteramente aplicable a la figura del secretario ejecutivo.

El Honorable Senador señor Novoa agregó que
esta redacción no resulta del todo coincidente con la del artículo 43 de la ley
N° 19.175, que el número 25) del artículo 1° del presente proyecto de ley
modifica.
   

La  Comisión  tuvo  en  consideración  que  el
contenido de este artículo 3° debe situarse, en realidad, en el número
25)  del  artículo  1°  del  proyecto  de  ley,  que  modifica  justamente  el
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artículo 43 de la ley N° 19.175. Así se hizo presente, cabe recordar, al
momento de la aprobación con enmiendas de dicho numeral 25), que,
como se  dará  cuenta  en  el  capítulo  de  modificaciones  del  presente
informe, fue objeto de una nueva redacción.

En consecuencia, el artículo 3° del proyecto de
ley  se  dio  por  rechazado  por  la  unanimidad  de  los  miembros  de  la
Comisión,  Honorables Senadores señores Escalona,  Kuschel,  Lagos,
Novoa y Zaldívar.
  

Artículo 4°

Textualmente, prescribe:

“Artículo 4º.- Los jefes de división de los servicios
administrativos de los gobiernos regionales serán nombrados mediante un
concurso público.

Dichos  funcionarios  serán  nombrados  por  el
intendente  respectivo  entre  cualquiera  de  quienes  integren  la  nómina
propuesta  por  el  Sistema  de  Alta  Dirección  Pública  mediante  un
procedimiento  análogo  al  establecido  para  el  nombramiento  de  Altos
Directivos Públicos de segundo nivel jerárquico, siendo aplicables al efecto, y
en lo que correspondiere, las disposiciones del Párrafo 3º del Título VI de la
Ley Nº 19.882. El intendente deberá definir el perfil profesional, el que deberá
considerar las competencias y aptitudes que deberán cumplir los candidatos
y los desafíos del cargo.

 
La  administración  de  este  proceso  le

corresponderá  al  Consejo  de  Alta  Dirección  Pública.  Con  todo,  el
financiamiento del mismo será de cargo del gobierno regional respectivo.

 
El Consejo de Alta Dirección Pública conformará la

nómina de  candidatos  aptos  para  desempeñar  la  función  señalada  en el
inciso  primero  del  presente  artículo,  en  base  a  la  cual  el  intendente
respectivo deberá realizar el nombramiento.”.

El  Honorable Senador señor Novoa  formuló un
llamado a revisar la redacción de este artículo. Refirió, a modo de ejemplo,
las palabras “Con todo” en la segunda oración del inciso tercero, que pueden
llevar  al  equívoco  de  entender  que  el  financiamiento  del  concurso
corresponde a la Alta Dirección Pública y sólo en este caso se está haciendo
una excepción, cuestión que, como se sabe, no es así.

La  Secretaria  Ejecutiva  del  Programa
Legislativo de CIEPLAN, señorita Macarena Lobos, reiteró, respecto de
este artículo, la aprensión sobre si debe entenderse que el SADP regirá sólo
para  efectos  del  nombramiento  o,  por  el  contrario,  será  enteramente
aplicable a la figura de los jefes de división.
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El  señor Subsecretario de Desarrollo Regional
y Administrativo puntualizó que para los jefes de división se ha previsto que
las reglas del SADP operen sólo al momento del nombramiento. 

El  Honorable Senador señor Novoa  indicó que,
a su entender,  el  cargo de jefe  de división debiera ser  de Alta  Dirección
Pública para todo efecto.

La  Comisión  tuvo  en  consideración  que  el
contenido de este artículo 4° debe situarse, en realidad, en el número
36) del artículo 1° del proyecto de ley, que reemplaza el artículo 68 de la
ley N° 19.175. Así se hizo presente, cabe recordar, al momento de la
aprobación  de  dicho  numeral  36),  que,  como  se  dará  cuenta  en  el
capítulo  de  modificaciones  del  presente  informe,  fue  objeto  de
enmiendas.

En consecuencia, el artículo 4° del proyecto de
ley  se  dio  por  rechazado  por  la  unanimidad  de  los  miembros  de  la
Comisión,  Honorables Senadores señores Escalona,  Kuschel,  Lagos,
Novoa y Zaldívar.

Artículo 5°

Prescribe  que  los  funcionarios  de  los  servicios
administrativos de los  gobiernos regionales no podrán ser  designados en
comisión de servicio, a las que se refiere el artículo 75 de la ley Nº 18.834; a
ministerios, servicios públicos o municipalidades.

El  señor Subsecretario de Desarrollo Regional
y Administrativo  expuso que es de ordinaria ocurrencia que funcionarios
soliciten esta designación en comisión de servicio, que genera una rotación
de personal que en esta ocasión se quiere evitar.

La  Comisión  tuvo  en  consideración  que  el
contenido de este artículo 5° debe situarse, en realidad, en el número 15) del
artículo 1° del proyecto de ley, que modifica el artículo 27 de la ley N° 19.175
(que aborda precisamente materias funcionarias del personal de los servicios
administrativos del Gore). 

En  tal  entendido,  la  Comisión  aprobó  dicho
número 15) del artículo 1°, con enmiendas acordadas en virtud de lo
dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado. De
ellas  se  da  cuenta  en  el  capítulo  de  modificaciones  del  presente
informe. 

Consecuencialmente, se dio por rechazado  el
artículo 5° del proyecto de ley.

Ambos  acuerdos  fueron  adoptados  por  la
unanimidad de los miembros de la  Comisión,  Honorables Senadores
señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.
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Artículo 7°

Introduce,  mediante  dos  numerales,
modificaciones  a  la  ley  Nº  18.695,  Orgánica  Constitucional  de
Municipalidades.

El número 1) agrega los siguientes artículos 8º bis
y 8º ter nuevos: 

“Artículo  8º  bis.-  A  iniciativa  de  los  gobiernos
regionales podrán celebrarse convenios formales anuales o plurianuales de
programación  de  inversión  pública  entre  gobiernos  regionales  y
municipalidades, cuyo cumplimiento será obligatorio.

 
La  ley  orgánica  constitucional  sobre  gobierno  y

administración regional establecerá las normas generales que regularán la
suscripción, ejecución y exigibilidad de los referidos convenios. 

Dichos  convenios  de  programación  definirán  las
acciones relacionadas con los proyectos de inversión que disponen realizar
dentro de un plazo determinado. Deberán especificar el o los proyectos sobre
los cuales se aplicarán, las responsabilidades y obligaciones de las partes,
las metas por cumplir,  los procedimientos de evaluación y las normas de
revocabilidad. Asimismo, deberán incluir, cuando corresponda, cláusulas que
permitan reasignar recursos entre proyectos. 

A  los  convenios  de  programación  se  podrán
incorporar otras entidades públicas o privadas, nacionales o regionales, cuyo
concurso  o  aporte  se  estime  necesario  para  la  mayor  eficiencia  en  su
ejecución.

El cumplimiento de los convenios de programación
será obligatorio para todas las partes celebrantes. En caso de tener carácter
plurianual,  cada  una  de  aquellas  deberá  contemplar  en  sus  respectivos
presupuestos  la  estimación  de  los  recursos  correspondientes  al  año
pertinente según las obligaciones adquiridas al momento de la suscripción.

Los  convenios  a  que  se  refiere  este  artículo
deberán  ser  sancionados  mediante  decreto  supremo  expedido  bajo  la
fórmula establecida en el artículo 70 del decreto Ley Nº 1.263, de 1975. Los
proyectos  que  se  incluyan  en  dichos  convenios  deberán  cumplir  con  lo
establecido en el artículo 19 bis del decreto ley Nº 1.263, de 1975.

Artículo 8º ter.-  Los gobiernos regionales podrán
suscribir  convenios  de  programación  territorial,  con  una  o  más
municipalidades, de carácter plurianual; destinados a formalizar los acuerdos
para la ejecución de proyectos de impacto comunal o intercomunal en los
plazos y  con los  aportes  financieros  de las  partes  que en cada caso se
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acuerden. Estos convenios deberán ser sancionados mediante resolución del
gobierno regional respectivo.”.

El  número  2),  en  tanto,  reemplaza,  en  la  parte
inicial del literal i) del artículo 65, el verbo “Celebrar” por la oración “Suscribir
los convenios de programación a que se refieren los artículos 8º bis y 8º ter y
celebrar”.”.

En relación  con el  artículo  8°  bis,  el  Honorable
Senador señor Novoa observó que su redacción debe ser revisada. A modo
de ejemplo, llamó la atención sobre que se está en presencia de convenios
entre Gores y municipalidades. Estos últimos cuentan con ingresos propios,
por lo que no es tan claro que deban, esos convenios, ser financiados con el
presupuesto fiscal.

El inciso quinto, por otra parte, alude al deber de
contemplar,  en  el  caso  de  convenios  de  programación  plurianuales,  la
estimación  de  los  recursos  correspondientes  al  año  pertinente  según  las
obligaciones  adquiridas  al  momento  de  su  suscripción.  Más  que  la
estimación  de  los  recursos,  opinó,  debieran  ser  los  gastos  los  que  se
contemplen.

En la siguiente sesión celebrada por la Comisión,
el  asesor de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo,
señor  Villanueva reseñó  que  la  reforma  constitucional  del  año  2009
incorporó,  respecto  de  los  convenios  de  programación,  dos  asuntos:  su
exigibilidad y la facultad de los municipios para suscribirlos. El objetivo del
artículo  7°  del  proyecto  de  ley  es  que  ambos  queden  debidamente
consagrados en la ley orgánica constitucional de municipalidades.

Debe  quedar  establecido,  además,  que  estos
convenios  serán  obligatorios  para  las  municipalidades  y,  ya  que  son
autónomas administrativa y financieramente,  que tendrán la  obligación de
contemplar en sus presupuestos los recursos que se han comprometido a
aportar.

El número 1), con sus artículos 8° bis y 8° ter,
fue aprobado, con modificaciones acordadas en virtud de lo dispuesto
en  el  artículo  121,  inciso  final,  del  Reglamento  del  Senado,  por  la
unanimidad de los miembros de la  Comisión,  Honorables Senadores
señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar. 

Con  la  misma  unanimidad  fue  aprobado  el
número 2) del artículo 7°.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo Segundo

Textualmente, dispone:
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“Artículo  Segundo.-  Los  funcionarios  que,  a  la
fecha de publicación de la presente ley, se encuentren desempeñando los
cargos de jefe de división, mantendrán su nombramiento y seguirán afectos a
las normas aplicables a esa fecha, debiendo llamarse a concurso cuando
cesen en ellos por cualquier causa.

Para  estos  efectos,  quienes  a  dicha  fecha  se
desempeñen  como  Jefes  de  División  de  Análisis  y  Control  de  Gestión,
continuarán realizando sus labores funcionarias como Jefes de División de
Presupuesto e Inversión Regional.”.

La  Secretaria  Ejecutiva  del  Programa
Legislativo de CIEPLAN, señorita Macarena Lobos, advirtió que, conforme
a  esta  redacción,  podría  entenderse  que  los  jefes  de  división  sí  se
encontrarían adscritos al SADP, pues se les respetaría la normativa aplicable
hasta que cesen en el cargo. Si así fuese, podría estarse en presencia de
una contradicción con el contenido del artículo 4° del proyecto de ley.

En la siguiente sesión celebrada por la Comisión,
el  asesor de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo,
señor  Villanueva,  señaló  que  este  artículo  constituye  una  norma  de
resguardo para los actuales jefes de división de los Gore, quienes han sido
designados  por  el  respectivo  Intendente  sin  que  mediara  un  concurso
análogo  a  los  de  la  Alta  Dirección  Pública.  Seguirán,  conforme  al  inciso
primero, desempeñando sus funciones sin ninguna modificación. 

Con  arreglo  al  inciso  segundo,  en  tanto,  se
refrenda  que  ante  el  cambio  de  denominación  de  una  de  las  divisiones,
quienes allí  ejercen como jefes no verán variada su función. La finalidad,
indicó, es que no existan dudas interpretativas.

Fue  aprobado  por  la  unanimidad  de  los
miembros  de  la  Comisión,  Honorables  Senadores  señores  Escalona,
Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.

Artículo Tercero

Establece  que  las  personas  que,  a  la  fecha  de
publicación  de  la  ley  que  el  presente  proyecto  propone,  se  encuentren
desempeñando  la  función  de  secretario  ejecutivo  del  consejo  regional,
proseguirán desempeñándola en similares condiciones, debiendo llamarse a
concurso cuando cese en ella por cualquier causa. 

El  señor Villanueva afirmó que, respecto de los
secretarios ejecutivos de los Cores, este artículo tiene idéntico objetivo que el
del artículo segundo transitorio. 

Dichos  personeros,  explicó,  se  rigen  en  la
actualidad por el  Código del  Trabajo. En mérito de la iniciativa de ley en
estudio,  en  cambio,  pasarán a  ser  funcionarios  bajo  régimen de carácter
estatutario.
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Propuso, al efecto, que se exprese en la redacción
que continuarán desempeñando sus funciones en iguales, y no similares,
condiciones, de manera que quede claro que no habrá cambios mientras no
cesen en el cargo.

El  artículo  tercero  transitorio  fue  aprobado,
con una modificación acordada en virtud de lo dispuesto en el artículo
121, inciso final, del Reglamento del Senado, por la unanimidad de los
miembros  de  la  Comisión,  Honorables  Senadores  señores  Escalona,
Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar. 

Artículo Cuarto

Es del siguiente tenor:

“Artículo Cuarto.- Concédese al Presidente de la
República, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la
presente ley, la facultad de dictar uno o más decretos con fuerza de ley,
expedidos por intermedio del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, los
cuales podrán modificar las plantas de personal de cada uno de los servicios
administrativos de los gobiernos regionales en el siguiente sentido:

a) Crear el cargo de administrador regional, el cual
se insertará dentro del acápite “Directivo – Cargo de Exclusiva Confianza”,
asignándosele grado 3.

b) Establecer que para desempeñar los cargos de
exclusiva confianza,  se  requerirá  acreditar  una experiencia  profesional  no
inferior a 5 años.”.

Fue  aprobado  por  la  unanimidad  de  los
miembros  de  la  Comisión,  Honorables  Senadores  señores  Escalona,
Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar. 

Artículo Quinto

Literalmente, prescribe lo siguiente:

“Artículo  Quinto.-  El  mayor  gasto  fiscal  que
signifique la aplicación de esta ley durante el presente año, considerando su
efecto año completo, no podrá exceder la cantidad de $ 463.362 miles y se
financiará con cargo al presupuesto del Ministerio del Interior y Seguridad
Pública.”.

La  Secretaria  Ejecutiva  del  Programa
Legislativo de CIEPLAN, señorita Macarena Lobos, advirtió que el último
informe financiero elaborado por  la  Dirección  de Presupuestos,  de 12 de
diciembre de 2013 y del  que se  da cuenta más adelante en el  presente
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informe, no contiene una cifra actualizada del monto expresado en el artículo
quinto transitorio.

Por  otra  parte,  el  Honorable  Senador  señor
Novoa señaló que si bien es compatible la proyección del gasto total que en
régimen irrogaría el proyecto de ley, con la existencia de un tope máximo de
gasto como el que la disposición transitoria en estudio contiene, resta por
saber si es ese realmente el propósito que se persigue.

El Honorable Senador señor Escalona consignó
que, efectivamente, es muy alta la diferencia entre el  total  de gasto fiscal
contemplado ($1.821.236 miles) y el límite que se fija como gasto para el
primer año ($463.362 miles). La puesta en marcha de cualquier iniciativa de
este tipo, razonó, suele involucrar importantes desembolsos. 

La  señorita  Lobos  reparó  en  que  el  primer
informe  financiero  emitido  por  la  Dirección  de  Presupuestos,  de  15  de
septiembre  de  2011, consideraba  un  mayor  gasto  fiscal  por  $1.614.049
miles. Actualizada esa cifra, asciende a los aludidos $1.821.236 miles del
último  informe.  El  tope  expresado  en  el  artículo,  por  otra  parte,
probablemente guarda relación con el máximo que se autoriza a gastar en
las plantas.

Hizo  ver,  además,  que  mientras  el  artículo
transitorio carga el mayor gasto fiscal exclusivamente al Ministerio del Interior
y Seguridad Pública, el último informe financiero agrega la opción de obtener
suplementos  desde  la  partida  presupuestaria  correspondiente  al  Tesoro
Público. 

Del mismo modo, llamó la atención sobre que el
citado primer informe financiero contemplaba recursos para la incorporación
al SADP de los tres cargos de jefe de división de los Gobiernos Regionales
(con un mayor gasto de $677.446 miles, por asignación de Alta Dirección
Pública). A lo largo de la discusión del proyecto de ley en el trámite seguido
en la Comisión de Hacienda y en las enmiendas acordadas introducir con el
Ejecutivo, por el contrario, ha quedado claro y enfáticamente se ha afirmado
que dichos funcionarios no van a formar parte de ese sistema ni, en caso,
alguno, percibirán esa asignación. Tal incongruencia, sostuvo, instala la duda
sobre si se había previsto o no financiamiento para adscribirlos al SADP. 

El señor Subsecretario de Desarrollo Regional
y Administrativo manifestó que no deben existir dudas de que los jefes de
división no van a formar parte del SADP. 

Hizo referencia, sobre el particular, a que en las
etapas de elaboración del proyecto de ley previas a su tramitación legislativa,
efectivamente  existieron  al  interior  del  Ejecutivo  discusiones  sobre  si
adscribirlos o no a dicho sistema. La cuestión, sin embargo, se zanjó cuando,
de manera inequívoca, se optó porque no lo fueran. 
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Que el primer informe financiero elaborado hace
ya más de dos años contemple financiamiento para esos fines, entonces,
debe obedecer a un error.

El Honorable Senador señor Novoa observó que
si el  mayor gasto fiscal del segundo informe financiero es, en realidad, la
suma actualizada del primer informe, quiere decir que la asignación de Alta
Dirección  Pública  se  mantiene  en  la  proyección  de  gastos.  Se  hace
necesario, entonces, un nuevo informe financiero que rectifique y aclare esta
confusión.

Puesto  en  votación  el  artículo  quinto
transitorio,  fue  rechazado  por  la  unanimidad  de  los  miembros  de  la
Comisión,  Honorables Senadores señores Escalona,  Kuschel,  Lagos,
Novoa y Zaldívar.

Enseguida,  a  raíz  del  precedente  debate,  la
unanimidad  de  los  miembros  de  la  Comisión  acordó  dejar  expresa
constancia de lo siguiente:

Haber  advertido  la  inconsistencia  entre  los
informes financieros acompañados por la Dirección de Presupuestos,
por una parte, y el contenido del proyecto de ley, por otra, respecto de
la  aplicación  del  Sistema  de  Alta  Dirección  Pública  a  los  jefes  de
división de los Gobiernos Regionales. Mientras los primeros consideran
la incorporación de dichos funcionarios al Sistema y el pago de una
asignación, la iniciativa de ley no lo hace, y solamente prevé que sean
nombrados mediante un procedimiento análogo que no implica, en caso
alguno, su adscripción a aquél.  

En  atención  a  las  argumentaciones
desarrolladas por el Ejecutivo, la Comisión prestó su aprobación a lo
que  el  proyecto  de  ley,  y  no  los  informes  financieros,  dispone  en
relación con el nombramiento de los jefes de servicios en su articulado
permanente. 

En ese entendido, sin embargo, corresponde al
Ejecutivo ocuparse de la elaboración de un informe financiero que se
avenga  de  manera  precisa  con  la  incidencia,  para  la  administración
financiera  y  presupuestaria  del  Estado,  del  proyecto  de  ley  en  su
oportunidad  despachado  por  la  Comisión  de  Gobierno,
Descentralización y Regionalización y por la Sala del Senado, y en esta
ocasión por la Comisión de Hacienda.

Si,  por  el  contrario,  en  ejercicio  de  sus
atribuciones opta finalmente el Ejecutivo porque los jefes de servicios
formen  parte  de  la  Alta  Dirección  Pública,  deberá,  en  las  etapas
subsiguientes  de  tramitación  del  proyecto  de  ley,  formular  las
indicaciones,  con  sus  respectivos  informes  financieros,  que  sean
conducentes.
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Finalmente,  el  Honorable  Senador  señor
Kuschel dio a conocer su preocupación por el riesgo de que, a raíz de las
enmiendas que en virtud del proyecto de ley se están introduciendo, tenga
lugar un aumento en el endeudamiento de los Gores, en primer lugar, y de
los municipios y servicios de salud, en segundo término.

Las  tan  anheladas  descentralización  y
regionalización, razonó, deben verificarse dentro de un orden presupuestario
armónico que no haga recaer toda la presión en el Gobierno Central.

El señor Subsecretario de Desarrollo Regional
y Administrativo afirmó que no existe tal riesgo, toda vez que el proyecto de
ley no prevé normas que signifiquen una descentralización fiscal. En efecto,
graficó, el control presupuestario permanecerá en manos del Ministerio de
Hacienda y los presupuestos regionales seguirán siendo aprobados por el
Congreso Nacional.

Con  todo,  debe  hacerse  presente  que  la
legislación  vigente  ya  contempla  un  mecanismo  que  permite  al  Core  la
aprobación  de  proyectos  que  deben  ser  financiados  en  el  futuro.
Lamentablemente,  se  ha  prestado  en  alguna  ocasión  para  un  mal  uso
político  que  ha  significado  la  aprobación  de  proyectos  muy  por  sobre  el
presupuesto regional que, desde luego, han repercutido en el nivel central.

  
- - -

INFORME FINANCIERO

El Informe Financiero elaborado por la Dirección
de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 15 de septiembre de 2011,
señala lo siguiente:

I Antecedentes.

El  proyecto  de  ley  tiene  como  objetivo  principal
profundizar la regionalización del país mediante una serie de acciones que
permitan  fortalecer  la  autonomía  de  las  regiones,  lo  cual  comprende  un
aumento de las funciones y atribuciones de los gobiernos regionales, lo que
les permitirá asimismo fortalecer aún más su capacidad de gestión.

A partir de la publicación en el diario oficial, el 28
de octubre de 2009, de la reforma constitucional en materias de gobierno y
administración regional (Ley N°20.390), se hace necesario adecuar el texto
de  la  Ley  N°  19.175,  Orgánica  Constitucional  sobre  Gobierno  y
Administración Regional (LOC GAR) a las modificaciones aprobadas.

Entre  las  diversas  modificaciones  destacan
aquellas  que  aumentan  las  funciones  de  los  gobiernos  regionales  en  el
ámbito  del  ordenamiento territorial,  fomento productivo,  desarrollo social  y
cultural;  y  aquellas  que  aumentan  sus  atribuciones  respecto  a  diseñar,
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elaborar, aprobar e implementar políticas, planes y programas dentro de su
territorio.

Respecto  de  la  estructura  organizacional  de  los
Gobiernos Regionales, el  proyecto de ley propone modificar su estructura
administrativa a objeto de solucionar un vacío existente desde la aprobación
de  la  Ley  N°  20.035,  estableciéndose  formalmente  la  existencia  de  3
divisiones  en  los  gobiernos  regionales.  Además  se  propone,  entre  otras
modificaciones,  que  cada  gobierno  regional  cuente  con  un  administrador
regional,  el  que  será  colaborador  directo  del  intendente,  de  su  exclusiva
confianza, correspondiéndole la gestión administrativa del gobierno regional
y la coordinación del accionar de los jefes de cada una de las divisiones.
Asimismo se propone la concursabilidad para las jefaturas de división y de la
secretaría  ejecutiva  del  consejo  regional.  Esta  última  se  incorpora  a  las
plantas de los servicios administrativos de los gobiernos regionales.

El proyecto propone adecuar la normativa regional
a  las  nuevas  normas  constitucionales  sobre  convenios  de  programación,
incluyendo  otros  actores  como  Municipalidades  y  entidades  públicas  o
privadas en la suscripción de convenios, además de crear la modalidad de
convenio territorial e incorporar normas para materializar su obligatoriedad.

Se  dispone  finalmente  que  los  ingresos
provenientes  de  patentes  mineras,  patentes  de  acuicultura  y  de  casinos
formen parte del patrimonio del Gobierno Regional; y que el Presidente del
Consejo Regional, elegido de entre los consejeros regionales, disponga de
gastos  de  representaci6n  y  recursos  necesarios  para  el  ejercicio  de  sus
competencias, en el presupuesto del Gobierno Regional.

II  Efecto  del  Proyecto  sobre  el  Presupuesto
Fiscal.

La aplicación del proyecto de ley genera mayores
gastos  por  $1.614.049  miles,  $1.389.799  miles  constituyen  gastos
recurrentes  y  $224.250  miles  son  por  una  vez  para  la  adquisición  de
equipamiento  (computadores  y  mobiliario  para  15  nuevos  cargos
correspondientes  a  administradores  regionales)  y  para  Ilevar  a  cabo  el
proceso de selección de cuatro cargos por región, sistema homólogo al de
Alta Dirección Pública.

El detalle es el siguiente:

1. Creación del cargo de Administrador Regional,
modifica la planta de cada uno de los gobiernos regionales, incorporando un
directivo profesional grado 3. Esta modificación genera un mayor gasto fiscal
por  $  611.141  miles,  de  los  cuales  $596.891  miles  constituyen  gastos
recurrentes  y  $14.250  miles  es  gasto  por  una  vez  en  equipamiento
(computadores y mobiliario para 15 nuevos administradores regionales).

Miles de $
Gastos Recurrentes (1) 596.891
Personal 569.891
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Operación  27.000
Gastos Equipamiento (2)  14.250
TOTAL (1+2) 611.141

2.  Incorporación  al  Sistema  de  Alta  Dirección
Pública de los tres cargos de jefe de división de los Gobiernos Regionales. El
mayor gasto asciende a $ 677.446 miles, producto de la aplicación en este
caso de una asignación de Alta Dirección Pública.

3. Incorporación a la planta de cada uno de los
gobiernos regionales del cargo de Secretario Ejecutivo del Consejo Regional.
El mayor gasto asciende a $115.461 miles, correspondientes al diferencial de
sueldos  equivalente  a  $25.135  miles  y  gastos  asociados  $90.326  miles,
como resultado del cambio en la calidad de contrato: planta versus Código
del Trabajo.

4. Gastos de representación para el Presidente del
Consejo Regional. Este gasto se financia con reasignación de los gastos en
Representación  que  por  el  mismo  concepto  estaban  destinados  al  Sr.
Intendente, gastos asociados a su rol como Presidente del Consejo.

5. Gastos de administración para la selección de
cargos incorporados al sistema homólogo de Alta Dirección Pública por un
total  de $210.000 miles.  Se financia con cargo a  los gastos en bienes y
servicios de los Gobiernos Regionales.

El mayor gasto fiscal se financiará con cargo a los
recursos contemplados en el presupuesto del Ministerio del Interior y, en lo
que no alcanzare, con recursos provenientes de la Partida Tesoro Público
50-01-03-24-03-104.

Posteriormente, con fecha 29 de agosto de 2012,
la Dirección de Presupuestos emitió el siguiente un Informe Financiero que
acompañó a indicaciones presentadas durante la tramitación del proyecto de
ley:

I.- Antecedentes

El Proyecto de Ley en referencia modifica la Ley
N°19.175 Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional,
profundizando la regionalización del país. Las indicaciones incorporan, entre
otras  disposiciones,  la  posibilidad  de  que  el  Consejo  Regional  solicite  el
traspaso  de  competencias  sin  que  se  requiera  proposición  del  órgano
Ejecutivo, la facultad de los Consejeros Regionales, por el  solo hecho de
asumir tales funciones, de afiliarse al Sistema de Pensiones, de Vejez, de
Invalidez y de Sobrevivencia de acuerdo a lo establecido en el Decreto Ley
N°3.500 y la sujeción de los Consejeros Regionales al seguro contra riesgo
de accidentes del  trabajo y  enfermedades profesionales establecido en la
Ley N°16.744.
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II.-  Efecto  de  las  Indicaciones  en  el
Presupuesto del Gobierno Central

Las  indicaciones  formuladas,  en  particular  la
relacionada  al  seguro  contra  riesgo  de  accidentes  del  trabajo  y
enfermedades profesionales  establecido  en la  Ley  N°16.744,  implican  un
mayor  gasto  fiscal  anual  en  régimen  de  $48.050  miles.  Dicho  gasto,
durante el primer año de vigencia de la Ley, se financiará con cargo a los
presupuestos de funcionamiento de los Gobiernos Regionales y, en lo que
faltare,  con recursos provenientes  de la  Partida  Tesoro  Público.  Para  los
años siguientes, se financiará con los recursos que se consulten anualmente
en los respectivos presupuestos.

Este mayor gasto es adicional al establecido en
el Informe Financiero N°112 del año 2011.

Con la  misma fecha 29 de agosto de 2012,  en
tanto, la Dirección de Presupuestos emitió otro Informe Financiero, también
acompañando a indicaciones formuladas por el Ejecutivo. Es del siguiente
tenor:

I.- Antecedentes

El Proyecto de Ley en referencia modifica la Ley
N°19.175  Orgánica  Constitucional  Sobre  Gobierno  y  Administración
Regional,  profundizando  la  Regionalización  del  País.  Las  indicaciones
incorporan la posibilidad de que el gobierno regional solicite al Presidente de
la  República  la  reconsideración  del  rechazo  a  la  transferencia  de
competencias  y  establecen  las  disposiciones  a  que  se  someterá  dicho
proceso, entre otras materias.

II.-  Efecto de las Indicaciones al  Proyecto de
Ley en el Presupuesto del Gobierno Central

Las  indicaciones  formuladas  no  implicarán  un
mayor gasto fiscal  al establecido en el Informe Financiero N°112 del año
2011 y N°120 del presente año.

Finalmente, la Dirección de Presupuestos emitió un
Informe Financiero de actualización de costos, de 12 de diciembre de 2013.
Su contenido es el que sigue: 

I. Antecedentes

El Proyecto de Ley tiene como objetivo principal
profundizar la regionalización del país, a través de aumentar las funciones y
atribuciones  de  los  gobiernos  regionales,  lo  cual  permitirá  fortalecer  la
autonomía y capacidad de gestión.

Con  la  publicación  en  el  diario  oficial,  el  28  de
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octubre  de  2009  de  la  reforma constitucional  en  materias  de  gobierno  y
administración regional (Ley N° 20.390), se hace necesario adecuar el texto
de  la  Ley  N°  19.175,  Orgánica  Constitucional  sobre  Gobierno  y
Administración Regional a las modificaciones aprobadas.

Entre las principales modificaciones, se encuentra
lo  referido  a  las  funciones  de  los  gobiernos  regionales  en  materia  de
ordenamiento territorial, fomento productivo, desarrollo social y cultural. Por
otra  parte,  están  aquellas  que  incrementan  sus  atribuciones  respecto  a
diseñar,  elaborar,  aprobar  e  implementar  políticas,  planes  y  programas
dentro de su territorio.

En  materia  de  estructura  organizacional,  se
establece en cada gobierno regional, la figura del Administrador  Regional  y
formaliza  la  existencia  de  las  tres  divisiones.  Asimismo,  propone
concursabilidad para las jefaturas de división y de la secretaría ejecutiva del
consejo regional.

II. Actualización de Costos

Como se ha señalado en los Informes Financieros
Nos 112, 120 y 121, el proyecto de ley irroga un mayor gasto fiscal, el cual se
encuentra registrado  en moneda corriente.  Para la  actualización de dicho
gasto,  se consideran los factores respectivos¹  para cada año y aplicados
sobre el componente de gasto que corresponda.

El resumen de la actualización se consigna en los
siguientes cuadros:

a) Informe Financiero N° 112, de 2011

Concepto de Gastos Miles de $ 2011 Miles de $ 2013
Gastos en Personal 1.362.799 1.502.486
Gastos de Operación 251.250 265.775

TOTAL 1.614.049 1.768.261

b) Informe Financiero N° 120, de 2012

Concepto de Gastos Miles de $ 2012 Miles de $ 2013
Gastos en Personal 48.050 52.975
Gastos de Operación 0 0

TOTAL 48.050 52.975

¹  Porcentaje de Reajuste años 2012 y 2013: 5,0%; Corrector presupuestario año 2012: 2,8%, año
2013: 2,9%.

c) Informe Financiero N°121 de 2012

No  tenía  costos  incrementales  respecto  de  los
anteriores.
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III.  Efecto  del  Proyecto  sobre  el  Resultado
Fiscal

El proyecto de ley implica un mayor gasto fiscal de
$1.821.236 miles anuales, conforme se indica en el siguiente cuadro:

Concepto de Gasto Miles de $ 2013
Gastos en Personal 1.555.461
Gastos de Operación 265.775

TOTAL 1.821.236

El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de
la  presente  ley,  será  financiado  con  cargo  al  presupuesto  vigente  de  la
Partida 05 Ministerio del Interior y Seguridad Pública y en lo que faltare, se
podrá suplementar con recursos de la Partida 50 Tesoro Público.

En  consecuencia,  las  normas  del  proyecto  en
informe  no  producirán  desequilibrios  macroeconómicos  ni  incidirán
negativamente  en  la  economía  del  país,  sin  perjuicio  de  lo  expresado
precedentemente en el presente informe de la Comisión de Hacienda, acerca
de la divergencia advertida entre los informes financieros acompañados por
la Dirección de Presupuestos, por una parte, y el contenido del proyecto de
ley, por otra, respecto de la aplicación del Sistema de Alta Dirección Pública
a los jefes de división de los Gobiernos Regionales.

- - -

MODIFICACIONES

En  virtud  de  los  acuerdos  precedentemente
consignados,  la  Comisión  de  Hacienda  tiene  el  honor  de  proponer  las
siguientes enmiendas al  proyecto aprobado en general  por  la  Sala del
Senado:

Artículo 1°

Número 2)

Sustituir,  en  la  segunda  oración  del  inciso
segundo  que  se  propone,  la  frase  “Dispondrán  de  autonomía  para  la
administración de sus finanzas, en concordancia con”, por la siguiente:
“La  autonomía  para  la  administración  de  sus  finanzas  se  regirá  por”.
(Unanimidad  5x0.  Artículo  121,  inciso  final,  del  Reglamento  del
Senado).

Número 7)
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Letra e)

Reemplazar,  en  la  letra  h),  la  conjunción  “y”,  la
segunda vez que aparece, por “e”. (Unanimidad 5x0. Adecuación formal).

Número 8)

Letra f)

Sustituir,  en  su  encabezado  y  en  los  literales
nuevos que incorpora, las letras “j)” y “k”),  por “k)” y “l)”, respectivamente.
(Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Número 9)

Artículo 21 Bis 

Inciso primero

Sustituir las palabras “Bis” y “Ley” por “bis” y “ley”, 
respectivamente, y sustituir el punto y coma (“;”) que sucede a “Estado”, por 
una coma (“,”).

Inciso segundo

Sustituir la palabra “Quáter” por “quáter”, suprimir
la voz “siempre” y sustituir la expresión “del”, la segunda vez que aparece,
por “presentada por el”.

Inciso tercero

- En la primera oración, reemplazar las palabras
“ejecutivo del gobierno regional” por “intendente”, y las voces “por éste”, por
“en el futuro por el gobierno regional”.

- Suprimir, en la segunda oración, la voz “estos”.

Inciso final

Intercalar,  entre  las  palabras  “plazo”  y  “de”,  la
expresión “máximo”, y sustituir la voz “ochenta” por “veinte”.  (Unanimidad
3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Artículo 21 Ter

Sustituir  la  palabra  “Ter”  por  “ter”. (Unanimidad
5x0. Adecuación formal).
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Artículo 21 Quáter

Sustituir,  en  su encabezado,  la  palabra “Quáter”
por “quáter”. 

Letra b)

Agregar, en la segunda oración, a continuación de
la palabra “ello”, una coma (“,”).

Letra c)

Sustituir  la  palabra “Ley” por  “ley”.  (Unanimidad
5x0. Adecuaciones formales).

Letra e)

Sustituirla  por  el  siguiente  inciso  segundo  del
artículo 21 quáter:

“La  transferencia  de  competencias  podrá  ser
revocada  fundadamente,  pudiendo  considerarse  al  efecto,  entre  otros
motivos, la deficiente prestación de servicios a la comunidad, ineficiencias e
ineficacias en la asignación y utilización de recursos públicos y la duplicación
o  interferencia  de  funciones  y  atribuciones  con  otros  órganos  de  la
Administración del Estado.”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final,
del Reglamento del Senado).

Letra f)

Suprimir la letra “f)”, pasando a ser su contenido el
nuevo inciso tercero del artículo 21 quáter, y eliminar las comillas y el punto
finales (“”.”). (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento
del Senado).

Artículo 21 Quinquies

Inciso primero

Suprimir  las  comillas  (““”)  que  anteceden  a  la
palabra “Artículo” y sustituir la palabra “Quinquies” por “quinquies”. 

Inciso segundo

Letra a)

Reemplazar,  en  el  párrafo  primero,  la  expresión
“del Ministerio del Interior y Seguridad Pública” por “de dicho ministerio”.
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Letra d)

Sustituir  la  frase  “siguiendo  el  mismo
procedimiento  dispuesto  en  el  artículo  anterior”  por  “con  arreglo  a  lo
dispuesto en el presente Párrafo”.  (Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso
final, del Reglamento del Senado).

Número 12)

Letra c)

En la letra d) que se propone, reemplazar “de la
Nación”  por  “del  Sector  Público”,  y  agregar,  a  continuación de la  palabra
“Estado”, un punto (“.”) final.

Letra d)

En  la  primera  oración  de  la  letra  e)  que  se
propone,  suprimir  la  coma  (“,”)  que  sucede  a  la  expresión  “asignación
regional”. (Unanimidad 5x0. Adecuación formal).

Número 15)

Sustituirlo por el siguiente:

“15)  Agréganse  los  siguientes  incisos  tercero  y
cuarto, nuevos, al artículo 27: 

“Los funcionarios de los servicios administrativos
de  los  gobiernos  regionales  no  podrán  ser  designados  en  comisión  de
servicio, a la que se refiere el artículo 75 de la ley Nº 18.834, a ministerios,
servicios públicos o municipalidades.

El intendente deberá informar al consejo regional
los  resultados  de  todos  los  sumarios  administrativos  que  se  instruyan
respecto de funcionarios del servicio administrativo del gobierno regional.”.
(Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Número 22)

Artículo 39

-  En el  inciso cuarto,  suprimir,  entre  “anterior”  y
“haya”, las voces “el consejero”, y sustituir las palabras “setenta y cinco por
ciento” por “75%”.

- Suprimir, en el inciso quinto, la frase “, siempre
que  el  deceso  hubiese  tenido  lugar  dentro  de  los  siete  días  corridos
anteriores a la sesión respectiva”.
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-  Eliminar,  en  la  segunda  oración  del  inciso
noveno, la coma (“,”) que sucede a la palabra “anterior”.

-  En el  inciso décimo, reemplazar, en la primera
oración, las palabras “Decreto Ley” por “decreto ley”; y sustituir, en la tercera
oración, la expresión “efectos” por “fines”.

- Sustituir, en el inciso final,  la palabra “Ley” por
“ley”, y suprimir la puntuación final comillas punto (“”.”). (Unanimidad 4x0.
Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Número 25)

Sustituirlo por el siguiente:

“25) Introdúcense las siguientes modificaciones en
el artículo 43:

a)  Reemplázase  el  inciso  segundo  por  los
siguientes incisos segundo, tercero, cuarto, quinto y sexto, nuevos:

“El consejo dispondrá de un secretario ejecutivo,
quien se desempeñará como su ministro de fe y será seleccionado mediante
concurso público.

Será nombrado por el intendente, con acuerdo del
consejo regional, entre cualquiera de quienes integren la nómina propuesta
mediante un procedimiento análogo al establecido para el nombramiento de
Altos Directivos Públicos de segundo nivel jerárquico, siendo aplicables al
efecto, y en lo que correspondiere, las disposiciones del Párrafo 3º del Título
VI de la ley Nº 19.882. El consejo regional deberá definir el perfil profesional,
el que deberá considerar las competencias y aptitudes que deberán cumplir
los candidatos y los desafíos del cargo.

El financiamiento de este proceso será de cargo
del gobierno regional respectivo.

 
El Consejo de Alta Dirección Pública conformará la

nómina de  candidatos  aptos  para  desempeñar  la  función  señalada  en el
inciso  primero  del  presente  artículo,  en  base  a  la  cual  el  intendente
respectivo  deberá  realizar  el  nombramiento  con  acuerdo  del  consejo
regional.

En  cada  una  de  las  plantas  de  los  servicios
administrativos de los gobiernos regionales, el cargo de secretario ejecutivo
tendrá  asignado  un  grado  equivalente  al  de  los  jefes  de  división  de
aquéllos.”. 
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b) Reemplázase en el inciso tercero, que pasó a
ser inciso séptimo, la frase “el inciso anterior” por “los incisos anteriores”.”.
(Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Número 32)

Sustituir  el  punto  y  coma  (“;”)  que  sucede  al
guarismo “19”, por una coma (“,”). (Unanimidad 5x0. Adecuación formal).

Número 36)

Artículo 68

- Sustituir, en el encabezado, la voz “Intendente”
por “intendente”.

- Eliminar, en la segunda oración de la letra a), la
coma (“,”) que sucede a la voz “administración”.

-  Incorporar  los  siguientes  incisos  segundo,
tercero, cuarto y quinto, nuevos:

“Los  jefes  de  división  de  los  servicios
administrativos  de  los  gobiernos  regionales  serán  nombrados  mediante
concurso público. Para todos los efectos legales, estos cargos constituirán
segundo nivel jerárquico.

Dichos  funcionarios  serán  nombrados  por  el
intendente  respectivo  entre  cualquiera  de  quienes  integren  la  nómina
propuesta  mediante  un  procedimiento  análogo  al  establecido  para  el
nombramiento  de  Altos  Directivos  Públicos  de  segundo  nivel  jerárquico,
siendo aplicables al efecto, y en lo que correspondiere, las disposiciones del
Párrafo 3º del Título VI de la ley Nº 19.882. El intendente deberá definir el
perfil profesional, el que deberá considerar las competencias y aptitudes que
deberán cumplir los candidatos y los desafíos del cargo.

 
El financiamiento del concurso será de cargo del

gobierno regional respectivo.
 
El Consejo de Alta Dirección Pública conformará la

nómina de candidatos aptos para desempeñar las jefaturas de las funciones
señaladas en el  inciso primero del presente artículo, en base a la cual el
intendente respectivo deberá realizar el nombramiento.”.  (Unanimidad 5x0.
Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Número 37)

Sustituir, en el encabezado, la frase “los artículos
68 ter y 68 quáter nuevos”, por “el artículo 68 ter, nuevo”.
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Artículo 68 Ter

Inciso primero

Sustituir  la  palabra “Ter”  por  “ter”,  y  la  frase “la
letra e) del artículo 21 ter”, por “el inciso final del artículo 21 quáter”.

Incisos segundo y tercero

Sustituirlos  por  un  inciso  segundo,  nuevo,  del
siguiente tenor:

“El  cargo  de  administrador  regional  será  de
exclusiva  confianza  del  intendente,  sin  perjuicio  que  rijan  además,  a  su
respecto, las causales de cesación de funciones aplicables al personal del
servicio  administrativo del  gobierno regional.”. (Unanimidad 5x0.  Artículo
121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Artículo 68 Quáter

Eliminarlo.  (Unanimidad  5x0.  Artículo  121,
inciso final, del Reglamento del Senado).

Número 38)

Sustituir, en la letra b), la letra “i” que antecede a
las palabras “Los Ingresos”, por “i)”. (Unanimidad 5x0. Adecuación formal).

Número 39)

- Reemplazar la letra a) por la siguiente:

“a)  Intercálase,  en  la  primera  oración  del  inciso
primero, entre “región,”  y “el  intendente”,  la siguiente frase: “así como los
planes de desarrollo comunales vigentes,”.”.

- En la letra b), sustituir ““correspondiente.”, el cual
pasa” por ““correspondiente”, que pasa a”, y el punto y coma (“;”) que sucede
a “seguido (.)”, por una coma (“,”); y agregar el vocablo “final” a continuación
de  la  palabra  “oración”,  y  un  punto  final  (“.”)  a  continuación  de
“observaciones.””.

- En la letra c), reemplazar la palabra “oración” por
“siguiente frase:”,  e  intercalar,  entre “36)”  y  la  coma que le  sigue (“,”),  lo
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siguiente: “de la presente ley”. (Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final,
del Reglamento del Senado).

Número 40)

Reemplazar, en la letra a), la frase “y precedida de
una coma (,), la siguiente oración: “, el cual”, por lo siguiente: “, la siguiente
frase:  “,  el  que”. (Unanimidad  3x0.  Artículo  121,  inciso  final,  del
Reglamento del Senado).

Número 41)

Artículo 78

- En el inciso primero, reemplazar la voz “resolver”
por “aplicar”, suprimir la frase “según lo dispuesto en los artículos 76 y 77 de
esta Ley,”, e intercalar, entre las voces “consejo regional” y el punto final (“.”),
lo siguiente: “de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36, letra e), de la
presente ley”.

- En el inciso final, suprimir las comillas y el punto
finales (“”.”). (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento
del Senado).

Número 43)

Letra c)

Agregar comillas (““”) iniciales en el nuevo inciso
tercero que se propone, y agregar a continuación del punto aparte (“.”), que
pasa  a  ser  punto  seguido  (“.”),  la  siguiente  oración  final:  “El  nivel  de
cumplimiento  exigible,  respecto  de  cualquiera  de  las  partes,  estará
supeditado al monto de recursos que anualmente la Ley de Presupuestos del
Sector  Público  haya  aprobado  para  el  respectivo  ítem  de  gasto.”.
(Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

- - -

Incorporar la siguiente letra d), nueva:

“d)  Sustitúyanse,  en  la  oración  final  del  inciso
tercero, que pasó a ser inciso cuarto, las palabras “Decreto Ley N° 1.263, de
1975”,  por  las  siguientes:  “mencionado  decreto  ley”.”. (Unanimidad  5x0.
Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

- - -
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Número 44)

Reemplazar, en el encabezado, la voz “artículo”, la
segunda vez que aparece, por “artículos”.  (Unanimidad 5x0. Adecuación
formal).

Artículo 81 bis

Suprimir, en la primera oración, el punto y coma
(“;”) que sucede a la expresión “plurianual”, e intercalar, en la oración final,
entre  la  expresión  “respectivo”  y  el  punto  final  (“.”),  la  siguiente  frase”,  y
quedarán  sujetos,  en  lo  que  correspondiere,  a  lo  dispuesto  en  el  inciso
tercero del artículo anterior”.  (Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final,
del Reglamento del Senado.).

Artículo 81 ter

-  En el  inciso  primero,  sustituir  la  frase “Ley N°
18.091,  que  Establece  Normas  Complementarias  de  Incidencia
Presupuestaria  y  de  Administración  Financiera;”,  por  “ley  N°  18.091,  que
establece  normas  complementarias  de  incidencia  presupuestaria  y  de
administración financiera,”.

-  En  el  inciso  segundo,  suprimir  la  voz
“contratantes”  en  la  primera  oración,  y  sustituir  “consulte”,  por  “haya
aprobado”,  en la tercera oración. (Unanimidad 3x0.  Artículo 121,  inciso
final, del Reglamento del Senado).

Artículos 3°, 4° y 5°

Eliminarlos,  pasando el  artículo 6° a ser artículo
3°,  sin  enmiendas.  (Unanimidad  5x0.  Artículo  121,  inciso  final,  del
Reglamento del Senado).

Artículo 7°

Pasó  a  ser  artículo  4°,  con  las  siguientes
enmiendas:

Sustituir, en su encabezado, la palabra “Ley” por
“ley”.

Número 1)

Artículo 8° bis

- En el inciso quinto, suprimir la primera oración y,
en  la  segunda  oración,  reemplazar  la  expresión  “cada  una  de  aquellas
deberá” por “las municipalidades deberán”.
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- En el inciso sexto, sustituir, en la primera oración
la palabra “Ley” por “ley”; y, en la segunda oración, intercalar, entre “19 bis
del” y “decreto ley”, la voz “mencionado”, y suprimir lo siguiente: “N° 1.263,
de 1975”.  

Artículo 8° ter

Sustituir, en la primera oración, el punto y coma 
(“;”) que sucede a la palabra “plurianual”, por una coma (“,”). (Unanimidad 
5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Artículo 8°

Pasó a ser artículo 5°, sin enmiendas.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo Tercero

Reemplazar  la  voz  “similares”  por  “iguales”  y  la
palabra “cese” por “cesen”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del
Reglamento del Senado).

Artículo Quinto

Eliminarlo. (Unanimidad  5x0.  Artículo  121,
inciso final, del Reglamento del Senado).

- - -

En  mérito  de  los  acuerdos  precedentemente
expuestos, el texto del proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo  1°.-  Introdúcense,  las  siguientes
modificaciones a la Ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y
Administración Regional, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y
actualizado fue fijado por  el  Decreto  con Fuerza de Ley N° 1-19.175,  de
2005, del Ministerio del Interior:

1)  Suprímese,  en  el  artículo  7º,  la  expresión
“miembro del  consejo económico y social  provincial”  y  la  coma (,)  que la
antecede.
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2) Reemplázase, el inciso segundo del artículo 13,
por el siguiente:

“Los  gobiernos  regionales  gozarán  de
personalidad jurídica de derecho público, tendrán patrimonio propio y podrán
desarrollar,  directamente  o  con  la  colaboración  de  otros  órganos  de  la
administración del Estado, las competencias, funciones y atribuciones que
esta  ley  les  confiere.  La  autonomía  para  la  administración  de  sus
finanzas se regirá por lo dispuesto en el decreto ley N° 1.263, de 1975,
orgánico  de  Administración  Financiera  del  Estado.  Cualquier  nueva
función  o  atribución  que  se  le  asigne  o  transfiera  a  los  gobiernos
regionales deberá identificar la fuente de financiamiento respectivo.”.

3)  Incorpórase  en  el  Capítulo  II  del  Título
Segundo,  a  continuación  de  la  expresión  “Funciones  y  Atribuciones  del
Gobierno Regional”, el siguiente epígrafe:

“Párrafo 1º
De las Competencias”.

4) Modifícase el artículo 16 de la siguiente forma: 

a) Reemplázase su letra a) por la siguiente:

“a)  Diseñar,  elaborar,  aprobar  e  implementar  las
políticas,  planes  y  programas  de  desarrollo  de  la  región,  así  como  su
proyecto de presupuesto,  los que deberá ajustar a la política nacional  de
desarrollo y al presupuesto de la Nación;”.

b) Intercálanse las siguientes letras b), c), d) y e)
nuevas,  pasando  las  actuales  letras  b)  y  siguientes,  a  ser  letras  f)  y
siguientes, respectivamente:

“b) Efectuar los estudios, análisis y proposiciones
relativos al desarrollo regional;

c) Orientar el desarrollo territorial de la región en
coordinación con los servicios públicos;

d) Elaborar y aprobar su proyecto de presupuesto,
el que deberá ajustarse al presupuesto de la Nación;

e) Administrar fondos y programas de aplicación
regional;”.

c) Reemplázase, en la actual letra h), que pasa a
ser letra l), la expresión “artículo 67” por la frase “Párrafo 2° del Capítulo II
del  Título  Segundo”;  y,  reemplázase  el  punto  y  coma (;)  que  sigue  a  la
palabra “ley” por una coma (,) seguida de la conjunción “y”.
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d) Reemplázanse, en la actual letra i), que pasa a
ser  letra  m),  la  coma  (,)  y  la  conjunción  “y”  que  siguen  a  la  palabra
“funciones” por un punto final (.).

e) Trasládase la actual letra j), como nueva letra i)
del artículo 17.

5) Modifícase el artículo 17 de la siguiente forma:

a)  Incorpórase  la  siguiente  letra  a),  nueva,
pasando  las  actuales  letras  a)  y  siguientes,  a  ser  letras  b)  y  siguientes,
respectivamente:

“a)  Elaborar  y  aprobar,  en  concordancia  con  la
estrategia regional de desarrollo y previa consulta a las municipalidades de la
región,  el  plan  regional  de ordenamiento territorial,  instrumento orientador
que  deberá  consignar  las  características,  potencialidades,  vocaciones  y
recomendaciones para la planificación y las decisiones que impacten en los
territorios  urbanos  y  rurales,  borde  costero  y  sistema  de  cuencas
hidrográficas. Mediante decreto supremo, expedido a través del Ministerio del
Interior y Seguridad Pública y suscrito por los Ministros de Defensa Nacional,
Obras  Públicas,  Agricultura  y  Vivienda  y  Urbanismo,  se  regulará  lo
concerniente a los procedimientos para la elaboración y contenidos mínimos
que deberá contemplar el plan;”.

b) Sustitúyese en la actual letra d), que pasa a
ser  e),  la  oración  “aplicando para ello  las  políticas  nacionales  en la
materia,”  por  “aplicando  en  lo  que  sea  pertinente  las  políticas
nacionales en la materia,”.

c) Reemplázase en la actual letra e), que pasa a
ser letra f), la expresión “procurando” por “en coordinación con”. Asimismo,
sustitúyese la coma (,) que sigue a la palabra “social” por un punto y coma
(;), y elimínase la conjunción “y”. 

d)  Reemplázase en la actual letra f), que pasa a
ser letra g), el punto final (.) por un punto y coma (;). 

e)  Agrégase la siguiente letra h), nueva:

“h) Financiar estudios y proponer las condiciones
de localización para la disposición de los distintos tipos de residuos y los
sistemas  de  tratamientos  más  adecuados  para  cada  uno  de  ellos,  en
coordinación  con  las  Secretarías  Regionales  Ministeriales  de  Vivienda  y
Urbanismo y Medio Ambiente respectivas y las municipalidades de la región,
de conformidad a las normas que rigen la materia; e”.

f)   Incorpórase,  como  nueva  letra  i),  la  letra  j)
trasladada desde el artículo 16.

6) Sustitúyese el artículo 18 por el siguiente:
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“Artículo  18.-  En  materia  de  fomento  de  las
actividades productivas, corresponderá al gobierno regional:

a) Formular políticas regionales de fomento de las
actividades  productivas,  en  particular  el  apoyo  al  emprendimiento,  a  la
innovación,  a  la  capacitación,  al  desarrollo  de  la  ciencia  y  tecnología
aplicada,  al  mejoramiento  de la  gestión  y  a  la  competitividad de la  base
productiva regional, adecuándolas a las políticas nacionales existentes en la
materia;

b)  Integrar  y  aplicar  en  su  gestión  las  políticas
nacionales considerando las prioridades estratégicas regionales;

c)  Establecer  las  prioridades  estratégicas
regionales  en  materia  de  fomento  de  las  actividades  productivas  y  de
mejoramiento  de  la  innovación  para  la  competitividad,  generando  las
condiciones institucionales favorables al desarrollo empresarial, a la inversión
productiva  y  a  la  capacidad  emprendedora,  velando  por  un  desarrollo
sustentable y concertando acciones con el sector privado en las áreas que
corresponda;

d) Fomentar el  turismo en los niveles regional  y
provincial, con arreglo a las políticas nacionales

e)  Promover  y  diseñar,  en  coordinación  con  las
autoridades nacionales y comunales competentes, programas, proyectos y
acciones en materia de fomento de las actividades productivas establecidas
como prioridades regionales, como asimismo financiarlos;

f)  Promover  la  implementa-ción  de  oficinas
comunales  de  fomento  productivo  e  innovación  para  la  competitividad,
coordinando su acción a nivel regional, y

g)  Promover  la  investiga-ción  científica  y
tecnológica, y fomentar el desarrollo de la educación superior y técnica en la
región, en concordancia con la política regional de fomento de las actividades
productivas.”.

7) Modifícase el artículo 19 de la siguiente forma:

a) Agrégase, en su encabezado, a continuación de
la  palabra  regional,  y  precedida  de  una  coma  (,),  la  expresión  “,
preferentemente”.

b) Reemplázase la letra c) por la siguiente: 

“c) Proponer, en coordinación con las autoridades
competentes, programas y proyectos de impacto en grupos vulnerables o en
riesgo social, así como su financiamiento;”.

c) Reemplázanse en la letra e),  la coma (,)  y la
conjunción “y” que siguen a la palabra “región” por un punto y coma (;).
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d) Reemplázase en la letra f), el punto final (.) por
un punto y coma (;).

e)  Agréganse,  a  continuación  de  la  letra  f),  las
siguientes letras g), h) e i), nuevas:

“g) Financiar y difundir actividades y programas de
carácter cultural. En el ejercicio de esta función le corresponderá promover el
fortalecimiento de la identidad regional;

h) Proponer, en coordinación con las autoridades
competentes, programas y proyectos que fomenten la práctica del deporte,
así como su financiamiento, e 

i)  Mantener  información  actualizada  sobre  la
situación  socio  económica  regional,  identificando  las  áreas y  sectores  de
extrema pobreza y proponiendo programas destinados a superarla.”.

8) Introdúcense las  siguientes  modificaciones
al artículo 20:

a) Intercálase, en el literal c), a continuación de la
palabra  “ministerios”,  y  precedidas  de  una  coma  (,)  la  expresión  “las
municipalidades u otros gobiernos regionales”. 

b) Sustitúyese, en el literal d), la palabra “obras”
por la expresión “iniciativas”.

c) Reemplázase en la letra f) la expresión “planes
regionales  de  desarrollo  urbano”  por  “planes  regionales  de  ordenamiento
territorial” y elimínase la expresión “los párrafos segundo y tercero de”. 

d) Reemplázase, en el literal h), la coma (,) y la
conjunción  “e”  que siguen  a  la  palabra  “correspondiente”  por  un  punto  y
coma (;).

e) Sustitúyese, en el literal i), el punto final (.) que
sigue a la expresión “desarrollo regional”, por un punto y coma (;).

f) Agréganse las siguientes letras k) y l) nuevas: 

“k) Diseñar,  elaborar,  aprobar  e  implementar
políticas, planes, programas dentro de su territorio, y 

l) Ejercer  las demás atribuciones necesarias
para el ejercicio de las funciones que la ley le encomiende”.

9) Introdúcese, a continuación del  artículo 21, el
siguiente Párrafo 2º nuevo:

“Párrafo 2°
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De la Transferencia de Competencias

Artículo  21  bis.-  El  Presidente  de  la  República,
previo informe de los Ministerios del Interior y Seguridad Pública y de
Hacienda, podrá transferir a uno o más gobiernos regionales, en carácter
temporal o definitivo, una o más competencias de los Ministerios y de los
servicios  públicos  a  que  se  refiere  el  artículo  28  de  la  ley Nº  18.575,
Orgánica  Constitucional  de  Bases  Generales  de  la  Administración  del
Estado, en materias de ordenamiento territorial, fomento de las actividades
productivas y desarrollo social y cultural.

Para  solicitar  la  transferencia  de  funciones  al
gobierno regional según el procedimiento del artículo 21 quáter, el consejo
regional  resolverá  sobre  la  base  de  la  propuesta  presentada  por  el
intendente.

Sin  perjuicio  de  lo  señalado  en  el  inciso
precedente,  el  consejo,  por  los  dos  tercios  de  sus  miembros  en
ejercicio, podrá solicitar al  intendente que realice estudios referidos a
funciones y atribuciones que podrán ser solicitadas en el futuro por el
gobierno  regional.  El  intendente  deberá  remitir  al  consejo  dichos
estudios una vez que hayan sido recepcionados y aprobados. 

En caso que una solicitud de transferencia de
competencias sea rechazada, el Presidente de la República deberá dar
una respuesta a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública,
dentro  del  plazo  máximo  de  ciento  veinte días  contado  desde  que
aquélla haya sido recibida.

Artículo 21  ter.-  Serán ámbitos de competencias
en  materias  de  ordenamiento  territorial,  fomento  de  las  actividades
productivas, desarrollo social y cultural del gobierno regional, para efectos de
lo dispuesto en el artículo anterior, las siguientes:

a) Ordenamiento territorial, planificación urbana y
asentamientos humanos;

b)  Medioambiente;
c)  Obras  de  infraestructura  y  equipamiento

regional;
d) Transporte;
e) Desarrollo rural y de localidades aisladas;
f) Fomento de las actividades productivas;
g) Turismo;
h) Programas sociales y culturales;
i) Educación y salud;
j) Deporte; 
k) Ciencia y tecnología, y
l) Conservación del patrimonio.

Artículo  21  quáter.-  La  transferencia  de
competencias se realizará, en el marco de los ámbitos descritos en el artículo
precedente, según el siguiente procedimiento:
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a) El gobierno regional con  su patrimonio podrá
desarrollar, total o parcialmente, las competencias indicadas en el artículo 21
ter, previo convenio con el ministerio y servicio público que ejerce la función
administrativa, el cual será aprobado por decreto supremo.

b)  La  transferencia  de  competencias  podrá
implementarse también mediante programas. Para ello, el gobierno regional
podrá administrar y ejecutar programas nacionales de claro impacto regional,
previo acuerdo con el ministerio y servicio público respectivo, el cual deberá
ser  aprobado  por  decreto  supremo.  Los  recursos  de  ejecución  y
agenciamiento  deberán  contemplarse  anualmente  en  la  partida
correspondiente a dicho ministerio o servicio en la ley de presupuestos.

c)  La  transferencia  de  competencias  podrá
implementarse,  asimismo,  mediante  la  creación  de  servicios  públicos
regionales, según lo dispuesto en el artículo 30 de la ley Nº 18.575, Orgánica
Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

d) Para efectos de lo dispuesto en los literales a) y
b) precedentes, un decreto supremo podrá aprobar la transferencia de una o
más competencias. Los convenios que tengan por objeto la ejecución de las
competencias transferidas serán aprobados por decreto expedido “por orden
del  Presidente  de  la  República”,  o  por  resolución  del  jefe  de  servicio
correspondiente, según corresponda.

La  transferencia  de  competencias  podrá  ser
revocada fundadamente, pudiendo considerarse al efecto, entre otros
motivos,  la  deficiente  prestación  de  servicios  a  la  comunidad,
ineficiencias  e  ineficacias  en la  asignación  y  utilización  de recursos
públicos y la  duplicación o interferencia de funciones y atribuciones
con otros órganos de la Administración del Estado.

Un gobierno regional podrá solicitar la creación de
hasta tres nuevas divisiones, para el ejercicio eficiente de las competencias
transferidas en las letras a) y b) y la coordinación de los servicios creados en
el literal c), todos del presente artículo.”.

Artículo 21 quinquies.- Verificado lo dispuesto
en el inciso final del artículo 21 bis, el gobierno regional, dentro de los
treinta días siguientes de ser notificado, podrá solicitar al Presidente de
la República, a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, la
reconsideración total o parcial de dicho rechazo.

Dicho  proceso  se  someterá  a  las  siguientes
disposiciones:

 a) Mediante decreto supremo, dictado por el
Ministerio del Interior y Seguridad Pública bajo la fórmula “Por orden
del Presidente de la República” dentro de los treinta días siguientes a la
fecha de recepción de la reconsideración, se dispondrá la conformación
de una comisión integrada por un representante de dicho ministerio, un
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representante  del  Ministerio  de  Hacienda,  un  representante  del
ministerio y del director de servicio, en su caso, cuyas competencias
hayan  sido  solicitadas;  el  presidente  del  consejo  regional  y  el
intendente de la respectiva región.

Podrán  integrar,  además,  esta  comisión
funcionarios de órganos de la administración del Estado y expertos en
materias relacionadas con las competencias solicitadas.

b)  La Subsecretaria de Desarrollo  Regional  y
Administrativo  actuará  como  secretaría  ejecutiva,  emitiendo  los
informes que le sean requeridos.

 
c)  La  comisión  dispondrá  de  noventa  días,

contados  desde  la  notificación  al  Gobierno  Regional  del  decreto
supremo indicado en el literal a), para evacuar un informe. Éste podrá
proponer el rechazo de la solicitud o una adecuación de la solicitud
original  de  transferencia  presentada  conforme  a  lo  estatuido  en  el
artículo 21 bis.

 
d) El Presidente de la República resolverá, con

arreglo a lo dispuesto en el presente Párrafo, tomando en consideración
el  informe  dispuesto  en  el  literal  precedente.  La  solicitud  de
transferencia de competencias que sea nuevamente rechazada en esta
instancia  no  podrá  ser  solicitada  durante  el  mismo  periodo
presidencial.”.

10) Agrégase, en el artículo 22, el siguiente nuevo
inciso segundo: 

“Salvo disposición expresa en contrario, cuando la
ley requiera la opinión o acuerdo del gobierno regional, el intendente en su
calidad  de  órgano  ejecutivo  de  aquel,  deberá  someterlo  previamente  al
acuerdo del consejo regional.”.

11)Elimínase, en el inciso primero del artículo 23,
la oración “y presidirá el consejo regional”.

12) Modifícase el artículo 24 de la siguiente forma:

a) Sustitúyese la letra b) por la siguiente:

“b)  Someter  al  consejo  regional  las  políticas,
estrategias  y  proyectos  de  planes  regionales  de  desarrollo  y  sus
modificaciones, así como proveer a su ejecución;”.

b) Derógase la letra c).

c)  Reemplázase la letra d) por la siguiente:

“d)  Someter  al  consejo  regional  el  proyecto  de
presupuesto  de  la  respectiva  región  considerando,  para  tal  efecto,  los
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recursos asignados a ésta por la Ley de Presupuestos del Sector Público,
sus recursos propios y los que provengan de los convenios de programación
a que se refiere el artículo 81. El proyecto de presupuesto deberá ajustarse a
las orientaciones y límites que establezca la política nacional de desarrollo y
demás normas legales sobre administración financiera del Estado.”.

d) Reemplázase la letra e) por la siguiente: 

“e) Proponer al consejo regional la distribución
de  los  recursos  del  Fondo  Nacional  de  Desarrollo  Regional  que
correspondan a la región, conforme a ítemes o marcos presupuestarios,
así como de las inversiones sectoriales de asignación regional y de los
recursos propios que el gobierno regional obtenga en aplicación de lo
dispuesto por el artículo 19, N° 20°,  de la Constitución Política de la
República.  Esta  propuesta  del  intendente  al  consejo  regional  deberá
basarse  en  variables  e  indicadores  objetivos  de  distribución
intrarregional. Cada ítem o marco presupuestario deberá contar con la
respectiva glosa.”.

e) Agrégase, en la letra m), a continuación de la
expresión “gobierno regional”, y precedida de un punto (.), la siguiente
oración:

 “En el uso de estas facultades, el intendente
deberá  comunicar,  tanto  al  consejo  como  al  ministro  o  director  de
servicio  correspondiente;  los  incumplimientos  de  los  convenios
mandato a que se refiere el inciso segundo del artículo 81 ter“.

f)  Sustitúyese la letra p) por la siguiente:

“p)  Promulgar,  previo  acuerdo  del  consejo
regional, los planes regionales de ordenamiento territorial;”.

g) Intercálanse las siguientes letras q), r), s), t), u),
v), w) y x) nuevas, pasando las actuales letras q) y r), a ser nuevas letras y) e
z), respectivamente:

“q)  Promulgar,  previo  acuerdo  del  consejo
regional, los planes reguladores metropolitanos e intercomunales y, en los
territorios que no cuenten con aquéllos, los planes reguladores comunales y
seccionales,  conforme  a  las  normas  de  la  Ley  General  de  Urbanismo  y
Construcciones;

r)  Solicitar  al  Presidente  de  la  República  la
transferencia  de  una  o  más  competencias  de  los  ministerios  y  servicios
públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa, según las
normas establecidas en el Párrafo 2° del Capítulo II del Título Segundo de la
presente ley;

s)  Asistir  a  cualquier  sesión  del  consejo
regional cuando lo estimare conveniente, pudiendo tomar parte en sus
debates con preferencia para hacer uso de la palabra, pero sin derecho
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a voto. Durante la votación podrá, sin embargo, rectificar los conceptos
emitidos  por  cualquier  consejero  regional  al  fundamentar  su  voto,
derecho que deberá ser ejercido inmediatamente después de terminada
la intervención del consejero cuyos conceptos desea rectificar. Este, a
su vez, tendrá derecho a réplica inmediata;

t) Proponer al presidente del consejo, antes del
inicio de la sesión respectiva, la inclusión de una o más materias en
aquélla.  La  comunicación  se  realizará  en  forma  escrita  al  secretario
ejecutivo. Sin perjuicio de ello, el intendente podrá hacer presente la
urgencia  para  el  despacho  de  una  materia  o  iniciativa  específica,
mediante oficio que dirigirá al presidente del consejo. Dichos asuntos
deberán  ser  incorporados  en  la  tabla  de  la  sesión  inmediatamente
siguiente. El presidente del consejo, con el acuerdo de los dos tercios
de sus miembros en ejercicio, podrá desechar la petición de urgencia.
Con todo,  si  existiese un plazo legal  o reglamentario que obligare  a
resolver dentro de éste alguna materia o iniciativa, el consejo no podrá
ejercer la facultad señalada;”.

u)  Delimitar,  previa  aprobación  del  consejo
regional, territorios objeto de planificación regional no comprendidos en la ley
general  de  urbanismo  y  construcciones  y  coordinarse  con  los  servicios
públicos regionales en los espacios definidos.

v) Someter al consejo regional el plan regional de
desarrollo turístico;

w)  Declarar,  previa  aprobación  del  consejo
regional, determinados territorios como zonas rezagadas en materia social,
proponiendo al consejo, a la vez, el plan de desarrollo respectivo;

x)  Proponer  al  consejo  regional  el  anteproyecto
regional de inversiones a que se refiere el artículo 71;”.

13) Sustitúyese en el artículo 25, inciso primero, la
expresión “y e)”, por una coma “(,)”, e intercalase entre la letra d) y la palabra
“del” que le sigue, la expresión “t), u), v) y w), precedida de una coma (,)”.

14)  Intercálase,  en  el  artículo  26,  a
continuación de la palabra “consejo" la expresión “y a los alcaldes de la
región” y reemplázase la expresión “la página web” por la frase “el sitio
electrónico institucional”.

15) Agréganse los siguientes incisos tercero y
cuarto, nuevos, al artículo 27: 

“Los  funcionarios  de  los  servicios
administrativos de los gobiernos regionales no podrán ser designados
en comisión de servicio, a la que se refiere el artículo 75 de la ley Nº
18.834, a ministerios, servicios públicos o municipalidades.
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El  intendente  deberá  informar  al  consejo
regional los resultados de todos los sumarios administrativos que se
instruyan  respecto  de  funcionarios  del  servicio  administrativo  del
gobierno regional.”.

16) Introdúcense los siguientes artículos 30 bis, 30
ter y 30 quáter, nuevos:

“Artículo  30  bis.-  En  su  sesión  constitutiva,  el
consejo regional elegirá entre sus miembros, por mayoría absoluta de sus
integrantes  en  ejercicio,  un  presidente,  que  permanecerá  en  su  cargo
durante  un  período  de  cuatro  años.  Dicha  sesión  será  presidida  por  el
presidente del consejo, siempre que haya de continuar como consejero para
el correspondiente período; a falta de éste, por aquel de los presentes que
haya desempeñado más recientemente el cargo de presidente y, en último
término, por el consejero en ejercicio de más edad. 

La  designación  del  nuevo  presidente  será
comunicada al Presidente de la República a través del Ministerio del Interior
y Seguridad Pública y a las Cortes de Apelaciones con asiento en la región
respectiva.

El  presidente del  consejo cesará en su cargo si
incurriere en alguna de las causales descritas en el artículo 40 de la presente
ley; por remoción fundada acordada por los dos tercios de los consejeros en
ejercicio;  o  por  renuncia  aprobada  por  la  mayoría  de  los  consejeros  en
ejercicio.

La moción de remoción podrá ser presentada por
no  menos  de  cuatro  ni  más  de  ocho  consejeros  en  ejercicio,  no  tendrá
discusión y será votada en la sesión ordinaria inmediatamente siguiente, la
cual será presidida por aquel de los presentes que haya desempeñado más
recientemente el cargo de presidente y, en último término, por el consejero
en ejercicio de más edad. 

En caso de adoptarse el acuerdo de remoción, el
que  siempre  deberá  ser  fundado,  corresponderá,  en  la  misma  sesión
ordinaria, elegir al nuevo presidente del consejo, el cual durará en el cargo
hasta completar el período que restaba a quien suceda.

Si  la  moción  de  remoción  fuere  rechazada,  no
podrá renovarse por las mismas razones o causales sino después de tres
meses,  salvo que se  fundare  en el  incumplimiento  de alguna de  las
obligaciones establecidas en el artículo siguiente.

La  renuncia  deberá  ser  depositada  por  el
presidente en la secretaría a que se refiere el artículo 43, la que se pondrá
en votación sin discusión en la sesión ordinaria inmediatamente siguiente a
la fecha de su presentación.

Artículo 30 ter.-  Corresponderá al  presidente del
consejo regional:
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a)  Disponer  la  citación  del  consejo  a  sesiones,
cuando proceda, y elaborar la  tabla de la sesión, dando cumplimiento a
lo dispuesto en la letra t) del artículo 24;

b)  Abrir,  suspender  y  levantar  las  sesiones  en
conformidad al reglamento a que se refiere la letra a) del artículo 36;

c) Presidir las sesiones y dirigir los debates;

d) Ordenar que se reciba la votación, fijar su orden
y proclamar las decisiones del consejo;

e)  Ejercer  el  derecho  de  voto  dirimente  en  los
casos en se produzca un empate en el resultado de las votaciones; 

f)  Mantener  el  orden  en  el  recinto,  pudiendo
solicitar, si lo estima necesario, el auxilio de la fuerza pública; 

g) Mantener la correspondencia del consejo con el
intendente, con las Cortes de Apelaciones con asiento en la región, con el
Tribunal  Electoral  Regional  y  con  la  Contraloría  Regional  respectiva.  La
correspondencia  con  cualquier  otro  cuerpo  o  persona  se  llevará  por  el
secretario a que se refiere el artículo 43, en nombre del consejo y por orden
del presidente

h)  Suscribir  las  actas  de  las  sesiones,  las
comunicaciones  oficiales  que  se  dirijan  a  nombre  del  consejo  o  de
algún consejero y los otros documentos que requieran su firma. Dentro
de  éstos  oficializará  la  comunicación  acerca  de  la  adopción  de
acuerdos del consejo sobre los siguientes instrumentos del gobierno
regional, así como sus respectivas modificaciones:

i) Plan de Desarrollo de la Región;
ii) Plan Regional de Ordenamiento Territorial;
iii) Planes Reguladores Comunales;
iv) Planes Reguladores Intercomunales;
v) Convenios de Programación;
vi) Convenios Territoriales;
vii) Plan Regional de Desarrollo Turístico;
viii) Reglamentos Regionales, y
ix) Anteproyecto Regional de Inversiones.

i)  Suscribir,  sólo  para  efectos  de  ratificar  el
acuerdo  correspondiente  del  consejo  regional,  los  actos
administrativos que formalicen la aprobación de todos los instrumentos
contemplados en el literal precedente, con excepción de los Convenios
de Programación;

 
j) Dar cuenta, en el mes de diciembre de cada

año, tanto al consejo como a los alcaldes de la región, de las normas
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aprobadas,  resoluciones  adoptadas  y  acciones  de  fiscalización
ejecutadas por el consejo”.

k)  Actuar  en  representación  del  consejo,  en  los
actos de protocolo que correspondan;

l) Cuidar de la observancia del reglamento a que
se refiere el literal a) del artículo 36; y

m) Las demás que disponga el reglamento a que
se refiere el literal a) del artículo 36.

Para  el  ejercicio  de  sus  competencias  el
presidente  del  consejo  dispondrá  de  gastos  de  representación  y  de  los
recursos necesarios en el presupuesto del gobierno regional.

Artículo 30 Quáter.- El presidente, a lo menos
una  vez  al  año,  dará  al  cuenta  al  consejo  de  su  gestión,  la  cual
considerará antecedentes sobre sesiones ordinarias y extraordinarias
realizadas, tipos de materias tratadas en ellas, acuerdos adoptados y
todo otro hecho relevante que deba ser  puesto en conocimiento del
consejo.”.

17) Introdúcense las siguientes modificaciones al
artículo 32:

a) Incorpórase en el literal b), a continuación de la
coma  (,)  que  sucede  a  la  palabra  “gobernadores”,  la  expresión  “las
autoridades que ejerzan la función de gobierno en los territorios especiales
de Isla de Pascua y Archipiélago de Juan Fernández,”.

b)  Elimínase  en  el  literal  e),  la  expresión
“ascendentes a doscientas unidades tributarias mensuales o más,”.

c)  Suprímese  en  el  inciso  segundo  la  frase
“ascendentes a doscientas unidades tributarias mensuales o más,”.

18) Reemplázase, en el artículo 33, la expresión
“económicos  y  sociales  provinciales  y  comunales”  por  “comunales  de
organizaciones de la sociedad civil”.

19) Modifícase el artículo 36 de la siguiente forma:

a) Introdúcense las siguientes modificaciones en la
letra c):

i. Agrégase el siguiente primer párrafo nuevo,
pasando  los  actuales  párrafos  primero,  segundo,  tercero  y  cuarto  a  ser
párrafos segundo, tercero, cuarto y quinto, respectivamente:

“c)  Aprobar  el  plan  regional  de  ordenamiento
territorial,  el  cual  requerirá,  para  su  aprobación,  tener  informes  previos

91



favorables  de  la  Subsecretaría  para  las  Fuerzas  Armadas,  cuando
corresponda; y  de las Secretarías Regionales Ministeriales de Agricultura,
Vivienda y Urbanismo y Obras Públicas.”.

ii. Elimínase en el actual párrafo primero, que
pasa ser párrafo segundo, la expresión “los planes regionales de desarrollo
urbano,”.

iii. Sustitúyese en el actual párrafo cuarto, que
pasa  a  ser  párrafo  quinto,  la  expresión  “desarrollo  urbano”  por  la  frase
“ordenamiento territorial”.

b) Intercálase, en el  literal  e),  a continuación
de la coma (,) que sigue a la palabra intendente, la expresión “conforme a
ítemes o marcos presupuestarios,” seguida de una coma (,).

c) Intercálase, en la parte final de la letra f), a
continuación  de  la  palabra  “celebre”,  y  precedida  de  una  coma  (,),  la
expresión “sin perjuicio de la facultad de recomendar a aquél, por mayoría
absoluta  de  sus  miembros  en  ejercicio,  la  suscripción  de  convenios  de
programación específicos;”.

d) Sustitúyese la letra g) por la siguiente: 

“g) Fiscalizar el desempeño del intendente en
su calidad de órgano ejecutivo del gobierno regional, como también el
de las unidades que de él dependan, de conformidad a lo dispuesto en
el artículo siguiente.

 
Asimismo, y sin perjuicio de lo dispuesto en el

literal  m)  del  artículo  24,  fiscalizará  el  desempeño  de  secretarios
regionales ministeriales y directores regionales de servicios públicos
en lo referido a la debida ejecución de las políticas, planes y proyectos
de  desarrollo  regional;  así  como  de  los  que  sean  propios  de  la
competencia del gobierno regional.”.

e) Introdúcense las siguientes nuevas letras h) e i),
nuevas, pasando las actuales letras h), i) y j) a ser nuevas letras j), k) y l),
respectivamente: 

“h) Citar, previo acuerdo adoptado por la mayoría
de sus miembros en ejercicio, a autoridades regionales o provinciales para
informar acerca del accionar de sus respectivas instituciones, debiendo éstas
comparecer obligatoriamente; 

i) Recomendar al intendente la implementación de
acciones de interés regional;”.

f) Introdúcense las siguientes letras m), n), ñ), o),
p), q) y r), nuevas:
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“m) Aprobar, modificar o sustituir la delimitación de
territorios objeto de planificación regional;

n) Aprobar, modificar o sustituir el plan regional de
desarrollo turístico;

ñ) Aprobar, modificar o sustituir la declaración de
territorios como zonas rezagadas en materia social y el plan de desarrollo
respectivo;

o) Aprobar el anteproyecto regional de inversiones
a que se refiere el artículo 71; 

p) Conocer el programa público de inversiones en
la región según lo dispuesto en el inciso final del artículo 73;

q)  Aprobar  las  transferencias  de  competencias
conforme a lo dispuesto en el Párrafo 2º del Capítulo II, y

r)  Informar  a  la  Contraloría  General  de  la
República el incumplimiento de los convenios mandato a que se refiere
el inciso segundo del artículo 81 ter.

g)  Agréganse  los  siguientes  incisos  segundo,
tercero y cuarto, nuevos:

“Las atribuciones a que se refieren los literales c),
m), n), ñ), o) y q) precedentes serán ejercidas por el consejo regional sobre
la base de la respectiva proposición que efectúe el intendente.

En las materias que no tengan un plazo especial,
el  consejo  regional  deberá  pronunciarse  sobre  las  materias  que  sean
sometidas a su consideración o decisión dentro de los treinta días siguientes
a la presentación realizada por el intendente. 

Si el consejo regional no se pronunciare dentro de
los plazos establecidos, regirá lo propuesto por el intendente.”.

20) Incorpórase el siguiente artículo 36 bis, nuevo:

“Artículo 36 bis.- Para efectos de lo dispuesto en el
inciso primero de la letra g) del artículo anterior, el consejo regional podrá:

a)  Requerir  del  intendente  la  información
necesaria al efecto, el que deberá responder en el plazo de 20 días.

b) Disponer, por la mayoría de sus miembros en
ejercicio, la contratación de una auditoría externa que evalúe la ejecución
presupuestaria  y  el  estado  de  situación  financiera  del  gobierno  regional,
facultad que sólo podrá ejercerse una vez al año. 

c)  Solicitar  al  intendente,  previo  acuerdo  de  los
dos  tercios  de  sus  miembros  en  ejercicio,  que  represente  a  los  jefes
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superiores o directivos  de los órganos de la  Administración del  Estado o
empresas en las que el Estado tenga participación, nacionales y regionales,
su  disconformidad  cuando  la  región  ha  sido  afectada  y  perjudicada
negativamente por acciones u omisiones de aquéllos.

En  el  ejercicio  de  lo  dispuesto  en  el  inciso
segundo del literal g) del artículo precedente, el consejo podrá:

i.-  Requerir  de  las  secretarías  regionales
ministeriales y de las direcciones regionales de los servicios públicos
la  información  necesaria  al  efecto,  debiendo  darse  respuesta  a  ello
dentro del plazo de 20 días.

ii.- Solicitar antecedentes sobre la ejecución de
iniciativas financiadas con recursos provenientes de lo dispuesto en el
literal b) del inciso primero del artículo 73 o de lo estatuido en el artículo
80.  En  caso  que  el  consejo  constatare  atrasos  injustificados,  previo
acuerdo de los dos tercios de sus miembros en ejercicio, comunicará
dichos antecedentes a la Contraloría General de la República.”.

21) Introdúcese el siguiente artículo 38 bis nuevo: 

“Artículo 38 bis.- Los senadores y diputados que
representen a las circunscripciones y distritos de la región podrán, cuando lo
estimaren conveniente, asistir a las sesiones del consejo regional. Tomarán
parte  en  sus  debates  con  preferencia  para  hacer  uso  de  la  palabra,  sin
derecho a voto. Durante las votaciones podrán, sin embargo, rectificar los
conceptos emitidos por cualquier consejero regional al fundamentar su voto,
derecho que deberá ser ejercido inmediatamente después de terminada la
intervención del consejero cuyos conceptos desea rectificar. Este, a su vez,
tendrá derecho a réplica inmediata.”.

22) Sustitúyese el artículo 39 por el siguiente:

“Artículo  39.-  Los  consejeros  regionales
tendrán  derecho  a  una  dieta  mensual  de  diez  unidades  tributarias
mensuales, la que se percibirá por la asistencia a la totalidad de las
sesiones del consejo celebradas en el mes respectivo, disminuyéndose
proporcionalmente  según  el  número  de  inasistencias  del  consejero.
Para  los  efectos  anteriores,  se  considerarán  tanto  las  sesiones
ordinarias como las extraordinarias.

El  consejo  acordará  el  número  de  sesiones
ordinarias a realizar en el mes, debiendo efectuarse a lo menos dos.

 
Asimismo,  cada  consejero  regional  tendrá

derecho a percibir una dieta de dos unidades tributarias mensuales, con
un  máximo  de  seis  en  el  mes,  por  la  asistencia  a  cada  sesión  de
comisión de las referidas en el artículo 37.

 
Sin  perjuicio  de  lo  señalado,  cada  consejero

tendrá derecho anualmente a una dieta adicional, a pagarse en el mes
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de  enero,  correspondiente  a  cinco  unidades  tributarias  mensuales,
siempre  que  durante  el  año  calendario  anterior  haya  asistido
formalmente,  a  lo  menos,  al  75% de  las  sesiones  celebradas  por  el
consejo en dicho período.

 
Para efectos de la percepción de la dieta y de

la  asignación  adicional  establecidas  en  los  incisos  precedentes,  no
serán  consideradas  como  tales  las  inasistencias  que  obedecieren  a
razones médicas o de salud, que hayan sido debidamente acreditadas
mediante  certificado  expedido  por  médico  habilitado  para  ejercer  la
profesión, presentado ante el consejo a través del secretario ejecutivo.
Igualmente, para los efectos señalados, y previo acuerdo del consejo,
se podrá eximir a un consejero de la asistencia a sesión en razón del
fallecimiento de un hijo, del cónyuge o de uno de sus padres.

 
Asimismo,  no  se  considerarán  las

inasistencias  de  consejeros  motivadas  en  el  cumplimiento  de
cometidos expresamente autorizados por el propio consejo.

 
Tendrán  también  derecho  a  pasajes  y

reembolso de gastos por concepto de alimentación y alojamiento para
asistir a las sesiones del consejo y de las comisiones, cuando ello les
signifique  trasladarse  fuera  de  su  lugar  de  residencia  habitual.  El
reembolso de gastos no podrá superar,  en ningún caso, el  valor del
viático que le corresponda al intendente en las mismas condiciones.

Cuando un consejero regional se encuentre en
el desempeño de cometidos en representación del gobierno regional,
tendrá derecho a percibir fondos con el objeto de cubrir sus gastos de
alimentación  y  de  alojamiento.  Tales  fondos  no  estarán  sujetos  a
rendición y serán equivalentes al monto del viático que corresponda al
intendente respectivo por iguales conceptos.

Con  todo,  los  cometidos  al  extranjero  que
acuerde el consejo regional  durante el año,  no podrán significar una
disposición de recursos que supere el 30% del total contemplado en el
presupuesto para el pago de viáticos a los consejeros regionales. Lo
anterior deberá ser certificado previamente por la jefatura a cargo de la
administración  y  finanzas  del  gobierno  regional  y,  en  todo  caso,  el
cometido  será  dispuesto  formalmente  por  el  intendente  regional
respectivo.

 
Los consejeros regionales  podrán afiliarse al

Sistema de Pensiones,  de Vejez,  de Invalidez  y  de Sobrevivencia  de
acuerdo a lo establecido en el decreto ley Nº 3.500, por el solo hecho de
asumir tales funciones. Para estos efectos, los consejeros se asimilarán
al régimen de los trabajadores por cuenta ajena. Las obligaciones que
para estos  fines se imponen a los empleadores,  se radicarán en los
respectivos  gobiernos  regionales.  Las  cotizaciones  previsionales  se
calcularán  sobre  la  base  de  las  asignaciones  mensuales  que  a  los
consejeros  corresponda  percibir  en  virtud  de  los  incisos  primero  y
tercero del presente artículo.
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Los consejeros regionales, por la actividad que

realicen en tal condición, quedarán sujetos al seguro contra riesgo de
accidentes del trabajo y enfermedades profesionales establecido en la
ley Nº  16.744,  gozando  de  los  beneficios  que  correspondan  a  la
naturaleza de su cargo. El costo de este beneficio será de cargo del
gobierno regional.”.

23) Incorpórase el siguiente artículo 39 bis, nuevo:

“Artículo 39 bis.- Los empleadores de las personas
que ejerzan un cargo de consejero regional, deberán conceder a éstas los
permisos  necesarios  para  ausentarse  de  sus  labores  habituales,  con  el
objeto de asistir a las sesiones del consejo, así como también a las de las
comisiones a que se refiere el artículo 37,hasta por 12 horas semanales, no
acumulables. 

Del mismo modo, se deberán conceder permisos
laborales para el desempeño de cometidos en representación del gobierno
regional, con un máximo, para estos efectos, de tres días durante un año
calendario, no acumulables. El tiempo que abarquen los permisos otorgados
no será de cargo del empleador, sin perjuicio de lo que acuerden las partes,
y se entenderá trabajado para los demás efectos legales, bastando para ello
presentar  la  correspondiente  certificación  del  secretario  ejecutivo  del
consejo.”.

24)  Agrégase  al  artículo  41,  el  siguiente  inciso
segundo, nuevo: 

“Quien cesare en el  cargo de consejero regional
por las causales señaladas en los literales c) y f) del artículo precedente, por
contravención  grave  al  principio  de  probidad  administrativa  o  por  haber
incurrido en alguna de las situaciones descritas en la letra e) del artículo 32;
no  podrá  desempeñar  ninguna  función  o  empleo  público,  sea  o  no  de
elección popular, por el término de cinco años.”.

25) Introdúcense las siguientes modificaciones
en el artículo 43:

a)  Reemplázase  el  inciso  segundo  por  los
siguientes incisos segundo, tercero, cuarto, quinto y sexto, nuevos:

“El  consejo  dispondrá  de  un  secretario
ejecutivo,  quien  se  desempeñará  como  su  ministro  de  fe  y  será
seleccionado mediante concurso público.

Será nombrado por el intendente, con acuerdo
del consejo regional,  entre cualquiera de quienes integren la nómina
propuesta  mediante un procedimiento  análogo al  establecido para el
nombramiento  de  Altos  Directivos  Públicos  de  segundo  nivel
jerárquico, siendo aplicables al efecto, y en lo que correspondiere, las
disposiciones del Párrafo 3º del Título VI de la ley Nº 19.882. El consejo

96



regional deberá definir el perfil profesional, el que deberá considerar las
competencias  y  aptitudes  que  deberán  cumplir  los  candidatos  y  los
desafíos del cargo.

El  financiamiento  de  este  proceso  será  de
cargo del gobierno regional respectivo.

 
El  Consejo  de  Alta  Dirección  Pública

conformará la nómina de candidatos aptos para desempeñar la función
señalada en el inciso primero del presente artículo, en base a la cual el
intendente respectivo deberá realizar el nombramiento con acuerdo del
consejo regional.

En  cada  una  de  las  plantas  de  los  servicios
administrativos  de  los  gobiernos  regionales,  el  cargo  de  secretario
ejecutivo  tendrá  asignado  un  grado  equivalente  al  de  los  jefes  de
división de aquéllos.”. 

b) Reemplázase en el inciso tercero, que pasó
a  ser  inciso  séptimo,  la  frase  “el  inciso  anterior”  por  “los  incisos
anteriores”.

26)  Agrégase  el  siguiente  nuevo  artículo  43
Bis:

 
“Artículo  43 Bis.-  Cada gobierno regional,  en

concordancia con la disponibilidad financiera, deberá dotar al consejo
de los medios físicos de apoyo suficientes para desarrollar debida y
oportunamente las funciones y atribuciones que esta ley le  confiere,
atendido el número de consejeros existente en la región.

 
Para  ello,  durante  la  sesión  de  instalación  a

que se refiere el artículo 30 bis, el intendente someterá a la aprobación
del consejo los medios a usar durante el período respectivo.”.”.

27) Suprímese, en el inciso primero del artículo 44,
la expresión “y presidirá el  consejo económico y social  provincial”,  con la
coma (,) que la precede.

28) Derógase el artículo 47.

29)  Derógase  el  Párrafo  4º  del  Capítulo  III  del
Título Segundo, y los artículos 48 a 60, que lo integran.

30) Reemplázase la denominación del Capítulo IV
de Título II por la siguiente: 

“De Otros órganos de la Administración del Estado
en las Regiones y de la Estructura Administrativa del Gobierno Regional”.

31) Intercálase, entre la denominación del Capítulo
IV y el artículo 61, el siguiente epígrafe: 
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“Párrafo  1º  De  los  Otros  Órganos  de  la
Administración del Estado en las Regiones”.

32)  Agrégase,  en  el  artículo  63),  el  siguiente
inciso segundo nuevo:

“Para la  aplicación de recursos destinados a
ordenamiento  territorial,  fomento  de  las  actividades  productivas  y
desarrollo social y cultural, en conformidad a los ámbitos descritos en
los artículos 17, 18 y 19, los ministerios y servicios públicos tendrán en
consideración las proposiciones que formulen al efecto los gobiernos
regionales,  pudiendo  comprender  éstas  criterios  de  elegibilidad,
localización u otros. Estas proposiciones deberán ser remitidas por los
gobiernos  regionales,  a  través  de  las  secretarías  regionales
ministeriales, a más tardar el 31 de diciembre de cada año.”.

33) Introdúcense las siguientes modificaciones al
artículo 64:

a)  Sustitúyense  sus  letras  a),  b)  y  c),  por  las
siguientes letras a), b) y  c), nuevas, respectivamente:

“a)  Presentar  al  Ministerio  respectivo  las
prioridades  regionales,  para  efectos  de  la  formulación  de  las  políticas
nacionales;

b)  Velar  porque  las  políticas,  programas  y
proyectos regionales se enmarquen dentro de las políticas nacionales;

c) Supervisar la debida aplicación de las políticas
nacionales en la región;”.

b) Reemplázase su letra f) por la siguiente: 

“f)  Realizar  tareas  de  coordinación,
supervigilancia  o  fiscalización  sobre  todos  los  organismos  de  la
Administración del Estado que integren su respectivo sector. En este
ámbito  deberá  velar  de  forma  especial  por  el  cumplimiento  de  los
convenios mandato a que se refiere el inciso segundo del artículo 81
ter;”.

34) Derógase el artículo 67.

35)  Intercálase,  entre  el  nuevo  artículo  67
derogado y el artículo 68, el siguiente epígrafe: 

“Párrafo  2º  De  las  Divisiones  del  Gobierno
Regional”.

36) Sustitúyese el artículo 68 por el siguiente:
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“Artículo 68.- El  intendente, para el cumplimiento
de las funciones que la presente ley le asigna como ejecutivo del gobierno
regional, contará con la siguiente estructura organizacional:

a)  Una  División  de  Planificación  y  Desarrollo
Regional,  encargada de elaborar y proponer estrategias, políticas,  planes,
programas y proyectos para el  desarrollo  armónico del  territorio,  sobre la
base  de  procesos  técnicos  y  participativos,  conforme  a  las  prioridades
definidas  por  el  gobierno  regional.  Asimismo,  le  corresponderá  apoyar  al
intendente  en  la  evaluación  del  cumplimiento  de  las  políticas,  planes,
programas,  proyectos  y  presupuestos  de  carácter  regional,  y  prestar
asistencia  técnica  a  las  municipalidades  y  demás  organismos  de  la
administración que lo requieran;

b)  Una  División  de  Presupuesto  e  Inversión
Regional, encargada de elaborar el proyecto de presupuesto de inversiones
del gobierno regional, así como de ejecutar y controlar dicho presupuesto de
inversiones y los programas que administre el gobierno regional, asesorando
al intendente en la determinación de los proyectos de inversión a desarrollar
o  financiar  según  los  lineamientos  y  prioridades  de  los  instrumentos  de
planificación regional, y 

c)  Una  División  de  Administración  y  Finanzas,
encargada  de  la  gestión  administrativa  interna  y  de  la  provisión  de  los
servicios generales del gobierno regional.

Los  jefes  de  división  de  los  servicios
administrativos de los gobiernos regionales serán nombrados mediante
concurso  público.  Para  todos  los  efectos  legales,  estos  cargos
constituirán segundo nivel jerárquico.

Dichos  funcionarios  serán  nombrados  por  el
intendente respectivo entre cualquiera de quienes integren la nómina
propuesta  mediante un procedimiento  análogo al  establecido para el
nombramiento  de  Altos  Directivos  Públicos  de  segundo  nivel
jerárquico, siendo aplicables al efecto, y en lo que correspondiere, las
disposiciones  del  Párrafo  3º  del  Título  VI  de  la  ley  Nº  19.882.  El
intendente deberá definir el perfil profesional, el que deberá considerar
las competencias y aptitudes que deberán cumplir los candidatos y los
desafíos del cargo.

 
El financiamiento del concurso será de cargo

del gobierno regional respectivo.
 
El  Consejo  de  Alta  Dirección  Pública

conformará  la  nómina  de  candidatos  aptos  para  desempeñar  las
jefaturas de las funciones  señaladas en el inciso primero del presente
artículo,  en base a la cual el intendente respectivo deberá realizar el
nombramiento.”.
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37)  Agréganse,  continuación  del  artículo  68,  el
siguiente artículo 68 bis nuevo, el epígrafe que indica y  el artículo 68 ter,
nuevo:

“Artículo 68 Bis.- Sin perjuicio de lo señalado en el
artículo precedente, el Intendente podrá delegar en alguno de los jefes de
división la realización de otras funciones en el ámbito de acción del gobierno
regional, con excepción de la facultad de nombrar o remover funcionarios, el
deber de velar por la observancia del  principio de probidad administrativa
dentro del gobierno regional y la atribución de aplicar medidas disciplinarias
al personal de su dependencia.

Párrafo 3º
Del Administrador Regional

Artículo 68  ter.- El gobierno regional contará con
un administrador  regional,  el  que será colaborador  directo  del  intendente,
correspondiéndole  la  gestión  administrativa  del  gobierno  regional  y  la
coordinación del accionar de los jefes de cada una de las divisiones a que se
refieren tanto el artículo 68 como el inciso final del artículo 21 quáter. 

El  cargo  de  administrador  regional  será  de
exclusiva confianza del intendente, sin perjuicio que rijan además, a su
respecto, las causales de cesación de funciones aplicables al personal
del servicio administrativo del gobierno regional.”.

38) Introdúcense las siguientes modificaciones al
artículo 69:

a) Sustitúyese, en el  literal  h) el  guarismo “104”,
por  “115”,  y  reemplázasela  coma (,)  y  la  conjunción  “y”  que siguen  a  la
palabra “República”, por un punto y coma (;).

b)  Introdúcese la nueva letra i), pasando la actual
letra i) a ser nuevo literal j): 

“i) Los ingresos provenientes de patentes mineras,
patentes  acuícolas  y  de  casinos  en  la  proporción  que  la  ley  respectiva
establezca, y”.

39)  Modifícase  el  artículo  71  de  la  siguiente
forma:

a) Intercálase, en la primera oración del inciso
primero, entre “región,” y “el intendente”, la siguiente frase: “así como
los planes de desarrollo comunales vigentes,”.

b)  Agrégase,  en  el  inciso  primero,  a
continuación del punto aparte que sigue a la palabra “correspondiente”,
que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración final: “Asimismo,
durante el mes de mayo de cada año, los gobiernos regionales remitirán
a las municipalidades de la región respectiva una propuesta inicial de
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anteproyecto  regional  de  inversiones,  con  el  fin  que  éstas  puedan,
dentro  de  los  quince  días  posteriores  a  su  recepción,  formular
observaciones.”.

c)  Intercálase,  en  el  inciso  tercero,  entre  la
coma (,) que sigue a la palabra “señalado”,  y la expresión “éste”, la
siguiente frase: “y previa aprobación por parte del consejo según lo
dispuesto en la letra o) del artículo 36) de la presente ley,”.

40) Modifícase el artículo 73 de la siguiente forma:

a)  Agrégase en la  letra  b)  del  inciso  primero,  a
continuación  de  la  palabra  “Metropolitana”,  la  siguiente  frase:  “,  el  que
podrá incluir recursos provenientes de las distintas fuentes consideradas en
el presente literal”.

b)  Elimínase  en su  inciso  segundo  la  frase  “sin
perjuicio del ulterior ejercicio por el consejo regional de la atribución a que se
refiere la letra e) del artículo 36”, y la coma (,) que la precede.

c) Reemplázase en su inciso tercero la oración
“los consejos regionales designarán a uno de sus integrantes para que
conjuntamente  con  el  intendente  los  represente  en  ella.”  por  “el
presidente  del  consejo  y  el  intendente  representarán  al  gobierno
regional en dicha etapa.”.

d)  Intercálase,  en  su  inciso  cuarto,  entre  la
palabra “ministerios” y la coma (,) que le sigue, la frase “y servicios
públicos”;  y  agrégase  la  siguiente  oración  final  nueva:  “Asimismo,
deberán  individualizar  lo  correspondiente  a  los  convenios  de
programación o mandato  contemplados en los  artículos 81 y 81 ter,
respectivamente.

41) Reemplázase el artículo 78 por el siguiente:

“Artículo  78.-  Corresponderá  al  intendente
aplicar la  inversión  de  los  recursos  que  se  asignen  a  la  región,  de
acuerdo  al  presupuesto  aprobado  por  el  consejo  regional  de
conformidad a lo dispuesto en el artículo 36, letra e), de la presente ley.

La  inversión  de  dichos  recursos  deberá
ajustarse  a  los  criterios  de  priorización  que,  para  tal  efecto,  se
incorporarán  en  el  presupuesto  regional  siguiendo  el  mismo
procedimiento de aprobación de éste.

El  intendente  someterá  a  la  aprobación  del
consejo  regional  la  propuesta  de  presupuesto  regional  el  primer  día
hábil de diciembre del año anterior a aquél en que deba regir.

Un  reglamento  dictado  por  el  Ministerio  del
Interior  y  Seguridad  Pública,  suscrito  además  por  el  Ministro  de
Hacienda,  establecerá  los  procedimientos  y  requerimientos  de
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información necesarios para el cumplimiento de lo dispuesto en este
artículo y su congruencia con las normas presupuestarias nacionales.”.

42) Reemplázase, en el inciso primero del artículo
80, el guarismo “104” por “115”.

43) Introdúcense las siguientes modificaciones al
artículo 81:

a) Reemplázase, en el inciso primero, el guarismo
“104” por “115” y la frase “uno o más gobiernos regionales y uno o más
ministerios” por la expresión “gobiernos regionales, entre éstos y uno o más
ministerios, o entre gobiernos regionales y municipalidades”.

b) Reemplázase, en el inciso segundo, el signo de
puntuación coma (,) que sigue a la palabra “nacionales” por la conjunción “o”
y suprímese, en el inciso segundo la expresión “o locales”.

c) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo,
pasando el actual inciso tercero a ser nuevo inciso cuarto: 

“El  cumplimiento  de  los  convenios  de
programación  será  íntegramente obligatorio  para  todas  las  partes
celebrantes. En caso de tener carácter plurianual, cada una de ellas deberá
contemplar  en  la  formulación  de sus  respectivos  presupuestos  la
estimación de todos los recursos correspondientes al año pertinente según
las  obligaciones  adquiridas  al  momento  de  la  suscripción. El  nivel  de
cumplimiento  exigible,  respecto  de  cualquiera  de  las  partes,  estará
supeditado  al  monto  de  recursos  que  anualmente  la  Ley  de
Presupuestos del Sector Público haya aprobado para el respectivo ítem
de gasto.”.

d) Sustitúyanse, en la oración final del inciso
tercero,  que  pasó  a  ser  inciso  cuarto,  las  palabras  “Decreto  Ley  N°
1.263, de 1975”, por las siguientes: “mencionado decreto ley”.

44)  Incorpóranse, a continuación del artículo 81,
los siguientes artículos 81 bis y 81 ter, nuevos:

“Artículo 81 bis.- Los gobiernos regionales podrán
suscribir  convenios  de  programación  territorial,  con  una  o  más
municipalidades o uno o más servicios públicos creados para el cumplimiento
de la función administrativa, de carácter plurianual destinados a formalizar
los  acuerdos  para  la  ejecución  de  proyectos  de  impacto  comunal  o
intercomunal en los plazos y con los aportes financieros de las partes que en
cada caso se acuerden. Estos convenios deberán ser sancionados mediante
resolución del gobierno regional respectivo, y quedarán sujetos, en lo que
correspondiere, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo anterior.

Artículo  81  ter.-  Los  gobiernos  regionales
podrán,  en conformidad a lo dispuesto en el artículo 16 de la ley Nº
18.091,  que  establece  normas  complementarias  de  incidencia
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presupuestaria  y  de  administración  financiera, suscribir  convenios
mandato con ministerios  y servicios  públicos  y  otros órganos de la
administración  del  Estado,  así  como  también  con  asociaciones  de
municipalidades.

 
Dichos convenios serán obligatorios  para las

partes.  En  caso  de  tener  carácter  plurianual,  aquellas  deberán
contemplar  en  la  formulación  de  sus  respectivos  presupuestos  la
estimación de los recursos correspondientes al año pertinente según
las obligaciones adquiridas al momento de la suscripción del convenio.
El nivel de cumplimiento exigible, respecto de cualquiera de las partes,
estará  supeditado  al  monto  de  recursos  que  anualmente  la  Ley  de
Presupuestos del Sector Público haya aprobado para el respectivo ítem
de gasto.

 
Con  todo,  gobiernos  regionales,  ministerios,

servicios  públicos  y  asociaciones  de  municipalidades  deberán  dar
prioridad,  dentro  de  su  cartera  de  proyectos,  a  la  ejecución  de
iniciativas suscritas en virtud de lo dispuesto en el presente artículo, en
consideración a la fecha de suscripción de los actos respectivos.”.

45) Derógase el artículo 107.

Artículo  2°.-  Introdúcense  las  siguientes
modificaciones al Decreto con Fuerza de Ley N° 458, de 1975, que Aprueba
Nueva Ley General de Urbanismo y Construcciones:

1)  Suprímese  el  inciso  cuarto  del  artículo  3º,
pasando  los  actuales  incisos  quinto  y  sexto,  a  ser  cuarto  y  quinto,
respectivamente. 

2) Modifícase su artículo 28 de la siguiente forma:

a)  Reemplázase  el  guarismo  “cuatro”,  las  dos
veces que aparece, por la palabra “tres”.

b)  Elimínase la  palabra “regional,”  y  la  coma (,)
que le sigue.

3) Derógase el Párrafo 2° del Capítulo II del Título
II.

4)  Reemplázase,  en  el  artículo  37,  la  expresión
“Los  Planes  Reguladores  Intercomunales  serán  aprobados  por  decreto
supremo  del  Ministerio  de  Vivienda  y  Urbanismo,  dictado  por  orden  del
Presidente de la República, previa autorización del  intendente respectivo”;
por  la  oración “Los Planes Reguladores Intercomunales  o  Metropolitanos,
serán aprobados por el consejo regional y promulgados por resolución del
intendente”. 
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5) Reemplázase, en el literal a) del artículo 47, la
expresión  “Urbana  –  Regional  o  Urbana  –  Intercomunal”,  por  “urbana
intercomunal”.

6) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo
55, a la expresión “urbana-regional”, por “urbana intercomunal”. 

Artículo  3º.- Introdúcense  las  siguientes
modificaciones al Código Procesal Penal:

1) Sustitúyese,  en el  encabezado del  Párrafo 2º
del Título IV del Libro Cuarto, la expresión “y Gobernadores”, por la frase “,
Gobernadores y  Presidentes  de  Consejos  Regionales”,  precedida  de una
coma (,).

2)  Reemplázase en el artículo 423 la conjunción
“o” por una coma (,) e intercálase entre la palabra “gobernador” y la coma
“(,)” que le sigue la siguiente frase “o de un presidente de consejo regional”. 

Artículo  4º.-  Introdúcense  las  siguientes
modificaciones  a  la  ley Nº  18.695,  Orgánica  Constitucional  de
Municipalidades:

1) Agréganse los siguientes artículos 8º bis y 8º ter
nuevos: 

“Artículo  8º  bis.-  A  iniciativa  de  los  gobiernos
regionales podrán celebrarse convenios formales anuales o plurianuales de
programación  de  inversión  pública  entre  gobiernos  regionales  y
municipalidades, cuyo cumplimiento será obligatorio.

 
La ley orgánica constitucional  sobre gobierno y

administración regional establecerá las normas generales que regularán la
suscripción, ejecución y exigibilidad de los referidos convenios. 

Dichos  convenios  de  programación  definirán  las
acciones relacionadas con los proyectos de inversión que disponen realizar
dentro de un plazo determinado. Deberán especificar el o los proyectos sobre
los cuales se aplicarán, las responsabilidades y obligaciones de las partes,
las metas por cumplir,  los procedimientos de evaluación y las normas de
revocabilidad. Asimismo, deberán incluir, cuando corresponda, cláusulas que
permitan reasignar recursos entre proyectos. 

A  los  convenios  de  programación  se  podrán
incorporar otras entidades públicas o privadas, nacionales o regionales, cuyo
concurso  o  aporte  se  estime  necesario  para  la  mayor  eficiencia  en  su
ejecución.

En  caso  de  tener  carácter  plurianual,  las
municipalidades deberán contemplar en sus respectivos presupuestos la
estimación  de  los  recursos  correspondientes  al  año  pertinente  según  las
obligaciones adquiridas al momento de la suscripción.
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Los  convenios  a  que  se  refiere  este  artículo
deberán  ser  sancionados  mediante  decreto  supremo  expedido  bajo  la
fórmula establecida en el artículo 70 del decreto ley Nº 1.263, de 1975. Los
proyectos  que  se  incluyan  en  dichos  convenios  deberán  cumplir  con  lo
establecido en el artículo 19 bis del mencionado decreto ley.

Artículo  8º  ter.-  Los  gobiernos  regionales
podrán suscribir convenios de programación territorial, con una o más
municipalidades,  de  carácter  plurianual, destinados  a  formalizar  los
acuerdos  para  la  ejecución  de  proyectos  de  impacto  comunal  o
intercomunal en los plazos y con los aportes financieros de las partes
que  en  cada  caso  se  acuerden.  Estos  convenios  deberán  ser
sancionados mediante resolución del gobierno regional respectivo.”.

2) Reemplázase, en la parte inicial del literal i) del
artículo 65,  el  verbo “Celebrar”  por la oración “Suscribir  los convenios de
programación a que se refieren los artículos 8º bis y 8º ter y celebrar”.”.

Artículo  5º.- Intercálase,  en  el  inciso  cuarto  del
artículo 18 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 850, de 1998, que Fija el Nuevo
Texto Refundido, Coordinado y Sistematizado de la Ley Nº 15.840, de 1964,
Orgánica del Ministerio de Obras Públicas y del Decreto con Fuerza de Ley,
del mismo Ministerio Nº 206, de 1960, sobre Construcción y Conservación de
Caminos; entre la palabra “Municipalidades” y la coma (,) que le sigue, la
expresión “o Gobiernos Regionales.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo  Primero.-  Mientras  no  se  aprueben  los
planes regionales de ordenamiento territorial a que se refiere la presente ley,
los planes regionales de desarrollo urbano que se encuentren vigentes serán
instrumentos orientadores en materia de ordenamiento territorial.

Artículo  Segundo.-  Los  funcionarios  que,  a  la
fecha de publicación de la presente ley, se encuentren desempeñando los
cargos de jefe de división, mantendrán su nombramiento y seguirán afectos a
las normas aplicables a esa fecha, debiendo llamarse a concurso cuando
cesen en ellos por cualquier causa.

Para  estos  efectos,  quienes  a  dicha  fecha  se
desempeñen  como  Jefes  de  División  de  Análisis  y  Control  de  Gestión,
continuarán realizando sus labores funcionarias como Jefes de División de
Presupuesto e Inversión Regional.

Artículo Tercero.- Las personas que, a la fecha de
publicación de la presente ley, se encuentran desempeñando la función de
secretario  ejecutivo del  consejo regional,  proseguirán desempeñándola en
iguales condiciones, debiendo llamarse a concurso cuando  cesen en ella
por cualquier causa. 
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Artículo  Cuarto.-  Concédese  al  Presidente  de  la
República, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la
presente ley, la facultad de dictar uno o más decretos con fuerza de ley,
expedidos por intermedio del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, los
cuales podrán modificar las plantas de personal de cada uno de los servicios
administrativos de los gobiernos regionales en el siguiente sentido:

a) Crear el cargo de administrador regional, el cual
se insertará dentro del acápite “Directivo – Cargo de Exclusiva Confianza”,
asignándosele grado 3.

b) Establecer que para desempeñar los cargos de
exclusiva confianza,  se  requerirá  acreditar  una experiencia  profesional  no
inferior a 5 años.”.

- - -
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Acordado en sesiones celebradas los días 10, 17 y
18  de  diciembre  de  2013,  con  asistencia  de  los  Honorables  Senadores
señores  Andrés  Zaldívar  Larraín  (Presidente),  Camilo  Escalona  Medina,
Carlos Ignacio Kuschel Silva, Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez
(Hernán Larraín Fernández).

Sala de la Comisión, a 7 de enero de 2014.
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ROBERTO BUSTOS LATORRE
Secretario de la Comisión
RESUMEN EJECUTIVO

INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL
PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL,

RELATIVO AL FORTALECIMIENTO DE LA REGIONALIZACIÓN DEL
PAÍS.

(BOLETÍN N° 7.963-06)

I. PRINCIPALES OBJETIVOS DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA
COMISIÓN:  reforzar  la  coordinación  entre  los  gobiernos  regionales  y  la
Administración; precisar las funciones del gobierno regional, distinguiendo las
del  consejo  regional  y  las  del  intendente;  agregar  funciones  al  gobierno
regional atendida la nueva modalidad de elección por sufragio universal de
los  consejeros  regionales;  regular  el  procedimiento  de  transferencia  de
competencias  desde  los  ministerios  y  servicios  públicos  a  los  gobiernos
regionales y establecer normas para dirimir las divergencias que se surjan
con motivo de las transferencias.

II. ACUERDOS: 
Artículo 1°
Número 2) aprobado con modificaciones  unanimidad 5x0.
Número 4) letras a) y b) aprobadas unanimidad 3x0.
Número 5) letras a) y e) aprobadas unanimidad 3x0.
Número 6) aprobado unanimidad 3x0.
Número 7) letra e) aprobada unanimidad 3x0.
Número 8) letra a) aprobada unanimidad 3x0.
 letra f) aprobada con modificaciones unanimidad 3x0. 
Número 9)

artículo 21 bis aprobado con modificaciones unanimidad 3x0.
artículo 21 ter aprobado unanimidad 4x0.
artículo 21 quáter aprobado unanimidad 3x0.

(letras e) y f) aprobadas con modificaciones unanimidad 5x0).
artículo 21 quinquies  aprobado con modificaciones unanimidad 3x0.

Número 12) letras c) y d) aprobadas unanimidad 5x0.
Número 15) aprobado con modificaciones unanimidad 5x0.
Número 19) letra b) aprobada unanimidad 5x0.

letra f) aprobada unanimidad 3x0.
Número 20) artículo 36 bis letra b) aprobada unanimidad 3x0.
Número 22) aprobado con modificaciones unanimidad 4x0.
Número 25) aprobado con modificaciones unanimidad 5x0.
Número 26) aprobado mayoría de votos 3 a favor x 1 abstención.
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Número 29) aprobado unanimidad 4x0.
Número 32) aprobado unanimidad 4x0.
Número 36) aprobado con modificaciones unanimidad 5x0.
Número 37) artículo 68 ter aprobado con modificaciones unanimidad 5x0.
Número 38) letra b) aprobada unanimidad 3x0.
Número 39) aprobado con modificaciones unanimidad 3x0.
Número 40) letra a) aprobada con modificaciones unanimidad 3x0.

Número 41) aprobado con modificaciones unanimidad 5x0.
Número 43) letra a) aprobada unanimidad 3x0. 

letra c) aprobada con modificaciones unanimidad 3x0.
Número 44) artículos 81 bis y 81 ter  aprobados con modificaciones

unanimidad 3x0.
Artículo 3° rechazado unanimidad 5x0.
Artículo 4° rechazado unanimidad 5x0.
Artículo 5° rechazado unanimidad 5x0.
Artículo 7° número 1) aprobado con modificaciones unanimidad 5x0.

número 2) aprobado unanimidad 5x0.
Artículo segundo transitorio aprobado unanimidad 5x0.
Artículo tercero transitorio aprobado con modificaciones unanimidad 5x0.
Artículo cuarto transitorio aprobado unanimidad 5x0.
Artículo quinto transitorio rechazado unanimidad 5x0.

III. ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN: el
proyecto está estructurado con cinco artículos permanentes y cuatro artículos
transitorios.

IV. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: para ser aprobados, el artículo 1°
(que  introduce  modificaciones  en  la  ley  orgánica  constitucional  sobre
Gobierno  y  Administración  Regional),  el  número  4)  del  artículo  2°  (que
confiere  una  nueva  atribución  al  Consejo  Regional)  y  el  artículo  4°  (que
modifica la ley orgánica constitucional de Municipalidades) del proyecto de
ley,  deben  serlo   con  quórum  de  ley  orgánica  constitucional.  Las  dos
primeras,  en  virtud  de lo  dispuesto en los  artículos  113,  114 y  115,  y  la
tercera, con arreglo a lo prescrito en el artículo 118, todos de la Constitución
Política de la  República,  en relación con lo  establecido en el  artículo  66,
inciso segundo, de la misma Carta Fundamental.

V. URGENCIA: suma.

VI. ORIGEN INICIATIVA: Mensaje de S.E. el Presidente de la República.

VII. TRÁMITE CONSTITUCIONAL: primer trámite.

VIII. INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 5 de octubre de 2011.

IX. TRÁMITE REGLAMENTARIO: informe de la Comisión de Hacienda.

X. LEYES  QUE  SE  MODIFICAN  O  QUE  SE  RELACIONAN  CON  LA
MATERIA: 
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1.-  Ley N°  19.175, orgánica  constitucional  sobre  gobierno  y
administración regional.

2.-  Decreto  con  fuerza  de  ley  N°  458,  de  1975,  ley  general  de
urbanismo y construcciones.

3.- Ley N° 18.834, Estatuto Administrativo.

4.- Código Procesal Penal.

5.- Ley N° 18.695, orgánica constitucional de municipalidades.

6.- Ley N° 19.882, regula nueva política de personal a los funcionarios
públicos que indica.

7.- Decreto ley N° 1.263, de 1975, sobre administración financiera del
Estado.

Valparaíso, a 7 de enero de 2013.

ROBERTO BUSTOS LATORRE
Secretario de la Comisión
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